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digo Procesal Penal de la Nación, ley 27.063, 
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proyecto (36-S.-2018 y 38-S.-2018). Orden 
del Día N° 235. Se sanciona defi nitivamente 
(ley 27.482). (Pág. 15.)
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Día N° 440. Se sanciona. (Pág. 49.)

 11. Consideración de los dictámenes de las co-
misiones de Relaciones Exteriores y Culto y 
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las autoridades de control y a los fl ujos trans-
fronterizos de datos, suscritos en la ciudad 
de Estrasburgo, República Francesa, los días 
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Himno Nacional Argentino. (Aplausos en 
las bancas y en las galerías.)

3
CONVOCATORIA A SESIÓN ESPECIAL

Sr. Presidente (Monzó). – Por Secretaría se 
dará lectura de la resolución dictada por la Pre-
sidencia, mediante la que se convoca a sesión 
especial.

Sr. Secretario (Inchausti). – Dice así: “Visto 
la presentación efectuada por el señor diputado 
Negri, Mario Raúl, y otros señores diputados 
y señoras diputadas, por la que se solicita la 
realización de una sesión especial para el día 
6 de diciembre de 2018 a las 11 horas, a fi n de 
considerar varios expedientes; y Considerando 
los artículos 35 y 36 del Reglamento de la Ho-
norable Cámara, el presidente de la Honorable 
Cámara de Diputados de la Nación resuelve: 
artículo 1°: Citar a los señores diputados y a las 
señoras diputadas para el día 6 de diciembre 
de 2018 a las 11 horas, a fi n de considerar los 
siguientes expedientes:

”1. Proyecto de ley por el cual se sustitu-
ye el anexo del artículo 2° de la ley 27.453 
que declaró de interés público el régimen 
de integración socio-urbana de los barrios 
populares identifi cados en el Registro Na-
cional de Barrios Populares en Proceso de 
Integración Urbana (Renabap) (expediente 
7.157-D.-2018). Orden del Día N° 982.

”2. Proyecto de ley tendiente a reformar 
el Código Procesal Penal de la Nación que 
fuera aprobado por ley 27.063 (expedien-
tes 36-S.-2018 y 38-S.-2018). Orden del 
Día N° 235.

”3. Proyecto de ley por el cual se sustitu-
ye la rúbrica ‘Recursos de Casación, de In-
constitucionalidad y de Revisión’ y sustituye 
los artículos 288 a 301 correspondientes a la 
sección 8ª del capítulo IV, título IV del Libro 
Primero del Código Procesal Civil y Comer-
cial de la Nación (expediente 2.786-D.-2018). 
Orden del Día N° 440.

”4. Proyecto de ley mediante el cual se 
aprueba el Acuerdo de Complementación 
Económica N° 35 celebrado entre los Estados 
Parte del Mercosur y la República de Chile, 
sexagésimo primer protocolo adicional, sus-
cripto en la ciudad de Montevideo, República 

12. Ramón. (Pág. 512.)

13. Wisky. (Pág. 513.)

14. Arce. (Pág. 514.)

15. Rodríguez. (Pág. 514.)

16. Najul. (Pág. 515.)

17. Najul. (Pág. 516.)

18. Nanni. (Pág. 517.)

19. Nanni. (Pág. 517.)

20. Nazario. (Pág. 518.)

–En la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 
a los seis días del mes de diciembre de 2018, a 
la hora 11 y 51:

1
IZAMIENTO DE LA BANDERA NACIONAL

Sr. Presidente (Monzó). – Con la presencia 
de 129 señores diputados queda abierta la se-
sión especial convocada conforme al requeri-
miento efectuado por varios señores diputados 
en número reglamentario.

Invito a la señora diputada por el distri-
to electoral de Catamarca doña Silvana Mi-
caela Ginocchio y al señor diputado por el 
distrito electoral de Buenos Aires don Juan 
Aicega a izar la bandera nacional en el mástil 
del recinto.

–Puestos de pie los señores diputados 
y el público presente, la señora diputada 
doña Silvana Micaela Ginocchio y el se-
ñor diputado don Juan Aicega proceden a 
izar la bandera nacional en el mástil del 
recinto. (Aplausos en las bancas y en las 
galerías.)

2
HIMNO NACIONAL ARGENTINO

Sr. Presidente (Monzó). – Invito a los se-
ñores diputados y al público presente a entonar 
las estrofas del Himno Nacional Argentino, 
que será interpretado por un cuarteto integra-
do por músicos de la Orquesta de Cámara del 
Congreso de la Nación.

–Puestos de pie, los señores diputados y 
el público presente entonan las estrofas del 

cquirco
Rectángulo
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Penal y Procesal de la Nación (expediente 
7-P.E.-2018).

”11. Proyecto de ley por el cual se dero-
gan diversos artículos de la ley 26.736 que 
regula la fabricación, comercialización y 
distribución de pasta celulosa y papel de 
diarios (expediente 7.073-D.-2018). Orden 
del Día N° 762.

”12. Proyecto de ley por el cual se crea 
la Cédula Escolar Nacional (expediente 
108-S.-2016). Orden del Día N° 28.

”13. Proyecto de ley por el cual se crea una 
contribución extraordinaria sobre el capital 
de cooperativas y mutuales de ahorro, de cré-
dito y/o fi nancieras, de seguros y/o reasegu-
ros (expediente 7.435-D.-2018).

”El artículo 2° es de forma”.

4
CUESTIÓN DE PRIVILEGIO

Sr. Presidente (Monzó). – Para una cuestión 
de privilegio tiene la palabra el señor diputado 
Rossi, por Santa Fe.

Sr. Rossi. – Señor presidente: esta cuestión 
de privilegio está destinada a esta Honorable 
Cámara por la decisión que tomó en noviem-
bre del año pasado, en virtud de la cual se 
produjo el desafuero y la suspensión del señor 
diputado Julio De Vido. La realidad es que esa 
decisión se adoptó y hace un año que Julio De 
Vido está desaforado y suspendido por esta 
Honorable Cámara y, por consiguiente, priva-
do de su libertad. Pero en ninguna de las dos 
causas en las cuales se solicitó su desafuero se 
han producido incidentes procesales que ava-
len ese pedido. Es más, en una de las causas el 
señor diputado Julio De Vido fue absuelto por 
una declaración de falta de mérito, mientras 
que en la otra, la de Río Turbio, prácticamen-
te no hubo ninguna diligencia procesal en ese 
sentido.

La decisión que adoptó esta Honorable Cá-
mara en su momento fue casi sumarísima, ya 
que lo hizo en muy pocos días.

El 17 de octubre de 2017 el juez Rodríguez 
pidió el desafuero del señor diputado Julio De 
Vido. La sesión especial en la que se terminó 
votando esa solicitud se celebró el 25 de oc-
tubre del año pasado. Es decir que entre una 

Oriental del Uruguay, el 4 de enero de 2018 
(mensaje 81/18; expediente 93-S.-2018). Or-
den del Día N° 802.

”5. Proyecto de ley tendiente a aprobar el 
Convenio para la Protección de las Personas 
con respecto al Tratamiento Automatizado 
de Datos de Carácter Personal, suscripto en 
la ciudad de Estrasburgo, República France-
sa, el 28 de enero de 1981, y el Protocolo 
Adicional al Convenio para la Protección 
de las Personas con respecto al Tratamien-
to Automatizado de Datos de Carácter Per-
sonal, a las Autoridades de Control y a los 
Flujos Transfronterizos de Datos, suscrip-
to en la ciudad de Estrasburgo, República 
Francesa, el 8 de noviembre de 2001 (men-
saje 147/18; expediente 42-S.-2018). Orden 
del Día N° 550.

”6. Proyecto de ley por el que se incorpora 
a la Ley de Sociedades, la Sociedad de Inte-
rés y Benefi cio Colectivo (IBC) (expedientes 
2.216-D.-2017 y 2.498-D.-2018). Orden del 
Día N° 567.

”7. Proyecto de ley tendiente a autorizar la 
entrada de tropas extranjeras al territorio nacio-
nal y la salida fuera de él de fuerzas nacionales, 
para participar en los ejercicios contemplados 
en el Programa de Ejercitaciones Combina-
das a realizarse desde el 1° de septiembre de 
2018 hasta el 31 de agosto de 2019 (mensaje 
98/2018; expediente 65-S.-2018). Orden del 
Día N° 565.

”8. Proyecto de ley tendiente a autorizar la 
entrada de tropas extranjeras al territorio nacio-
nal y la salida fuera de él de fuerzas nacionales, 
para participar en los ejercicios contemplados 
en el Programa de Ejercitaciones Combina-
das a realizarse desde el 1° de septiembre de 
2017 hasta el 31 de agosto de 2018 (mensaje 
81/2017; expediente 85-S.-2017). Orden del 
Día N° 216.

”9. Autorización para desempeñar sus res-
pectivos cargos de cónsules y vicecónsules 
honorarios propuestos por gobiernos extran-
jeros (expediente 150-S.-2017). Orden del 
Día N° 41.

”10. Proyecto de ley por el cual se crea 
un régimen penal y procesal para la preven-
ción y represión de delitos en espectáculos 
futbolísticos. Modificación de los códigos 

cquirco
Línea
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Sr. Presidente (Monzó). – Por haber sido 

aludido, tiene la palabra el señor diputado Vallo-
ne, por San Luis.

Sr. Vallone. – Señor presidente: quiero decir 
al diputado Negri que la reivindicación que he 
pedido es para todas las asociaciones sociales 
que han estado trabajando y haciendo el rele-
vamiento, incluidas también las de Córdoba.

Sr. Presidente (Monzó). – Se va a votar no-
minalmente en general y en particular el dicta-
men de la Comisión de Asuntos Constituciona-
les y otras recaído en el proyecto de ley por el 
que se modifi ca la ley 27.453, sobre Régimen 
de Regularización Dominial para la Integra-
ción Socio-Urbana, contenido en el Orden del 
Día N° 982.

–Se practica la votación nominal.

–Conforme al tablero electrónico, sobre 
174 señores diputados presentes, 170 han 
votado por la afi rmativa y 3 por la negativa.

Sr. Secretario (Inchausti). – Se han regis-
trado 170 votos por la afi rmativa y 3 por la ne-
gativa.*

Sr. Presidente (Monzó). – Queda sanciona-
do el proyecto de ley.**

Se comunicará al Honorable Senado.

9
MODIFICACIÓN DEL CÓDIGO PROCESAL 

PENAL DE LA NACIÓN

Sr. Presidente (Monzó). – Corresponde 
considerar el dictamen de mayoría de la Co-
misión de Legislación Penal recaído en el pro-
yecto de ley en revisión por el que se modifi -
ca el Código Procesal Penal de la Nación, ley 
27.063, contenido en el Orden del Día N° 235.

(Orden del Día N° 235)

I
Dictamen de mayoría

Honorable Cámara:
La Comisión de Legislación Penal ha considerado 

el proyecto de ley venido en revisión del Honorable 
Senado por el que se modifi ca el Código Procesal Pe-

*. Véase el Acta N° 1 de votación nominal en el Apéndice. 
(Pág. 395.)

**. Véase el texto de la sanción en el Apéndice. (Pág. 183.)

En este país, donde la demanda habitacio-
nal crece diariamente, al leer las estadísticas 
uno nota que estamos muy lejos de solucionar 
los problemas de la gente. Durante tres años 
de gestión, este gobierno solamente construyó 
30.000 viviendas. Este es otro récord, porque 
es el gobierno que menos viviendas construyó. 
Igualmente, tal vez le ganó a Duhalde, que hizo 
17.000 viviendas, pero en menos de dos años.

Creo que nos debemos el debate de la so-
lución habitacional para los argentinos. Quizá 
si avanzáramos en ese aspecto, no estaríamos 
tratando hoy este proyecto de ley.

Paso a referirme a un reclamo puntual de la 
provincia de San Luis, donde uno de los barrios 
está incluido sin nombre en el anexo del pro-
yecto. Nos preocupa porque solo se dan como 
referencia unas coordenadas y no encontramos 
la existencia del barrio. Aclaro que este recla-
mo también lo hicimos, pero no fue subsanado.

Finalmente, corrigiéndose lo relativo a los 
188 barrios que quedaron afuera, acompaña-
remos la aprobación del proyecto de ley. Es-
peremos que luego pueda corregirse el texto y 
determinarse cuál es el barrio de la provincia 
de San Luis que fi gura sin nombre.

Sr. Presidente (Monzó). – Tiene la palabra 
el señor diputado Negri, por Córdoba.

Sr. Negri. – Señor presidente: haré una bre-
ve aclaración sin entrar en polémica.

Como soy uno de los fi rmantes del proyecto, 
me parece gratuito el comentario del diputado 
Vallone. Se nota que debía tenerlo guardado en 
algún lado y quería meterlo. Por ello, comento 
que este proyecto está acompañado por los fi r-
mantes y por todas las organizaciones con las 
cuales trabajamos durante mucho tiempo en el 
mapeo del país.

Por otra parte, en cuanto a caminar los barrios 
populares, si el diputado anda por Córdoba, lo 
invito a venir conmigo. A él no van a conocerlo, 
pero puede ver cómo me conocen a mí. (Aplau-
sos.) No hay ningún problema.

Sr. Presidente (Monzó). – Se va a votar no-
minalmente en general y en particular el dicta-
men de la Comisión de Asuntos Constitucio-
nales y otras…

Sr. Vallone. – Señor presidente: pido la pa-
labra por haber sido aludido.

cquirco
Rectángulo
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Art. 4º – Sustitúyese el artículo 8º de la ley 27.063, 
por el siguiente:

Artículo 8º: Apruébase el inicio de un progra-
ma de capacitación y fortalecimiento básico de 
las fi scalías de primera instancia nacionales y 
federales, fi scalías generales y defensorías gene-
rales, que se agrega como anexo II y que es parte 
integrante de la presente ley, con el fi n de capaci-
tar y dotar al Ministerio Público de los recursos 
humanos mínimos indispensables para afrontar 
la futura tarea de implementación del Código 
Procesal Penal Federal.

Art. 5º – Sustitúyese el artículo 5º del Código 
aprobado por el artículo 1º de la ley 27.063 por el 
siguiente:

Artículo 5º: Persecución única. Nadie puede 
ser perseguido penalmente ni condenado más de 
una vez por el mismo hecho.

Art. 6º – Sustitúyese el artículo 10 del Código 
aprobado por el artículo 1º de la ley 27.063 por el 
siguiente:

Artículo 10: Apreciación de la prueba. Las 
pruebas serán valoradas por los jueces según la 
sana crítica racional, observando las reglas de la 
lógica, los conocimientos científi cos y las máxi-
mas de la experiencia. Los elementos de prueba 
sólo tendrán valor si son obtenidos e incorpora-
dos al proceso conforme a los principios y nor-
mas de la Constitución Nacional, de los instru-
mentos internacionales y de este Código.

Art. 7º – Sustitúyese el artículo 17 del código 
aprobado por el artículo 1º de la ley 27.063 por el 
siguiente:

Artículo 17: Restricciones a la libertad. Las 
medidas restrictivas de la libertad deberán fun-
darse en la existencia de peligro real de fuga u 
obstaculización de la investigación. Nadie pue-
de ser encarcelado sin que existan elementos de 
prueba sufi cientes para imputarle un delito repri-
mido con pena privativa de libertad, conforme a 
las reglas de este Código.

Art. 8º – Sustitúyese el artículo 53 del código 
aprobado por el artículo 1º de la ley 27.063 por el 
siguiente:

Artículo 53: Jueces con funciones de revisión. 
Los jueces con funciones de revisión serán com-
petentes para conocer:

a) En la sustanciación y resolución de las 
impugnaciones, de acuerdo con las nor-
mas de este código;

b) En los confl ictos de competencia de los 
jueces con funciones de garantía, revi-
sión y ejecución;

nal de la Nación –ley 27.063– y la fe de erratas que 
subsana errores materiales en los artículos 7º y 8º del 
referido proyecto; y, por las razones expuestas en el 
informe que se acompaña y las que dará el miembro 
informante, aconseja su sanción.

Sala de la comisión, 15 de agosto de 2018.

María G. Burgos. – Lucas C. Incicco. 
– Eduardo A. Cáceres. – Marcela 
Campagnoli. – Soledad Carrizo. – Jorge 
R. Enríquez. – Martín O. Hernández. 
– Anabella R. Hers Cabral. – Leandro 
G. López Köenig. – Diego M. Mestre. 
– Guillermo T. Montenegro. – Miguel 
Nanni. – Paula M. Oliveto Lago. – Luis A. 
Petri. – Pedro J. Pretto. 

En disidencia parcial:

Vanesa L. Massetani. – Juan F. Brügge. 
– Mayda Cresto. –  Verónica Derna. – 
Carla B. Pitiot.

Buenos Aires, 25 de abril de 2018.

Al señor presidente de la Honorable Cámara de Dipu-
tados de la Nación.

Tengo el honor de dirigirme al señor presidente a 
fi n de comunicarle que el Honorable Senado, en la fe-
cha, ha sancionado el siguiente proyecto de ley que 
paso en revisión a esa Honorable Cámara:

El Senado y Cámara de Diputados,…

MODIFICACIÓN DE LA LEY 27.063
(CÓDIGO PROCESAL PENAL DE LA NACIÓN)

Artículo 1º – Sustitúyese la denominación del Códi-
go aprobado por el artículo 1º de la ley 27.063, obran-
te en el anexo I de dicha ley, por la siguiente: “Código 
Procesal Penal Federal”.

Art. 2º – Sustitúyese, en el artículo 1º de la 
ley 27.063 y en el artículo 1º del anexo II que la inte-
gra, la locución “Código Procesal Penal de la Nación” 
por la expresión “Código Procesal Penal Federal”.

Art. 3º – Sustitúyese el artículo 7º de la ley 27.063 
por el siguiente:

Artículo 7º: Créase en el ámbito del Honorable 
Congreso de la Nación la Comisión Bicameral de 
Monitoreo e Implementación del Código Proce-
sal Penal Federal, con el fi n de evaluar, contro-
lar y proponer durante el período que demande 
la implementación prevista en el artículo 3º, los 
respectivos proyectos de ley de adecuación de 
la legislación vigente a los términos del Código 
aprobado por el artículo 1º de la presente ley así 
como toda otra modifi cación y adecuación legis-
lativa necesaria para la mejor implementación 
del Código Procesal Penal Federal.
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hará de manera unipersonal, sin perjuicio de lo 
dispuesto en el párrafo siguiente.

En los casos en que los jueces con funciones 
de juicio hubieran resuelto en forma colegiada, el 
conocimiento y decisión de la cuestión a revisar 
se hará de idéntica forma.

Art. 10. – Sustitúyese el artículo 54 del código 
aprobado por el artículo 1º de la ley 27.063 por el si-
guiente:

Artículo 54: Integración del tribunal de juicio. 
El tribunal de juicio se integrará:

a) Con un (1) juez si se tratare de:
1. Delitos reprimidos con pena no pri-

vativa de la libertad.
2. Delitos cuya pena máxima privativa 

de la libertad en abstracto no exceda 
de seis (6) años.

3. Delitos cuya pena máxima privativa 
de la libertad en abstracto supere los 
seis (6) años y no exceda de quince 
(15) años o, en caso de concurso de 
delitos, ninguno de ellos se encuen-
tre reprimido con pena privativa de 
la libertad que supere dicho monto, 
salvo cuando el imputado y su de-
fensor requirieran la integración co-
legiada. Esta opción podrá ser ejer-
cida durante la audiencia de control 
de la acusación;

b) Con tres (3) jueces si se tratare de:
1. Delitos cuya pena máxima privativa 

de la libertad en abstracto supere los 
quince (15) años.

2. Delitos cometidos por funcionarios 
públicos en ejercicio u ocasión de 
sus funciones.

En caso de existir dos (2) o más imputados con 
pluralidad de defensores, la elección realizada 
por uno (1) de ellos del juzgamiento colegiado 
obligará en igual sentido a los restantes.

Art. 11. – Sustitúyese el artículo 55 del código apro-
bado por el artículo 1º de la ley 27.063 por el siguiente:

Artículo 55: Jueces con funciones de garan-
tías. Los jueces con funciones de garantías serán 
competentes para conocer:

a) En el control de la investigación y de to-
das las decisiones jurisdiccionales que se 
deban tomar durante la etapa preparatoria;

b) En el procedimiento abreviado cuando se 
presenten acuerdos plenos;

c) En la suspensión del proceso a prueba.

c) En el procedimiento de excusación o re-
cusación de los jueces;

d) En las quejas por retardo de justicia o por 
impugnación denegada;

e) En el control de la acusación;
f) En las impugnaciones interpuestas contra 

las decisiones de los jueces con funciones 
de ejecución;

g) En los casos del artículo 292 quáter.

En los casos de los incisos b), c), e), f) y g) del 
presente artículo, así como en las impugnaciones 
deducidas en procesos por delitos de acción pri-
vada, delitos reprimidos con pena no privativa de 
la libertad, en materia de suspensión del proceso 
a prueba y de procedimientos abreviados, el co-
nocimiento y decisión de las impugnaciones se 
hará de manera unipersonal.

Art. 9º – Incorpórase como artículo 53 bis del có-
digo aprobado por el artículo 1° de la ley 27.063 el 
siguiente:

Artículo 53 bis: Jueces de revisión con fun-
ciones de casación. Los jueces con funciones de 
casación serán competentes para conocer:

a) En la sustanciación y resolución de las 
impugnaciones interpuestas contra las 
decisiones judiciales adoptadas por los 
Tribunales Federales de Juicio de cada 
distrito y de los tribunales federales de 
juicio en lo penal económico, de acuerdo 
con las normas de este código;

b) En los confl ictos de competencia entre 
los tribunales federales de juicio de cada 
distrito y de los tribunales federales de 
juicio en lo penal económico;

c) En el procedimiento de excusación o re-
cusación de los jueces de los Tribunales 
Federales de Juicio de cada distrito y de 
los tribunales federales de juicio en lo pe-
nal económico;

d) En las quejas por retardo de justicia o 
por impugnación denegada interpuestas 
contra los tribunales federales de juicio 
de cada distrito y de los Tribunales Fe-
derales de Juicio en lo penal económico;

e) En la revisión de las sentencias conde-
natorias fi rmes en los términos fi jados 
por el artículo 318 y siguientes de este 
código.

En los casos de los incisos a), b), y c) del pre-
sente artículo, así como en las impugnaciones 
deducidas en procesos por delitos de acción pri-
vada, delitos reprimidos con pena no privativa de 
la libertad, en materia de suspensión del proceso 
a prueba y de procedimientos abreviados, el co-
nocimiento y decisión de las impugnaciones se 
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que se consideren lesionados y se encuen-
tren registradas conforme a la ley;

 c) Los pueblos originarios en los delitos 
que impliquen discriminación de alguno 
de sus miembros, genocidio o afecten de 
un modo directo sus derechos colectivos 
reconocidos constitucionalmente.

Art. 16. – Sustitúyese el artículo 88 del Código 
aprobado por el artículo 1º de la ley 27.063 por el si-
guiente:

Artículo 88: Funciones. El Ministerio Públi-
co Fiscal tiene a su cargo la investigación de los 
delitos y la promoción de la acción penal pública 
contra los autores y partícipes.

Le corresponde la carga de la prueba y debe 
probar en el juicio oral y público los hechos que 
fundamenten su acusación. Tiene la obligación 
de motivar sus requerimientos y resoluciones.

Todas las dependencias públicas estatales es-
tán obligadas a proporcionar colaboración pron-
ta, efi caz y completa a los requerimientos que 
formule el representante del Ministerio Público 
Fiscal en cumplimiento de sus funciones, bajo 
apercibimiento de incurrir en las responsabilida-
des previstas en la ley.

La distribución de las funciones de los miem-
bros del Ministerio Público Fiscal se realizará de 
conformidad a las normas que regulan su ejer-
cicio, procurando la especialización de la inves-
tigación y persecución penal mediante fi scalías 
temáticas.

Para el más adecuado cumplimiento de sus 
funciones, el Ministerio Público Fiscal de la 
Nación promoverá una amplia coordinación y 
actuación conjunta con los Ministerios Públicos 
Fiscales de las provincias y de la Ciudad Autóno-
ma de Buenos Aires, mediante la celebración de 
los respectivos convenios.

Art. 17. – Incorpórase como artículo 88 bis al có-
digo aprobado por el artículo 1º de la ley 27.063 el 
siguiente:

Artículo 88 bis: Principios de actuación. El 
representante del Ministerio Público Fiscal, en 
su actuación, debe regirse por los principios de 
objetividad y lealtad procesal.

Conforme al principio de objetividad, el re-
presentante del Ministerio Público Fiscal deberá 
investigar todas las circunstancias relevantes del 
hecho objeto del proceso y formular sus requeri-
mientos de conformidad con las pruebas de las 
que tomare conocimiento, incluso si ello redun-
dara en favor del imputado.

Conforme al principio de lealtad procesal, el 
representante del Ministerio Público Fiscal estará 
obligado a exhibir, tan pronto como sea posible, 
las pruebas que obren en su poder o estén bajo 

Art. 12. – Sustitúyese el artículo 78 del código 
aprobado por el artículo 1º de la ley 27.063 por el si-
guiente:

Artículo 78: Calidad de víctima. Este código 
considera víctima:

a) A la persona ofendida directamente por 
el delito;

b) Al cónyuge, conviviente, padres, hijos, 
hermanos, tutores o guardadores en los 
delitos cuyo resultado sea la muerte de la 
persona con la que tuvieren tal vínculo, o 
si el ofendido hubiere sufrido una afecta-
ción psíquica o física que le impida ejer-
cer sus derechos.

Art. 13. – Incorpóranse como incisos l), m) y n) del 
artículo 79 del Código aprobado por el artículo 1º de 
la ley 27.063 los siguientes:
 l) A que se adopten prontamente las medi-

das de coerción o cautelares que resulten 
procedentes para impedir que el delito 
continúe en ejecución o alcance conse-
cuencias ulteriores;

 m) A que le sean reintegrados los bienes sus-
traídos con la mayor urgencia;

 n) Cuando se tratare de persona mayor de 
setenta (70) años, mujer embarazada o 
enfermo grave, a cumplir el acto procesal 
en el lugar de su residencia; tal circunstan-
cia deberá ser comunicada a la autoridad 
competente con la debida anticipación.

Art. 14. – Sustitúyese el artículo 80 del código 
aprobado por el artículo 1º de la ley 27.063 por el si-
guiente:

Artículo 80: Asesoramiento técnico. Para el 
ejercicio de sus derechos, la víctima podrá de-
signar a un abogado de su confi anza. Si no lo 
hiciere se le informará que tiene derecho a ser 
asistida técnicamente y se la derivará a la ofi ci-
na de asistencia correspondiente, conforme lo 
dispuesto en la ley 27.372 o la que en el futuro 
la reemplace.

Art. 15. – Incorpórase como artículo 82 bis del Có-
digo aprobado por el artículo 1º de la ley 27.063 el 
siguiente:

Artículo 82 bis: Derecho a querellar. Además 
de las víctimas, podrán querellar:

 a) Los socios, respecto de los delitos que 
afecten a una sociedad, cometidos por 
quienes la dirijan, administren, gerencien 
o controlen;

 b) Las asociaciones o fundaciones, en casos 
de crímenes de lesa humanidad o de gra-
ves violaciones a los derechos humanos 
siempre que su objeto estatutario se vincule 
directamente con la defensa de los derechos 
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Art. 22. – Sustitúyese el artículo 117 del Código 

aprobado por el artículo 1º de la ley 27.063 por el si-
guiente:

Artículo 117: Investigaciones conjuntas y 
cooperación de Ministerios Públicos provincia-
les y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 
Si fuera necesario investigar hechos llevados a 
cabo en más de una jurisdicción, el representante 
del Ministerio Público Fiscal podrá coordinar la 
investigación con las autoridades de otras juris-
dicciones. A este efecto podrá formar equipos de 
investigación.

Cuando los hechos investigados correspon-
dan a una misma jurisdicción se podrán formar 
equipos de investigación que integren a fi scales 
federales con fi scales provinciales y de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires, de conformidad con 
los convenios que celebren al efecto.

Art. 23. – Incorpórase como artículo 117 bis del có-
digo aprobado por el artículo 1º de la ley 27.063 el 
siguiente:

Artículo 117 bis: Comunicación interjurisdic-
cional. Cuando el representante del Ministerio 
Público Fiscal deba llevar a cabo una medida que 
requiera autorización judicial previa, la solicitará 
al juez competente en el caso, quien podrá auto-
rizarla aun si aquélla debe llevarse a cabo en otra 
jurisdicción. Una vez diligenciada, el represen-
tante del Ministerio Público Fiscal deberá poner 
en conocimiento del juez federal del lugar la me-
dida practicada y los resultados obtenidos.

Art. 24. – Sustitúyese el artículo 128 del código 
aprobado por el artículo 1º de la ley 27.063 por el si-
guiente:

Artículo 128: Reglas sobre la prueba. La reco-
lección y admisibilidad de la prueba se ajustará a 
las siguientes reglas procesales:

a) La recolección de los elementos de prue-
ba estará a cargo del representante del 
Ministerio Público Fiscal, quien actuará 
bajo los principios de objetividad y leal-
tad procesal y deberá requerir orden judi-
cial previa sólo en los casos en que este 
código así lo establece;

b) Las demás partes podrán recolectar por 
sí las pruebas que consideren necesarias 
y sólo recurrirán al representante del Mi-
nisterio Público Fiscal si fuese necesaria 
su intervención. En caso de negativa in-
justifi cada podrán recurrir al órgano ju-
risdiccional competente para que así lo 
ordene. La prueba producida por la que-
rella se incorporará como anexo al legajo 
del Ministerio Público Fiscal cuando ésta 
lo solicite; la defensa tendrá su propio le-
gajo de prueba;

su control y que, a su juicio, indiquen o tiendan 
a indicar la inocencia del acusado, o a atenuar su 
culpabilidad, o que puedan afectar la credibilidad 
de las pruebas de cargo.

Art. 18. – Incorpórase como artículo 88 ter al có-
digo aprobado por el artículo 1º de la ley 27.063 el 
siguiente:

Artículo 88 ter: Diferimiento de medidas. Si las 
características de un caso de especial gravedad 
lo hiciesen necesario, el representante del Minis-
terio Público Fiscal, con autorización del fi scal 
superior, podrá disponer que se difi era cualquier 
medida de coerción o cautelar si presume que su 
ejecución inmediata puede comprometer el éxito 
de la investigación.

Si la demora pusiere en riesgo la vida o la inte-
gridad de las personas o amenazare con frustrar 
la localización de los imputados, el representante 
del Ministerio Público Fiscal procederá de inme-
diato a la ejecución de las medidas que hubiesen 
sido diferidas o suspendidas en los términos del 
párrafo anterior.

Art. 19. – Incorpórase como artículo 88 quáter del 
código aprobado por el artículo 1º de la ley 27.063 el 
siguiente:

Artículo 88 quáter: Actuación conjunta. Cuan-
do en razón de la complejidad del caso, su mag-
nitud, la especialidad de la materia, o las carac-
terísticas del territorio en el cual deba realizarse 
una investigación, la autoridad competente del 
Ministerio Público Fiscal disponga la asignación 
de fi scales coadyuvantes para que colaboren en 
el proceso, estos últimos podrán ejercer todas las 
facultades que este Código le otorga al represen-
tante del Ministerio Público Fiscal.

Art. 20. – Incorpórase como artículo 88 quinquies 
del Código aprobado por el artículo 1º de la ley 27.063 
el siguiente:

Artículo 88 quinquies: Auxiliares fi scales. Los 
auxiliares fi scales podrán realizar todos los actos 
autorizados por este código a los fi scales, a excep-
ción de la facultad de formular acusación contra el 
imputado y de adoptar decisiones que impliquen 
disponer de la acción penal en el proceso.

Art. 21. – Sustitúyese el artículo 89 del código 
aprobado por el artículo 1º de la ley 27.063 por el si-
guiente:

Artículo 89: Inhibición y recusación. El repre-
sentante del Ministerio Público Fiscal, el auxiliar 
fi scal y el asistente fi scal se inhibirán y podrán 
ser recusados si existe algún motivo serio y razo-
nable que afecte la objetividad en su desempeño.

La recusación y las cuestiones de inhibición 
serán resueltas por el juez ante el cual actúa el 
funcionario recusado o de cuya inhibición se trate.
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ésta hubiere alcanzado su objeto, deberá ser inte-
rrumpida inmediatamente.

Art. 26. – Sustitúyese el artículo 154 del código 
aprobado por el artículo 1º de la ley 27.063 por el si-
guiente:

Artículo 154: Declaración de los testigos 
durante la investigación preparatoria. Duran-
te la investigación preparatoria, los testigos 
estarán obligados a prestar declaración salvo 
las excepciones previstas en la ley. El repre-
sentante del Ministerio Público Fiscal deberá 
exigir a los testigos el juramento o promesa de 
decir verdad.

Para las declaraciones regirán las reglas del 
principio de desformalización, debiendo garan-
tizarse el contenido de las mismas.

El representante del Ministerio Público Fiscal 
hará saber a los testigos la obligación que tienen de 
comparecer y declarar durante la audiencia de jui-
cio oral, así como de comunicar cualquier cambio 
de domicilio o de morada hasta esa oportunidad.

Si resultare necesario preservar la seguridad de 
un testigo o la de sus allegados, el representante 
del Ministerio Público Fiscal podrá disponer que 
su identidad o su domicilio se mantengan reser-
vados y solicitar una o varias de las medidas de 
protección previstas en la legislación aplicable.

Art. 27. – Derógase el artículo 156 del código apro-
bado por el artículo 1º de la ley 27.063.

Art. 28. – Sustitúyese el artículo 171 del código 
aprobado por el artículo 1º de la ley 27.063 por el si-
guiente:

Artículo 171: Reconocimiento en rueda de 
personas. El juez podrá ordenar, a pedido de 
parte, que se practique el reconocimiento de una 
persona para identifi carla o establecer que quien 
la menciona o alude efectivamente la conoce o 
la ha visto.

Antes del reconocimiento, quien haya de prac-
ticarlo será interrogado para que describa a la 
persona de que se trata y para que diga si antes 
de ese acto la ha conocido o visto personalmente 
o en imagen.

La diligencia de reconocimiento se practicará 
enseguida del interrogatorio poniendo a la vista 
del que haya de verifi carlo, junto con otras dos 
(2) o más personas de condiciones exteriores se-
mejantes, a la que deba ser identifi cada o recono-
cida, quien elegirá colocación en la rueda.

En presencia de todas ellas, o desde donde no 
pueda ser visto, según el juez lo estime oportuno, 
el que deba practicar el reconocimiento manifes-
tará si se encuentra en la rueda la persona a la que 
haya hecho referencia, invitándoselo a que, en 
caso afi rmativo, la designe clara y precisamente 
y manifi este las diferencias y semejanzas que ob-

c) Los jueces no podrán de ofi cio incorporar 
prueba alguna;

d) Sólo se admitirán medios de prueba que 
guarden relación, directa o indirecta, con 
el objeto del proceso, sean útiles y per-
tinentes para la resolución del caso y no 
resulten manifi estamente sobreabundan-
tes; no podrá denegarse prueba si para su 
producción hubiere conformidad de las 
partes;

e) Si el hecho fuera admitido por todas 
las partes, el órgano jurisdiccional pue-
de prescindir de la prueba ofrecida, de-
clarándolo comprobado en el auto de 
apertura del juicio; durante la audiencia 
prevista en el artículo 246, el juez puede 
provocar el acuerdo entre las partes si es-
timara que, según las pruebas ofrecidas, 
se trata de un hecho notorio.

Art. 25. – Sustitúyese el artículo 143 del código 
aprobado por el artículo 1º de la ley 27.063 por el si-
guiente:

Artículo 143: Interceptación. Siempre que re-
sulte útil para la comprobación del delito, el juez 
podrá ordenar, a petición de parte, la intercepta-
ción y secuestro de la correspondencia postal, 
telegráfi ca, electrónica o cualquier otra forma de 
comunicación o de todo otro efecto remitido por 
el imputado o destinado a éste, aunque sea bajo 
nombre supuesto.

Se procederá de modo análogo al allanamiento.
La intervención de comunicaciones tendrá ca-

rácter excepcional y sólo podrá efectuarse por un 
plazo máximo de treinta (30) días, pudiendo ser 
renovada, expresando los motivos que justifi can 
la extensión del plazo conforme la naturaleza y 
circunstancias del hecho investigado.

La solicitud deberá indicar el plazo de dura-
ción que estime necesario según las circunstan-
cias del caso. El juez controlará la legalidad y 
razonabilidad del requerimiento y resolverá fun-
dadamente.

Rige para los magistrados, funcionarios, agen-
tes y empleados que tengan participación activa 
en la intervención y/o responsabilidad sobre los 
elementos probatorios, el deber de confi dencia-
lidad y secreto respecto de la información obte-
nida por estos medios. Quienes incumplan este 
deber incurrirán en responsabilidad penal.

Las empresas que brinden el servicio de co-
municación deberán posibilitar el cumplimiento 
inmediato de la diligencia, bajo apercibimiento 
de incurrir en responsabilidad penal.

Si los elementos de convicción tenidos en con-
sideración para ordenar la medida desaparecie-
ren, hubiere transcurrido su plazo de duración o 
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 g) Delitos previstos en el artículo 210, 210 

bis del Código Penal;
 h) Delitos previstos en el Libro Segundo, 

Título XIII del Código Penal.

Artículo 175 ter: Agente encubierto. Será 
considerado agente encubierto todo aquel fun-
cionario de las fuerzas de seguridad autorizado, 
altamente califi cado, que prestando su consen-
timiento y ocultando su identidad, se infi ltre o 
introduzca en las organizaciones criminales o 
asociaciones delictivas, con el fi n de identifi car o 
detener a los autores, partícipes o encubridores, 
de impedir la consumación de un delito, o para 
reunir información y elementos de prueba ne-
cesarios para la investigación, con autorización 
judicial.

Artículo 175 quáter: Agente encubierto. De-
signación. Dispuesta la actuación por el juez a 
pedido del representante del Ministerio Público 
Fiscal, su designación y la instrumentación nece-
saria para su protección estarán a cargo del Mi-
nisterio de Seguridad de la Nación, con control 
judicial.

Artículo 175 quinquies: Agente revelador. 
Será considerado agente revelador todo aquel 
agente de las fuerzas de seguridad o policiales 
designado con el fi n de simular interés y/o eje-
cutar el transporte, compra o consumo, para sí o 
para terceros de dinero, bienes, personas, servi-
cios, armas, estupefacientes o sustancias psico-
trópicas, o participar de cualquier otra actividad 
de un grupo criminal, con la fi nalidad de identi-
fi car a las personas implicadas en un delito, dete-
nerlas, incautar los bienes, liberar a las víctimas 
o de recolectar material probatorio que sirva para 
el esclarecimiento de los hechos ilícitos. En tal 
sentido, el accionar del agente revelador no es de 
ejecución continuada ni se perpetúa en el tiempo, 
por lo tanto, no está destinado a infi ltrarse dentro 
de las organizaciones criminales como parte de 
ellas.

Artículo 175 sexies: Agente revelador. Desig-
nación. El juez, a pedido del representante del 
Ministerio Público Fiscal, podrá disponer que 
agentes de las fuerzas policiales y de seguridad 
en actividad lleven a cabo las tareas necesarias 
a fi n de revelar alguna de las conductas previstas 
en el artículo anterior, actuando como agentes 
reveladores.

A tal efecto, el órgano judicial tendrá a su car-
go la designación del agente revelador y la ins-
trumentación necesaria para su actuación.

Artículo 175 septies: Responsabilidad penal. 
No serán punibles el agente encubierto o el agen-
te revelador que, como consecuencia necesaria 
del desarrollo de la actuación encomendada, se 
hubiesen visto compelidos a incurrir en un delito, 

servare entre su estado actual y el que presentaba 
en la época a que se refi ere su declaración. La 
diligencia se hará constar en acta, donde se con-
signarán todas las circunstancias útiles, inclusive 
el nombre, el domicilio y fotografías de los que 
hubieren formado la rueda.

El declarante prestará promesa o juramento de 
decir verdad.

Art. 29. – Sustitúyese el artículo 172 del Código 
aprobado por el artículo 1º de la ley 27.063 por el si-
guiente:

Artículo 172: Recaudos. La realización de re-
conocimientos se hará con comunicación previa 
a las partes.

La falta de comparecencia del defensor particu-
lar el día y la hora fi jadas no impedirá la realiza-
ción del reconocimiento, en cuyo caso se deberá 
dar intervención al defensor ofi cial en turno para 
que se haga presente en el lugar, exclusivamente 
a fi n de resguardar el derecho de defensa del im-
putado durante la diligencia, salvo que el defensor 
particular hubiera solicitado con antelación una 
prórroga del reconocimiento.

Los reconocimientos procederán aun sin con-
sentimiento del imputado y se deberán tomar los 
recaudos para que el mismo no se desfi gure.

Art. 30. – Incorpórase como Título VI del Libro 
Cuarto de la Primera Parte del Código aprobado por el 
artículo 1º de la ley 27.063 el siguiente:

TÍTULO VI

Técnicas especiales de investigación
Artículo 175 bis –  Procedencia. Las técnicas y 

medidas especiales de investigación contempla-
das en este título sólo podrán ser solicitadas por 
el representante del Ministerio Público Fiscal, y 
serán procedentes sólo en los siguientes casos:

 a) Delitos de producción, tráfi co, transporte, 
siembra, almacenamiento y comerciali-
zación de estupefacientes, precursores 
químicos o materias primas para su pro-
ducción o fabricación previstos en la ley 
23.737 o la que en el futuro la reemplace, 
y la organización y fi nanciación de dichos 
delitos;

 b) Delitos previstos en la sección XII, título 
I del Código Aduanero;

 c) Todos los casos en que sea aplicable el 
artículo 41 quinquies del Código Penal;

 d) Delitos previstos en los artículos 142 bis, 
142 ter, y 170 del Código Penal;

 e) Delitos previstos en los artículos 145 bis 
y ter del Código Penal;

 f) Delitos previstos en los artículos 189 bis, 
párrafos 1, 3 y 5 del Código Penal;
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De ser necesario, deberán adoptarse las medi-
das de protección adecuadas para salvaguardar 
la vida y la integridad física del informante y su 
familia.

Artículo 175 terdecies: Entrega vigilada. El 
juez, a pedido del representante del Ministerio 
Público Fiscal, en audiencia unilateral, podrá au-
torizar que se postergue la detención de personas 
o el secuestro de bienes cuando estime que la eje-
cución inmediata de dichas medidas puede com-
prometer el éxito de la investigación preparatoria.

Si el fi scal lo solicita, el juez podrá incluso 
suspender la interceptación en territorio argenti-
no de una remesa ilícita y permitir que entren, 
circulen o salgan del territorio nacional, sin in-
terferencia de la autoridad competente y bajo 
su control y vigilancia, con el fi n de identifi car 
a los partícipes, reunir información y elementos 
de convicción necesarios para la investigación, 
siempre y cuando se tuviere la seguridad de que 
será vigilada por las autoridades judiciales del 
país de destino. Esta medida deberá disponerse 
por resolución fundada.

Artículo 175 quaterdecies: El representante 
del Ministerio Público Fiscal podrá, en cualquier 
momento, solicitar al juez la suspensión de la 
entrega vigilada y ordenar la detención de los 
partícipes y el secuestro de los elementos vin-
culados al delito, si las diligencias pusieren en 
peligro la vida o integridad de las personas o la 
aprehensión posterior de los partícipes del delito. 
Sin perjuicio de lo anterior, si surgiere tal peligro 
durante las diligencias, los funcionarios públicos 
encargados de la entrega vigilada aplicarán las 
normas de detención establecidas para el caso de 
fl agrancia.

Art. 31. – Incorpórase como Título VII del Libro 
Cuarto de la Primera Parte del Código aprobado por el 
artículo 1º de la ley 27.063 el siguiente:

TÍTULO VII

Acuerdos de colaboración

Artículo 175 quinquiesdecies: Acuerdo de co-
laboración. El representante del Ministerio Pú-
blico Fiscal podrá celebrar acuerdos de colabora-
ción respecto de los delitos y en los términos es-
tablecidos en el artículo 41 ter del Código Penal.

Artículo 175 sexiesdecies: Negociación preli-
minar. Si no se lograra el acuerdo de colabora-
ción, no podrá valorarse en perjuicio del imputa-
do la información que éste hubiere suministrado 
durante las tratativas preliminares.

Artículo 175 septiesdecies: Presupuestos de 
admisibilidad. Oportunidad. El acuerdo con el 
imputado previsto por el artículo 41 ter del Códi-
go Penal deberá realizarse antes de la audiencia 
de control de la acusación.

siempre que éste no implique poner en peligro 
cierto la vida o la integridad psíquica o física de 
una persona o la imposición de un grave sufri-
miento físico o moral a otro.

Artículo 175 octies: Reserva de identidad. 
Cuando el agente encubierto o el agente revela-
dor hubiesen resultado imputados en un proceso, 
harán saber confi dencialmente su carácter al fi s-
cal interviniente, quien de manera reservada re-
cabará la información que le permita corroborar 
tal situación. Si fuere de aplicación lo dispuesto 
en el artículo anterior, la cuestión se resolverá sin 
develar la verdadera identidad del imputado.

Artículo 175 novies: Información obtenida. La 
información que el agente encubierto o el agente 
revelador obtengan será puesta inmediatamente 
en conocimiento del representante del Ministerio 
Público Fiscal interviniente, en la forma que re-
sultare más conveniente para posibilitar el cum-
plimiento de su tarea y evitar la revelación de su 
función e identidad.

Artículo 175 decies: Convocatoria a prestar 
declaración. El agente encubierto y el agente 
revelador serán convocados al juicio únicamen-
te cuando su testimonio resultare absolutamente 
imprescindible. Cuando la declaración signifi -
care un riesgo para su integridad o la de otras 
personas, o cuando frustrare una intervención 
ulterior, se emplearán los recursos técnicos ne-
cesarios para impedir que pueda identifi carse 
al declarante por su voz o su rostro. La declara-
ción prestada en estas condiciones no constituirá 
prueba dirimente para la condena del acusado, y 
deberá valorarse con especial cautela por el órga-
no judicial interviniente.

Artículo 175 undecies: Informante. Tendrá 
carácter de informante aquella persona que, bajo 
reserva de identidad y a cambio de un benefi cio 
económico, aporte a las fuerzas de seguridad, 
policiales u otros organismos encargados de la 
investigación de hechos ilícitos, datos, informes, 
testimonios, documentación o cualquier otro ele-
mento o referencia pertinente y útil que permita 
iniciar o guiar la investigación para la detección 
de individuos u organizaciones dedicados a la 
planifi cación, preparación, comisión, apoyo o 
fi nanciamiento de los delitos enunciados en este 
Título.

Artículo 175 duodecies: Carácter de infor-
mante. El informante no será considerado agente 
del Estado. Debe ser notifi cado de que colabo-
rará en la investigación en ese carácter y se le 
garantizará que su identidad será mantenida en 
estricta reserva.

No será admisible la información aportada por 
el informante si éste vulnera la prohibición de 
denunciar establecida en el artículo 205 de este 
Código.
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para su homologación ante el juez, conforme lo 
establecido en el artículo siguiente.

Artículo 175 duovicies: Homologación del 
acuerdo de colaboración. El juez que interven-
ga en la homologación aprobará o rechazará el 
acuerdo presentado en una audiencia convocada 
al efecto con la presencia del imputado, su de-
fensor y el fi scal. El juez escuchará a las partes 
y se asegurará de que el imputado tenga debido 
conocimiento de los alcances y las consecuencias 
del acuerdo suscrito.

El juez aprobará el acuerdo si el imputado 
hubiera actuado voluntariamente y se hubieran 
cumplido los demás requisitos previstos en el ar-
tículo 41 ter del Código Penal.

El rechazo judicial del acuerdo será impugna-
ble por ambas partes. Si la homologación fuera 
rechazada fi nalmente, las actuaciones deberán 
quedar reservadas y las manifestaciones efectua-
das por el imputado no podrán valorarse en su 
contra ni en perjuicio de terceros.

Artículo 175 tervicies: Incorporación del 
acuerdo al proceso. En caso de ser aceptado, 
el acuerdo será incorporado al proceso y la eje-
cución del benefi cio se diferirá al momento del 
dictado de la sentencia de condena por el órgano 
judicial interviniente.

Artículo 175 quatervicies: Valoración del 
acuerdo en la etapa preparatoria. El juez debe-
rá valorar preliminarmente el acuerdo arribado y 
la información brindada a los fi nes de dictar las 
medidas cautelares del proceso respecto de las 
personas involucradas por el imputado.

Artículo 175 quinquiesvicies: Corroboración. 
Dentro de un plazo no superior a un (1) año, el 
representante del Ministerio Público Fiscal debe-
rá corroborar el cumplimiento de las obligacio-
nes que el imputado hubiera asumido en el mar-
co del acuerdo, especialmente la verosimilitud 
y utilidad, total o parcial, de la información que 
hubiera proporcionado.

Durante ese lapso se suspenderán los plazos de 
prescripción de la acción penal.

Artículo 175 sexiesvicies: Actos de colabora-
ción. Registro. Las manifestaciones que el impu-
tado efectuare en el marco del acuerdo de cola-
boración deberán registrarse mediante cualquier 
medio técnico idóneo que garantice su posterior 
evaluación.

Artículo 175 septiesvicies: Criterios para apli-
car los benefi cios. Para otorgar los benefi cios es-
tablecidos en el artículo 41 ter del Código Penal, 
deberá considerarse:

a) El tipo y el alcance de la información 
brindada;

b) La utilidad de la información aportada 
para alcanzar las fi nalidades previstas;

La información objeto del acuerdo deberá re-
ferirse únicamente a los hechos ilícitos de los que 
haya sido partícipe y a sujetos cuya responsabi-
lidad penal sea igual o mayor a la del imputado.

No podrán celebrar acuerdos de colaboración 
los funcionarios que hayan ejercido o estén ejer-
ciendo cargos susceptibles del proceso de juicio 
político de acuerdo a lo establecido por la Cons-
titución Nacional.

Los acuerdos previstos en este Título y sus be-
nefi cios no serán aplicables en procesos en los 
que se investiguen delitos de lesa humanidad.

Artículo 175 octiesdecies: Cuando la reduc-
ción de la escala penal prevista por el artículo 41 
ter del Código Penal aparezca como probable, 
podrá ser considerada a los fi nes del cese de las 
medidas de coerción privativas de la libertad, de 
acuerdo a las normas procesales comunes.

Artículo 175 noviesdecies: Requisitos forma-
les y contenido del acuerdo. El acuerdo de cola-
boración se celebrará por escrito, y deberá con-
signar con claridad y precisión lo siguiente:

a) La determinación de los hechos atribui-
dos, el grado de participación que acepta 
el imputado y las pruebas en las que se 
funda la imputación;

b) El tipo de información a proporcio-
nar por el imputado: nombre de otros 
coautores o partícipes; precisiones de 
tiempo, modo y lugar de los hechos por 
los cuales se brindare colaboración; te-
léfonos u otros datos de comunicación 
con coautores o partícipes; cuentas 
bancarias u otra información fi nanciera 
e identifi cación de sociedades u otras 
entidades utilizadas para colocar, di-
simular o transferir los fondos ilícitos 
utilizados o el producto o provecho del 
delito; toda otra documentación o cual-
quier otro dato que se reputare valioso 
para el avance de la investigación o el 
esclarecimiento de los hechos por los 
que se brindare la colaboración;

c) El benefi cio que se otorgará por la cola-
boración prestada por el imputado.

Artículo 175 vicies: Procedimiento del acuer-
do de colaboración. El acuerdo de colaboración 
se celebrará entre el representante del Ministerio 
Público Fiscal y las personas que brindaren in-
formación en los términos del artículo 41 ter del 
Código Penal. En todos los casos, el imputado 
deberá contar con la asistencia de su defensor.

Artículo 175 unvicies: Acuerdo de colabo-
ración celebrado con el fi scal. Al celebrarse el 
acuerdo entre el representante del Ministerio Pú-
blico Fiscal y el imputado, éste será presentado 



24 CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA NACIÓN Reunión 18ª

Art. 33. – Sustitúyese el artículo 188 del código 
aprobado por el artículo 1º de la ley 27.063 por el si-
guiente:

Artículo 188: Peligro de fuga. Para decidir 
acerca del peligro de fuga se deberán tener en 
cuenta, entre otras, las siguientes pautas:

a) Arraigo, determinado por el domicilio, 
residencia habitual, asiento de la familia 
y de sus negocios o trabajo, y las facilida-
des para abandonar el país o permanecer 
oculto;

b) Las circunstancias y naturaleza del he-
cho, la pena que se espera como resulta-
do del procedimiento, la imposibilidad de 
condenación condicional, la constatación 
de detenciones previas, y la posibilidad 
de declaración de reincidencia por delitos 
dolosos.

c) El comportamiento del imputado durante 
el procedimiento en cuestión, otro ante-
rior o que se encuentre en trámite; en par-
ticular, si incurrió en rebeldía o si ocultó 
o proporcionó falsa información sobre 
su identidad o domicilio, en la medida 
en que cualquiera de estas circunstancias 
permitan presumir que no se someterá a 
la persecución penal.

Art. 34. – Sustitúyese el artículo 189 del Código 
aprobado por el artículo 1º de la ley 27.063 por el si-
guiente:

Artículo 189: Peligro de entorpecimiento. 
Para decidir acerca del peligro de entorpecimien-
to para la averiguación de la verdad, se deberá 
tener en cuenta la existencia de indicios que jus-
tifi quen la grave sospecha de que el imputado:

a) Destruirá, modifi cará, ocultará, suprimirá 
o falsifi cará elementos de prueba;

b) Intentará asegurar el provecho del delito 
o la continuidad de su ejecución;

c) Hostigará o amenazará a la víctima o a 
testigos;

d) Infl uirá para que testigos o peritos infor-
men falsamente o se comporten de mane-
ra desleal o reticente;

e) Inducirá o determinará a otros a realizar 
tales comportamientos, aunque no los 
realizaren.

Art. 35. – Sustitúyese el artículo 214 del Código 
aprobado por el artículo 1º de la ley 27.063 por el si-
guiente:

Artículo 214: Investigación preliminar de ofi -
cio. Si el representante del Ministerio Público 
Fiscal tuviere indicios de la posible comisión de 
un delito de acción pública, promoverá la inves-

c) El momento procesal en el que el imputa-
do brinda la colaboración;

d) La gravedad de los delitos que el imputa-
do ha contribuido a esclarecer o impedir;

e) La gravedad de los hechos que se le atri-
buyen y la responsabilidad que le corres-
ponde por ellos.

Se benefi ciará especialmente a quien se arre-
pintiere en primer término.

Artículo 175 octesvicies: Sentencia. El órga-
no judicial no podrá dictar sentencia condenato-
ria fundada únicamente en las manifestaciones 
efectuadas por el imputado. Para la asignación 
de responsabilidad penal sobre la base de estos 
elementos, el órgano judicial deberá indicar de 
manera precisa y fundada la correlación existente 
entre tales manifestaciones y las restantes prue-
bas que dan sustento a la condena. La materiali-
dad de un hecho delictivo no podrá probarse úni-
camente sobre la base de dichas manifestaciones.

Art. 32. – Sustitúyese el artículo 183 del código 
aprobado por el artículo 1º de la ley 27.063 por el si-
guiente:

Artículo 183: Aprehensión sin orden judicial. 
No podrá aprehenderse a ninguna persona sin or-
den judicial, salvo en los siguientes casos:

a) Si hubiera sido sorprendida en fl agrante 
delito;

b) Si se hubiese fugado de algún estableci-
miento penal o de cualquier otro lugar de 
detención.

En caso de fl agrancia, cualquier persona podrá 
practicar la aprehensión con la fi nalidad de impe-
dir que el delito produzca consecuencias. La per-
sona aprehendida será entregada inmediatamente 
a la autoridad más cercana.

La autoridad que haya aprehendido a alguna per-
sona lo deberá comunicar inmediatamente al juez y 
al representante del Ministerio Público Fiscal.

Si el representante del Ministerio Público Fis-
cal estimare que debe mantenerse la medida, de-
berá dar inmediata noticia al juez. Si en el plazo 
de setenta y dos (72) horas no se resolviera la 
aplicación de una medida de coerción privativa 
de libertad, el juez deberá ordenar la libertad. El 
representante del Ministerio Público Fiscal po-
drá, en forma excepcional y por única vez, solici-
tar en la audiencia prevista en el artículo 225, una 
prórroga del plazo de detención por razones fun-
dadas en complejidad probatoria, que en ningún 
caso podrá exceder de setenta y dos (72) horas.

Lo dispuesto en el párrafo anterior no será de 
aplicación cuando se hubiese dado al caso el trámi-
te previsto en el Título III del libro II de este código.
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d) Proponer reparación, conciliación, la sus-

pensión del juicio a prueba o la aplica-
ción de procedimiento abreviado;

e) Solicitar que se unifi quen los hechos ob-
jeto de las acusaciones cuando la diversi-
dad de enfoques o circunstancias perjudi-
quen la defensa;

f) Plantear la unión o separación de juicios;
g) Contestar la demanda civil.

Resueltas las cuestiones preliminares, cada 
parte ofrecerá su prueba para las dos etapas del 
juicio y formulará las solicitudes, observaciones 
e instancias que estimare relevantes con relación 
a las peticiones realizadas y las pruebas ofrecidas 
por los demás intervinientes.

Las partes podrán solicitar al juez que tenga por 
acreditados ciertos hechos, que no podrán ser dis-
cutidos en el juicio.

El juez evitará que en la audiencia se discutan 
cuestiones que son propias del juicio oral y resol-
verá exclusivamente con la prueba que presenta-
ren las partes.

Si las partes considerasen que para resolver 
alguno de los aspectos propios de la audiencia 
de control es necesario producir prueba, tendrán 
a cargo su producción. De ser necesario, podrán 
requerir el auxilio judicial.

El juez resolverá fundadamente todas las cues-
tiones, en el orden que fueran planteadas.

Art. 38. – Sustitúyese el artículo 264 del Código 
aprobado por el artículo 1º de la ley 27.063 por el si-
guiente:

Artículo 264: Interrogatorio. Los testigos y 
peritos, luego de prestar juramento o promesa 
de decir verdad y haber sido instruidos sobre 
las prescripciones legales previstas para el falso 
testimonio, serán interrogados por las partes, co-
menzando por aquella que ofreció la prueba.

No se podrá autorizar un nuevo interrogatorio 
después del contraexamen, salvo si fuera indis-
pensable por considerar información novedosa 
que no hubiera sido consultada en el examen di-
recto.

En el examen directo no se admitirán pregun-
tas sugestivas o indicativas salvo que se autorice 
el tratamiento para el testigo hostil.

En el contraexamen las partes podrán confron-
tar al testigo o perito con sus propios dichos o 
con otras versiones.

En ningún caso se admitirán preguntas enga-
ñosas, repetitivas, ambiguas o destinadas a coac-
cionar al testigo o perito.

Las partes podrán objetar las preguntas in-
admisibles indicando el motivo. Los jueces harán 
lugar de inmediato al planteo si fuere manifi esto 

tigación preliminar para determinar las circuns-
tancias del hecho y sus responsables.

El inicio de la investigación preliminar debe-
rá ser notifi cado al fi scal superior y su duración 
no podrá exceder de sesenta (60) días. El fi scal 
superior podrá excepcionalmente prorrogar di-
cho plazo por uno adicional no mayor a sesenta 
(60) días.

Art. 36. – Sustitúyese el artículo 218 del Código 
aprobado por el artículo 1º de la ley 27.063 por el si-
guiente:

Artículo 218: Criterio de oportunidad. Si el 
representante del Ministerio Público Fiscal, de 
ofi cio o a petición de parte, estimase que proce-
de la aplicación de un criterio de oportunidad, 
declarará que prescinde de la persecución penal 
pública. Comunicará a la defensa e informará a la 
víctima de las facultades previstas en el artículo 
219 de este Código.

Si existieran nuevas circunstancias que tor-
naran procedente la aplicación de algún criterio 
de oportunidad, el imputado o su defensor po-
drán reiterar la solicitud de aplicación de este 
criterio.

En los supuestos en los que no haya víctimas 
identifi cadas en la causa, el archivo, desestima-
ción o criterio de oportunidad deberá ser confi r-
mado dentro de los cinco (5) días por el fi scal 
superior. En caso de no confi rmarlo dispondrá la 
continuidad de la investigación.

Art. 37. – Sustitúyese el artículo 246 del Código 
aprobado por el artículo 1º de la ley 27.063 por el si-
guiente:

Artículo 246: Audiencia de control de la acu-
sación. Desarrollo. Vencido el plazo del artículo 
244, la ofi cina judicial convocará a las partes y a 
la víctima, si correspondiere su intervención, a 
una audiencia a celebrarse dentro de los diez (10) 
días siguientes.

En caso de que el juez de revisión al que le 
corresponda intervenir en esta audiencia tenga el 
asiento de su despacho en un lugar distinto al del 
Juzgado de Garantías que intervino en el proceso, 
esta audiencia podrá realizarse de forma remota 
y por medios audiovisuales. La parte que opte 
por participar en la audiencia de manera presen-
cial tendrá la facultad de concurrir a la sede de la 
ofi cina del juez de revisión interviniente.

Como cuestión preliminar, el acusado y su de-
fensa podrán:

a) Objetar la acusación o la demanda civil, 
señalando defectos formales;

b) Oponer excepciones;
c) Instar el sobreseimiento;
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putado que no estuviere en prisión preventiva el 
Tribunal de Juicio deberá adoptar una o varias de 
las medidas de coerción previstas en el artículo 
177 de este Código a los fi nes de asegurar el 
cumplimiento de la condena.

Durante la instancia de impugnación las partes 
podrán solicitar al tribunal de revisión la modifi -
cación de las medidas de coerción que se le ha-
yan impuesto al imputado.

Art. 42. – Sustitúyese la denominación del Título 
I del Libro Segundo de la segunda parte del código 
aprobado por el artículo 1º de la ley 27.063 por la si-
guiente: “Procesos de acción privada”.

Art. 43. – Sustitúyese el artículo 288 del Código 
aprobado por el artículo 1º de la ley 27.063 por el si-
guiente:

Artículo 288: Presupuestos y oportunidad del 
acuerdo pleno. Se aplicará a los hechos respecto 
de los cuales el representante del Ministerio Pú-
blico Fiscal estimare sufi ciente la imposición de 
una pena privativa de la libertad inferior a seis 
(6) años.

A tal fi n el representante del Ministerio Pú-
blico Fiscal deberá presentar una acusación que 
cumpla con los requisitos del artículo 241 de este 
código, incluyendo la solicitud concreta de pena. 
Si solicitare menos de la mitad de la pena pre-
vista para el caso, deberá requerir el acuerdo del 
fi scal superior.

Será necesario que el imputado acepte de for-
ma expresa los hechos materia de la acusación, 
su participación en ellos, los antecedentes pro-
batorios en que se funda la acusación, la tipifi ca-
ción legal de los hechos y la pena requerida por 
el fi scal.

La existencia de varios imputados en un mis-
mo proceso no impedirá la aplicación de las re-
glas de los procedimientos abreviados a alguno 
de ellos.

En los supuestos no previstos en este título, se 
aplicarán las disposiciones que regulan el proce-
dimiento común.

Se podrá acordar el trámite de acuerdo pleno 
desde la formalización de la investigación prepa-
ratoria y hasta la fi jación de fecha de audiencia 
de debate.

Art. 44. – Sustitúyese el artículo 289 del código 
aprobado por el artículo 1º de la ley 27.063 por el si-
guiente:

Artículo 289: Audiencia. Las partes explicarán 
al juez el alcance del acuerdo y los elementos 
probatorios reunidos o acordados que demues-
tren las circunstancias del hecho imputado. El 
juez podrá interrogar a las partes sobre los ex-
tremos del acuerdo y la información colectada o 
acordada.

el exceso o decidirán luego de la réplica de la 
contraparte.

Los jueces no podrán formular preguntas di-
rectas. Sólo podrán pedir aclaraciones cuando 
no hayan comprendido lo expresado por el de-
clarante.

Los testigos y peritos que, por algún motivo 
grave y difícil de superar, no pudieren compa-
recer a declarar a la audiencia del juicio, podrán 
hacerlo a través de videoconferencia o a través 
de cualquier otro medio tecnológico apto para su 
examen y contraexamen.

Art. 39. – Incorpórase como artículo 264 bis al Có-
digo aprobado por el artículo 1º de la ley 27.063 el 
siguiente:

Artículo 264 bis: Declaración bajo reserva de 
identidad. Si la declaración testimonial pudiera 
signifi car un riesgo cierto y grave para la inte-
gridad del declarante o de sus allegados, el juez 
o el tribunal, a requerimiento del representante 
del Ministerio Público Fiscal, podrán excepcio-
nalmente disponer que se mantenga la reserva de 
identidad del declarante y se empleen los recur-
sos técnicos necesarios para impedir que pueda 
ser identifi cado por su voz o su rostro.

La declaración prestada en estas condiciones 
deberá ser valorada con especial cautela.

Art. 40. – Sustitúyese el artículo 274 del Código 
aprobado por el artículo 1º de la ley 27.063 por el si-
guiente:

Artículo 274: Alcance de la sentencia. La sen-
tencia absolutoria fi jará las costas, decidirá sobre 
la restitución de los objetos afectados al procedi-
miento que no estén sujetos a comiso y resolverá 
lo relativo a las medidas de coerción de confor-
midad con el artículo 274 bis.

Si la sentencia fuese condenatoria fi jará, ade-
más, las penas que correspondan y lo atinente al 
comiso.

En caso de que la acción civil haya sido ejerci-
da, la sentencia absolutoria o condenatoria consi-
derará su procedencia, establecerá la reparación 
de los daños y perjuicios causados o la indem-
nización.

Art. 41. – Incorpórase como artículo 274 bis al Có-
digo aprobado por el artículo 1º de la ley 27.063 el 
siguiente:

Artículo 274 bis: Efectos de la sentencia so-
bre las medidas de coerción. La absolución del 
imputado que estuviera en prisión preventiva 
implicará su inmediata libertad y el cese de las 
restantes medidas de coerción que se le hubieren 
dispuesto.

Cuando recayere condena a una pena de pri-
sión de cumplimiento efectivo respecto de un im-
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Al término de la audiencia, el juez dictará el 

auto de apertura de juicio. En lo demás, se apli-
carán las normas comunes.

El acuerdo de juicio directo procederá para to-
dos los delitos.

Art. 47. – Sustitúyese el título III del libro segun-
do de la segunda parte del código aprobado por el ar-
tículo 1º de la ley 27.063, denominado “Procedimien-
to en fl agrancia”, por el siguiente:

TÍTULO III

Procedimiento en fl agrancia

Artículo 292 bis: El procedimiento para casos 
de fl agrancia que se establece en este título es de 
aplicación a todos los hechos dolosos en los que 
se verifi casen las circunstancias del artículo 184 
y cuya pena máxima no supere los quince (15) 
años de prisión o veinte (20) años de prisión, en 
los supuestos del artículo 119, cuarto párrafo, y 
del artículo 166, penúltimo párrafo, del Código 
Penal de la Nación o, tratándose de un concurso 
de delitos, ninguno de ellos supere dicho monto.

Las decisiones jurisdiccionales a las que se re-
fi ere el presente título se adoptarán en forma oral 
en audiencia pública y contradictoria, respetán-
dose los principios de inmediación, bilateralidad, 
continuidad y concentración.

Las resoluciones se notifi carán oralmente en 
la misma audiencia y las impugnaciones se inter-
pondrán y concederán del mismo modo.

Se labrará un acta sucinta de la audiencia, la 
que será grabada en forma total mediante soporte 
de audio y, en la medida de las posibilidades del 
tribunal, video.

Las disposiciones previstas en el presente títu-
lo no se aplicarán cuando el o los hechos de que 
se trate tuvieran lugar en ocasión del ejercicio de 
derechos humanos y/o sociales, o de cualquier 
otro derecho constitucional. Si con motivo u oca-
sión de la protesta social se cometieren delitos 
comunes en fl agrancia, podrán ser sometidos a 
las disposiciones del presente título.

Artículo 292 ter: Al momento de tomar cono-
cimiento de la aprehensión, el representante del 
Ministerio Público Fiscal deberá declarar, de co-
rresponder, el caso como fl agrante, sometiéndolo 
al trámite establecido bajo este título.

El detenido será trasladado ante el juez a fi n 
de participar de una audiencia oral inicial de 
fl agrancia que deberá llevarse a cabo dentro de 
las veinticuatro (24) horas desde la detención, 
prorrogable por otras veinticuatro (24) horas, 
cuando no hubiere podido realizarse por motivos 
de organización del tribunal, del fi scal o de la 
defensa, o cuando el imputado lo solicitare para 
designar un defensor particular.

El querellante sólo podrá oponerse si sostu-
viera una califi cación jurídica o una responsabi-
lidad penal diferente a la de la acusación fi scal, 
y, como consecuencia de ello, la pena aplicable 
excediera el límite establecido en el artículo 288 
de este código.

El juez, previo a resolver, deberá asegurarse 
de que el imputado preste su conformidad en for-
ma libre y voluntaria y entienda los términos del 
acuerdo, sus consecuencias y su derecho a exigir 
un juicio oral.

Art. 45. – Sustitúyese el artículo 290 del código 
aprobado por el artículo 1º de la ley 27.063 por el si-
guiente:

Artículo 290: Sentencia. En la misma audien-
cia, el juez dictará sentencia de condena o absolu-
ción que contendrá, de modo sucinto, los requisi-
tos previstos en este código.

En caso de sentencia condenatoria, ésta no po-
drá fundarse exclusivamente sobre la base de la 
aceptación de los hechos por parte del acusado. 
La pena que imponga no podrá superar la acor-
dada por las partes ni modifi car su forma de eje-
cución, sin perjuicio de la aplicación de una pena 
menor.

El juez dictará sentencia absolutoria si los re-
conocimientos efectuados por el acusado resulta-
ren inconsistentes con las pruebas sobre las que 
se basa la acusación.

Si el juez estimara que el acuerdo no cumple 
con los requisitos legales, declarará su inadmi-
sibilidad.

La admisión de los hechos por parte del im-
putado no podrá ser considerada como reconoci-
miento de culpabilidad.

La acción civil será resuelta cuando existiera 
acuerdo de partes; de no ser así, se podrá deducir 
en sede civil.

Art. 46. – Sustitúyese el artículo 292 del código 
aprobado por el artículo 1º de la ley 27.063 por el si-
guiente:

Artículo 292: Acuerdo de juicio directo. En la 
audiencia de formalización de la investigación 
preparatoria, las partes podrán acordar la realiza-
ción directa del juicio.

La solicitud contendrá la descripción del he-
cho por el cual el representante del Ministerio 
Público Fiscal o el querellante acusan y el ofreci-
miento de prueba de las partes.

En la misma audiencia, el querellante podrá 
adherir a la acusación del representante del Mi-
nisterio Público Fiscal o acusar independiente-
mente e indicar las pruebas para el juicio.

La acusación y la defensa se fundamentarán 
directamente en el juicio.
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tención u otorgar la libertad al imputado, respec-
tivamente.

Para los casos en que fuera indispensable para 
el correcto ejercicio del derecho de defensa, el 
plazo de producción de prueba para el imputado 
detenido podrá extenderse por veinte (20) días.

La audiencia de clausura deberá ser fi jada en 
este mismo acto teniendo en cuenta el plazo esta-
blecido en el párrafo anterior.

Las demás partes podrán solicitar en la audien-
cia inicial la realización por el fi scal de aquellas 
medidas probatorias que requieran la interven-
ción de este último, quien deberá disponerlas o 
rechazarlas en el mismo acto. En caso de negati-
va injustifi cada, podrán recurrir en ese momento 
al órgano jurisdiccional para que las ordene en 
los términos del artículo 128, inciso b), de este 
código.

La defensa podrá solicitar la declaración del 
imputado, en cuyo caso se lo invitará a manifes-
tar cuanto tenga por conveniente, y podrá ser in-
terrogado por las partes.

Rigen las reglas previstas para la declaración 
del imputado en el procedimiento ordinario en 
todo lo que no se contradigan con lo dispuesto 
en el presente título. Si el imputado solicitare la 
libertad deberá hacerlo en forma oral y el juez 
resolverá en la misma audiencia.

Todas las cuestiones introducidas en la audien-
cia oral inicial de fl agrancia deberán ser resueltas 
por el juez en forma oral, inmediata y de manera 
fundada.

La verifi cación de un caso de conexidad con 
otro hecho que no tramitase bajo esta modalidad 
no impide la aplicación o continuación del pro-
cedimiento para casos de fl agrancia, siempre y 
cuando sea posible la investigación separada de 
los hechos. Caso contrario, deberá desistirse del 
juzgamiento bajo este régimen.

El secretario labrará acta sucinta de todo lo 
actuado.

Artículo 292 quinquies: Audiencia de clausu-
ra del procedimiento para casos de fl agrancia. 
El juez otorgará la palabra a la querella y al agen-
te fi scal a fi n de que soliciten el sobreseimien-
to o formulen acusación, a cuyo efecto deberán 
acompañar por escrito la descripción del hecho y 
su califi cación legal.

En tal oportunidad solicitarán el dictado de la 
prisión preventiva, si correpondiere. La defensa 
formulará sus oposiciones en forma oral en los 
términos del artículo 246.

Asimismo, en aquella oportunidad, cada parte 
deberá ofrecer por escrito sus pruebas para las 
dos etapas del debate.

El juez resolverá de conformidad con el artículo 
247 y en el mismo acto decidirá sobre el pedido de 

A dicha audiencia deberán asistir el represen-
tante del Ministerio Público Fiscal, el imputado 
y su defensor.

La víctima tiene derecho a asistir a todas las 
audiencias y deberá ser notifi cada de la reali-
zación de las mismas a fi n de ser escuchada y 
eventualmente ser tenida por parte querellante. 
La víctima, con el control de la defensa, podrá 
solicitar declarar sin la presencia del imputado.

En esta audiencia el juez deberá expedirse so-
bre la libertad o detención del imputado. La de-
cisión será notifi cada a las partes oralmente en la 
misma audiencia.

Artículo 292 quáter: Carácter multipropósito 
de la audiencia. Todas las audiencias, en el mar-
co del procedimiento establecido en el presente 
título, tienen carácter multipropósito, pudiendo 
someterse a decisión jurisdiccional cuestiones 
diferentes de las que pudieran haber motivado su 
designación.

Practicado por el juez el interrogatorio de iden-
tifi cación previsto en el artículo 65, el represen-
tante del Ministerio Público Fiscal informará al 
imputado el hecho que se le atribuye y las pruebas 
obrantes en su contra.

El imputado o su defensor podrán objetar fun-
dadamente la aplicabilidad del procedimiento 
para casos de fl agrancia cuando consideren que 
no se verifi can los presupuestos del artículo 184 
o que la complejidad de la investigación no hará 
posible la aplicación del procedimiento previsto 
en este título. Dichas objeciones deberán ser re-
sueltas por el juez en ese momento.

Esta decisión será impugnable y el recurso ten-
drá efecto suspensivo. La revisión será resuelta de 
manera unipersonal, conforme la reglamentación 
interna que se dicte al respecto, y dentro de los 
tres (3) días contados a partir de la fecha de reci-
bido el expediente por la instancia de revisión. La 
resolución tendrá carácter de defi nitiva y no será 
impugnable.

Luego de esta audiencia, el fi scal dispondrá la 
realización de todas las medidas necesarias a los 
efectos de la correcta identifi cación del imputa-
do, la constatación fehaciente de su domicilio, la 
certifi cación de sus antecedentes, la realización 
del informe ambiental, el examen mental pre-
visto en el artículo 66 del presente código, en 
caso de corresponder, y la realización de todas 
las pruebas que se estimen pertinentes para com-
pletar la investigación y que aún no se hubieren 
producido, a excepción de aquellas que requieran 
de la intervención jurisdiccional, las cuales debe-
rán ser solicitadas al juez en la misma audiencia 
de apertura. Dichas medidas deberán llevarse a 
cabo en un plazo máximo de diez (10) o veinte 
(20) días, si se hubiere resuelto mantener la de-
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partes, el juez podrá autorizar fundadamente la 
aplicación de los plazos previstos en este título.

La decisión que conceda la solicitud será im-
pugnable por las partes.

Art. 49. – Incorpórase el título V “Proceso penal 
juvenil”, el que quedará integrado por el artículo 296 
dentro del libro segundo de la segunda parte del códi-
go aprobado por el artículo 1º de la ley 27.063.

Art. 50. – Sustitúyese el artículo 296 del código 
aprobado por el artículo 1º de la ley 27.063 por el si-
guiente:

Artículo 296: Regla general. En los proce-
sos seguidos contra personas menores de edad 
las normas de este código serán de aplicación 
supletoria siempre que sean compatibles con 
los principios que emanan de la Convención 
sobre los Derechos del Niño, la Ley de Protec-
ción Integral de Derechos de Niñas, Niños y 
Adolescentes, 26.061, las Reglas Mínimas de 
las Naciones Unidas para la Administración 
de la Justicia de Menores –Reglas de Beijing–, 
las Reglas de las Naciones Unidas para la Pro-
tección de los Menores Privados de Liber-
tad y las Directrices de las Naciones Unidas 
para la Prevención de la Delincuencia Juvenil 
–Directrices de Riad–.

El proceso respetará los principios de culpabi-
lidad y de especialidad. La privación de libertad 
se utilizará como último recurso y por el menor 
tiempo posible y de conformidad con los límites 
fi jados en las normas enunciadas en el párrafo 
anterior. Se privilegiarán las medidas alternati-
vas al proceso.

Art. 51. – Incorpórese como título VI dentro del li-
bro segundo de la segunda parte del código aprobado 
por el artículo 1º de la ley 27.063 el siguiente:

TÍTULO VI

Procesos contra personas jurídicas

Artículo 296 bis: Reglas del proceso. El pro-
ceso contra las personas jurídicas se regirá por 
las disposiciones de este título y las demás reglas 
del proceso común, en la forma que le sean apli-
cables.

Las personas jurídicas tendrán los derechos y 
las obligaciones previstos para el imputado en 
este código, en todo cuanto les sean aplicables.

Artículo 296 ter: Representación y defensa. La 
persona jurídica será representada por su repre-
sentante legal o por cualquier persona con poder 
especial para el caso, otorgado con las formalida-
des que correspondan al tipo de entidad de que se 
trate, debiendo designar en cualquier caso abo-
gado defensor. El representante deberá informar 
el domicilio de la entidad y constituir domicilio 
procesal en la primera presentación. A partir de 

la prisión preventiva. Podrá diferir la lectura de los 
fundamentos hasta un plazo de tres (3) días.

Las impugnaciones que se hubieren presentado 
desde el inicio del proceso hasta la fi nalización de 
esta audiencia serán elevadas a la instancia de revi-
sión en forma conjunta en este acto, con excepción 
de aquellos planteos vinculados con la libertad del 
imputado.

La decisión relativa a la admisibilidad o no de 
la prueba ofrecida para el debate y el juicio de 
pena no serán susceptibles de impugnación.

Artículo 292 sexies: Desde la audiencia oral 
inicial de fl agrancia hasta la audiencia de clau-
sura inclusive, las partes podrán, bajo pena de 
caducidad, solicitar al juez la suspensión del 
proceso a prueba o la realización de un acuer-
do pleno. En esos casos, si mediara conformidad 
del fi scal y de la defensa, el juez deberá dictar 
un pronunciamiento al respecto en forma inme-
diata pudiéndose dar a conocer los fundamentos 
dentro de los tres (3) días posteriores. Si hubiera 
querellante, previo a la adopción de cualquiera 
de estas decisiones, se requerirá su opinión, la 
que no será vinculante.

Deberán introducirse, también en esta oportu-
nidad, los pedidos de nulidad y las excepciones 
que se consideren pertinentes, que serán resuel-
tos en la misma audiencia.

Artículo 292 septies: Constitución del tri-
bunal. Audiencia. Fijación de fecha de debate. 
Dentro de un término no superior a las cuarenta y 
ocho (48) horas de recibido el caso en el órgano 
de debate, se notifi cará a las partes la constitu-
ción del tribunal.

Si el imputado estuviese en prisión preventi-
va, se debatirá sobre la necesidad de su vigencia. 
Además, podrán introducirse las nulidades y ex-
cepciones que no hubieran sido planteadas con 
anterioridad.

Resueltas oralmente las incidencias, el tribunal 
fi jará la fecha de debate en un plazo que no podrá 
exceder de veinte (20) días desde la radicación.

En todos los casos sometidos al procedimiento 
para casos de fl agrancia cuya pena sea menor a 
quince (15) años, el juzgamiento lo realizará un 
único magistrado.

Art. 48. – Sustitúyese el artículo 293 del código 
aprobado por el artículo 1º de la ley 27.063 por el si-
guiente:

Artículo 293: Procedencia y trámite. En los 
casos en que la recolección de la prueba o la rea-
lización del debate resultaren complejas en vir-
tud de la cantidad o características de los hechos, 
el elevado número de imputados o víctimas o 
por tratarse de casos de delincuencia organizada 
o transnacional, a solicitud de cualquiera de las 
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ventiva la personería jurídica y la clave única de 
identifi cación tributaria de la rebelde, respectiva-
mente. También deberá comunicarla al Registro 
Nacional de Reincidencia, a sus efectos.

Además, deberá disponer de inmediato todas 
las medidas cautelares necesarias para asegurar 
la oportuna continuación y fi nalidad del proceso, 
de conformidad con el último párrafo del artículo 
23 del Código Penal.

Artículo 296 septies: Legitimación para cele-
brar acuerdos. Aceptación. La persona jurídica 
podrá realizar acuerdos de colaboración, conci-
liación, de suspensión del proceso a prueba y de 
juicio abreviado, pleno o parcial, en las condi-
ciones establecidas por este código y las demás 
leyes, en cuanto les sean aplicables.

En todo tipo de acuerdo, el representante de la 
persona jurídica deberá garantizar que haya sido 
aceptado por el órgano directivo de su represen-
tada.

Art. 52. – Sustitúyese el artículo 303 del código 
aprobado por el artículo 1º de la ley 27.063 por el si-
guiente:

Artículo 303: Competencia. Los jueces con 
funciones de revisión a quienes corresponda el 
control de una decisión judicial serán compe-
tentes con relación a los puntos que motivan los 
agravios y al control de constitucionalidad.

Las impugnaciones interpuestas por los acu-
sadores permitirán modifi car o revocar la resolu-
ción aun a favor del imputado.

Cuando las decisiones de los jueces con fun-
ciones de revisión señalados en el artículo 53 de 
este código involucren cuestiones federales, és-
tos serán considerados como el tribunal superior 
de la causa y su decisión será considerada sen-
tencia defi nitiva a los fi nes del recurso extraor-
dinario ante la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación.

Art. 53. – Sustitúyese el artículo 313 del código 
aprobado por el artículo 1º de la ley 27.063 por el si-
guiente:

Artículo 313: Interposición. La impugnación 
se interpondrá por escrito, debidamente fundada, 
ante el juez que dictó la decisión, dentro del pla-
zo de diez (10) días si se tratare de sentencias 
condenatorias o absolutorias, de tres (3) días para 
la aplicación de una medida cautelar y de cinco 
(5) días en los demás casos, salvo que este códi-
go prevea la revisión inmediata.

Si la impugnación fuera presentada y fundada 
en la misma audiencia, se dará por cumplida en 
ese acto la sustanciación del recurso.

Si se indicare más de un motivo de impug-
nación, deberá expresarse por separado con sus 
fundamentos.

entonces, las notifi caciones a la persona jurídica 
se cursarán a ese domicilio procesal.

En cualquier momento del proceso la persona 
jurídica podrá sustituir a su representante. Si la 
sustitución tuviere lugar una vez iniciada la au-
diencia de juicio, deberá ser motivada y no podrá 
interrumpir el proceso por más de tres (3) días.

La sustitución no perjudicará la efi cacia de los 
actos cumplidos por su anterior representante.

En caso de no designar representante, o ha-
biéndolo designado, si éste no compareciere a 
proceso, la persona jurídica será declarada re-
belde.

Si no designare defensor, se le proveerá el de-
fensor público que por turno corresponda. La de-
signación, facultades, número e intervención de 
los defensores que la asistan se regirán por las 
disposiciones del capítulo III, título II, libro se-
gundo, primera parte de este código.

Artículo 296 quáter: Confl icto de intereses y 
abandono de la representación. Si se detectare 
la existencia de un confl icto de intereses entre la 
persona jurídica y la persona designada como re-
presentante, o si en el curso de la investigación 
se produjere el abandono de la función por el re-
presentante, el fi scal o el juez intimarán a aquélla 
para que lo sustituya en el plazo de cinco (5) días.

Si no lo sustituyere, será declarada rebelde.
Artículo 296 quinquies: Citación y comunica-

ciones. Cuando la persona jurídica no se hubiera 
presentado al proceso, las comunicaciones se le 
cursarán al domicilio legal, que tendrá carácter 
de domicilio constituido. Sin perjuicio de ello, se 
le podrán cursar comunicaciones a cualquier otro 
domicilio que se conozca, según lo establecido 
en los artículos 118 y 119 de este código.

Cuando no hubiera sido posible citarla o si la 
persona jurídica no se presentara, el fi scal la ci-
tará mediante edictos publicados por tres (3) días 
en el Boletín Ofi cial y dos (2) días en un diario 
de circulación nacional. Los edictos identifi carán 
la causa en la que se la cita, la fi scalía y el juez 
que intervienen en el caso, el plazo de citación y 
la advertencia de que, en caso de no presentarse, 
se la declarará rebelde y se continuará el trámite 
hasta la acusación.

Artículo 296 sexies: Rebeldía. En caso de in-
comparecencia injustifi cada a la citación o de 
omitir designar representante habiendo sido inti-
mada a hacerlo, la persona jurídica será declara-
da rebelde por el juez, a requerimiento del fi scal, 
en la forma y con los alcances establecidos en el 
artículo 68 de este código.

El juez que disponga la rebeldía deberá infor-
mar dicha resolución a la Inspección General de 
Justicia y a la Administración Federal de Ingre-
sos Públicos para que suspendan de manera pre-
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Art. 56. – Sustitúyese el artículo 317 del código 

aprobado por el artículo 1º de la ley 27.063 por el si-
guiente:

Artículo 317: Prohibición de reenvío. Los jue-
ces deberán resolver sin reenvío. Si por efecto 
de la decisión adoptada debiera cesar la prisión 
u otra medida de coerción sobre el imputado, se 
ordenará su cese inmediato o la medida que co-
rresponda.

Art. 57. – Sustitúyese el artículo 322 del código 
aprobado por el artículo 1º de la ley 27.063 por el si-
guiente:

Artículo 322: Decisión. Si los jueces hicieran 
lugar a la revisión, pronunciarán directamente 
la sentencia defi nitiva y dispondrán las medidas 
que sean consecuencia de ésta.

Art. 58. – Sustitúyese el artículo 325 del código 
aprobado por el artículo 1º de la ley 27.063 por el si-
guiente:

Artículo 325: Derechos de la víctima. La víc-
tima tendrá derecho a ser informada de la inicia-
ción de todo planteo en el que se pueda decidir 
alguna forma de liberación anticipada del conde-
nado, o la extinción de la pena o la medida de se-
guridad, siempre que lo hubiera solicitado expre-
samente ante el Ministerio Público Fiscal, y de 
conformidad con las disposiciones de las leyes 
24.660 y modifi catorias y 27.372, o de aquellas 
que en el futuro las reemplacen.

Art. 59. – Sustitúyese el artículo 345 del código 
aprobado por el artículo 1º de la ley 27.063 por el si-
guiente:

Artículo 345. – Determinación de honorarios. 
Para la determinación de los honorarios se tendrá 
en cuenta el valor o importancia del proceso, las 
cuestiones de derecho planteadas, la asistencia a 
audiencias y, en general, todos los trabajos efec-
tuados a favor del cliente y el resultado obtenido, 
conforme lo dispongan las leyes específi cas que 
regulen la materia.

Los honorarios de los demás intervinientes en 
el proceso se determinarán según las leyes res-
pectivas.

Art. 60. – Sustitúyese el artículo 18 de la ley 27.146 
por el siguiente:

Artículo 18: Cámara Federal de Casación 
Penal. La Cámara Federal de Casación Penal 
tendrá competencia en todo el país. Será com-
petente para conocer y decidir la revisión de las 
decisiones judiciales adoptadas por los tribunales 
federales de juicio de cada distrito y los tribuna-
les federales de juicio en lo penal económico, de 
acuerdo con las funciones previstas en el artículo 

En el caso en que los jueces que revisen la de-
cisión tengan su sede en un lugar distinto, la par-
te deberá fi jar con precisión el modo para recibir 
comunicaciones.

En el supuesto descrito en el párrafo anterior 
las audiencias podrán realizarse por medios au-
diovisuales, siempre que exista conformidad ex-
presa de la parte que haya formulado la impug-
nación. Cuando hubiere impugnado más de una 
parte, cada una de ellas podrá optar por concurrir 
personalmente a la audiencia o participar de for-
ma remota por medios audiovisuales.

El impugnante deberá acompañar las copias ne-
cesarias para el traslado a las otras partes.

Si fueren advertidos defectos formales en la 
impugnación, deberá intimarse a quien la inter-
puso para que en el plazo de cinco (5) días éstos 
sean subsanados, bajo sanción de inadmisibili-
dad. Si la impugnación fuera interpuesta fuera 
del plazo, será rechazada sin más trámite.

La ofi cina judicial enviará las copias de la im-
pugnación a las demás partes, momento en el que 
se podrán deducir las adhesiones, sorteará los jue-
ces que intervendrán y fi jará audiencia dentro de 
los cinco (5) días desde la última comunicación.

Art. 54. – Incorpórase como artículo 313 bis del 
código aprobado por el artículo 1º de la ley 27.063 el 
siguiente:

Artículo 313 bis: Queja por impugnación de-
negada. Si el impugnante considerase que su 
impugnación ha sido incorrectamente denegada, 
podrá plantear queja ante la instancia de revi-
sión. La queja se interpondrá por escrito dentro 
de los cinco (5) días de comunicada la denega-
toria, acompañando el soporte audiovisual de la 
audiencia respectiva e indicando los motivos por 
los cuales considera que ha sido incorrectamente 
denegada.

Cuando la denegatoria hubiere sido efectua-
da en un trámite escrito, al escrito de queja se 
acompañará copia de la resolución impugnada, 
del escrito de impugnación y de la denegatoria. 
Los jueces de revisión resolverán dentro de los 
cinco (5) días. Si hicieran lugar a la queja darán 
intervención a la ofi cina judicial a los fi nes dis-
puestos en el último párrafo del artículo anterior.

Art. 55. – Sustitúyese el artículo 316 del código 
aprobado por el artículo 1º de la ley 27.063 por el si-
guiente:

Artículo 316: Doble conforme. Si la impug-
nación de la sentencia fuere promovida por el 
representante del Ministerio Público Fiscal o el 
querellante, y fuera adversa para el imputado, éste 
podrá solicitar su revisión.
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Nación” por la expresión “Código Procesal Penal Fe-
deral”.

Art. 67. – El Poder Ejecutivo confeccionará y apro-
bará un texto ordenado del Código Procesal Penal Fe-
deral aprobado por el artículo 1° de la ley 27.063, sin 
introducir ninguna modifi cación en su contenido, salvo 
lo indispensable para su renumeración.

Art. 68. – Comuníquese al Poder Ejecutivo.
Saludo a usted muy atentamente.

Gൺൻඋංൾඅൺ Mංർඁൾඍඍං.
Juan P. Tunessi.

Buenos Aires, 24 de mayo de 2018.

Al señor secretario parlamentario de la Honorable 
Cámara de Diputados de la Nación.

Tengo el agrado de dirigirme a usted, con referen-
cia a la comunicación cursada a esa Honorable Cá-
mara bajo nota C.D.-39/18, de fecha 25 de abril de 
2018, referida al proyecto de ley que le fuera pasado 
en revisión por el que se modifi ca el Código Procesal 
Penal, a fi n de poner en su conocimiento que por un 
error involuntario, en artículo 7º, el cual sustituye el 
artículo 17 del Código aprobado por el artículo 1º de 
la ley 27.063.

Donde dice:
“Artículo 17: Restricciones a la libertad. Las 

medidas restrictivas de la libertad deberán fun-
darse en la existencia de peligro real de fuga u 
obstaculización...”

Debe decir:
“Artículo 17: Restricciones a la libertad. Las 

medidas restrictivas de la libertad sólo podrán 
fundarse en la existencia de peligro real de fuga 
u obstaculización...”

Asimismo, en el artículo 8º, el cual sustituye el ar-
tículo 53 del Código aprobado por el artículo 1º de la 
ley 27.063, con respecto a sus incisos c) y e);

Donde dice:
 “c) En el procedimiento de excusación o re-

cusación de los jueces;
 ”e) En el control de la acusación;”

Debe decir:
 “c) En el procedimiento de excusación o re-

cusación de los jueces con funciones de 
garantía, de revisión y ejecución [...]

 ”e) En forma unipersonal, en la audiencia de 
control de la acusación y en la sustancia-
ción y resolución de las impugnaciones 
que allí se interpongan...”

Saludo a usted muy atentamente.

Juan P. Tunessi.

53 bis del Código Procesal Penal Federal y en las 
modalidades de integración allí dispuestas.

La Cámara Federal de Casación Penal podrá 
unifi car su jurisprudencia de conformidad con la 
normativa que establezca en su reglamento interno.

Art. 61. – Sustitúyese el artículo 19 de la ley 27.146 
por el siguiente:

Artículo 19: Cámaras federales de apela-
ciones. La Cámara Federal de Apelaciones de 
cada distrito conocerá en los supuestos previs-
tos en el artículo 53 del Código Procesal Penal 
Federal, en las modalidades de integración allí 
dispuestas.

Art. 62. – Sustitúyese el artículo 20 de la ley 27.146 
por el siguiente:

Artículo 20: Cámara Federal de Apelaciones 
en lo Penal Económico. En el distrito judicial fe-
deral de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 
funcionará la Cámara Federal de Apelaciones en 
lo Penal Económico, que conocerá en los supues-
tos previstos en los incisos a), b), c), d), e) y g) 
del artículo 53 del Código Procesal Penal Federal 
respecto de las decisiones dictadas por los juz-
gados federales de garantías en lo penal econó-
mico, y en los supuestos previstos en el inciso f) 
de ese artículo respecto de las decisiones de los 
jueces con funciones de ejecución en los asuntos 
de su competencia. En todos los casos actuará en 
las modalidades de integración dispuestas en ese 
artículo.

Art. 63. – Sustitúyese, en los artículos 4º, 17, 18, 
19, 20, 21, 22, 23, 24, 27, 28, 29, 30, 31, 32, 34, 41, 
43 y 51 de la ley 27.146, la locución “Código Procesal 
Penal de la Nación” por la expresión “Código Proce-
sal Penal Federal”.

Art. 64. – Sustitúyese el inciso e) del artículo 11 de la 
ley 27.146 por el siguiente:
 e) Los previstos en los artículos 142 bis, 

142 ter, 145 bis, 145 ter, 149 ter, inciso 
2), 170, 189 bis (1), (3) y (5), 212, 213 
bis, 258 bis y 306 del Código Penal. Tam-
bién entenderá respecto de los delitos 
agravados en los términos del artículo 41 
quinquies del Código Penal.

Art. 65. – Sustitúyese el título de la ley 27.150 por 
el siguiente:

LEY DE IMPLEMENTACIÓN 
DEL CÓDIGO PROCESAL

 PENAL FEDERAL

Art. 66. – Sustitúyese, en los artículos 1º, 2º, 3º, 
4º, 23, 24, 29, 31, 32, 33, 34, 38, 39, 41 y 42 de la 
ley 27.150, la locución “Código Procesal Penal de la 
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estaría aplicándose por lo menos en la Justicia nacio-
nal, desde marzo de 2016, como estaba previsto.

El Gobierno había expresado públicamente su vo-
luntad de no implementar el nuevo CPPN mientras 
la procuradora General de la Nación, la  doctora Gils 
Carbó, continuara en su cargo. Días antes de la pu-
blicación del decreto 257/15, el ministro de Justicia 
y Derechos Humanos de la Nación, doctor Germán 
Garavano, afi rmó que “la procuradora por cuestiones 
técnicas, la reforma procesal penal y demás, sería con-
veniente que diera un paso al costado, es mi opinión 
personal”. También sostuvo, en esos días, lo siguien-
te: “Estamos esperando que [la procuradora] renuncie 
[...] Está trabando reformas que son necesarias”.

En síntesis, si el nuevo CPPN no se encuentra en 
vigencia hoy, eso se debe a una decisión del gobierno 
nacional, basada en una razón manifi estamente viola-
toria de la división de poderes que consagra nuestra 
Constitución.

Las modifi caciones sustanciales que introduce este 
proyecto de ley pueden encuadrarse en tres grandes 
problemas: reducción de las garantías de los/as ciu-
dadanos/as (sin que esto implique necesariamente una 
mayor efi cacia en la persecución de delitos); distor-
sión del principio acusatorio; y afectación al funcio-
namiento del Ministerio Público Fiscal. 

Con respecto a la reducción de garantías, un punto 
central es la limitación del principio ne bis in idem. 
Este principio se encuentra reconocido en la Conven-
ción Americana sobre Derechos Humanos (artículo 
8.4) y en el Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos (artículo 14.7), instrumentos que gozan 
de jerarquía constitucional (artículo 75, inciso 22, de 
nuestra Carga Magna).

Al eliminar del nuevo CPPN la aclaración según la 
cual “no se pueden reabrir los procedimientos fene-
cidos, salvo la revisión de las sentencias en favor del 
condenado” (artículo 5º), se genera el serio riesgo de 
que la reapertura de procesos (en los que ya existe una 
sentencia en carácter de cosa juzgada) se utilice con 
fi nes de persecución político-partidaria, pretendiendo 
reabrir procesos que se han seguido en contra de de-
terminados/as funcionarios/as y que ya han concluido 
a través de sobreseimientos y absoluciones. En este 
sentido, no puede desconocerse que algunos/as pug-
nan por la extensión de la doctrina de la cosa juzgada 
fraudulenta, pretendiendo utilizar esta herramienta sin 
respetar su carácter excepcional y jurisprudencial. 

Otra reducción de garantías se vincula con la tu-
tela judicial efectiva y la participación de las vícti-
mas en el proceso penal. El nuevo CPPN establece 
que se considera víctimas –entre otros/as– a: “los 
socios, respecto de los delitos que afecten a una 
sociedad, cometidos por quienes la dirigen, admi-
nistren, gerencien o controlen” (artículo 78, inciso 
c), a “las asociaciones o fundaciones, en casos de 
crímenes de lesa humanidad o de graves violacio-
nes a los derechos humanos siempre que su objeto 

INFORME

Honorable Cámara:
La Comisión de Legislación Penal al considerar 

el proyecto de ley venido en revisión del Honorable 
Senado por el que se modifi ca el Código Procesal 
Penal de la Nación –ley 27.063– y la fe de erratas 
que subsana errores materiales en los artículos 7º y 
8º del referido proyecto; se remiten a los conceptos 
vertidos en la reunión de comisión y que serán ex-
puestos en la correspondiente sesión de esta Hono-
rable Cámara.

María G. Burgos.

II

Dictamen de minoría

Honorable Cámara:
La Comisión de Legislación Penal ha considerado 

el proyecto de ley venido en revisión por el cual se 
introducen reformas al Código Procesal Penal de la 
Nación aprobado por el artículo 1° de la ley 27.063, 
obrante en el anexo I de dicha ley, y por las razones 
expuestas en el informe que se acompaña y las que 
dará el miembro informante, aconseja su rechazo.

Sala de la comisión, 15 de agosto de 2018.

Luis R. Tailhade. – Carlos D. Castagneto. 
– Marcos Cleri. – Daniel Filmus. – 
Leopoldo R. G. Moreau. – Horacio 
Pietragalla Corti. – Vanesa Siley. – Hugo 
Yasky. 

INFORME

Honorable Cámara:

El presente proyecto de ley ha sido presentado 
como una iniciativa tendiente a cumplir dos objetivos. 
Por un lado, fortalecer los principios sobre los cuales 
se estructura el nuevo Código Procesal Penal de la Na-
ción (nuevo CPPN), aprobado mediante ley 27.063. 
Por otro lado, actualizar dicho código incorporando 
normas que han sido sancionadas por el Congreso 
desde la sanción de aquél a la fecha.

Sin embargo, el contenido de este proyecto incluye 
modifi caciones sumamente relevantes, que no tienden 
ni a fortalecer el principio acusatorio ni a representar 
una simple actualización de normas. Estas reformas, 
además, no han sido discutidas con profundidad en las 
comisiones de diputados/as ni de asesores/as.

Por otra parte, si se está debatiendo la posibilidad 
de reformar una ley que aún no ha entrado en vigen-
cia, esto es sólo posible por la decisión del Poder Eje-
cutivo de suspender indefi nidamente la implementa-
ción del nuevo CPPN, a través del decreto 257/2015 
en diciembre de 2015. Si el Ejecutivo no hubiera sus-
pendido la entrada en vigencia del nuevo código, hoy 
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accesible, sencillo y dentro de un plazo razonable, y 
adecuado y efectivo para proteger, garantizar y pro-
mover los derechos sobre sus territorios indígenas, a 
través de los cuales se puedan llevar a cabo los pro-
cesos de reconocimiento, delimitación, demarcación, 
titulación y, en su caso, de garantía del uso y goce de 
sus territorios tradicionales.

4. Otorgamiento de una protección efectiva que 
tome en cuenta las particularidades propias que los di-
ferencian de la población en general y que conforman 
su identidad cultural, sus características económicas 
y sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su 
derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres, 
así como su especial relación con la tierra; y

5. Respeto de los mecanismos internos de decisión 
de controversias en materia indígena, los cuales se en-
cuentren en armonía con los derechos humanos.

Quitar a los pueblos originarios la posibilidad 
de que sean reconocidos como víctimas en el marco de 
un proceso penal atenta contra esta jurisprudencia de 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la cual 
es obligatoria para nosotros/as. Este proyecto de ley 
podría hacer que el Estado nacional incurriera en res-
ponsabilidad internacional por no respetar y garantizar 
adecuadamente los derechos de los pueblos originarios.

Por otra parte, el proyecto modifi ca sustancialmente 
la regulación de la libertad durante el proceso penal, y 
por ende impacta sobre los principios constitucionales 
de inocencia (artículo 18) y de libertad ambulatoria 
(artículo 14). 

El proyecto modifi ca los artículos 188 y 189 del 
nuevo CPPN, buscando quitarle el carácter excep-
cional a las medidas cautelares que limitan la libertad 
durante el proceso. Para determinar el peligro de fuga, 
se incorpora como pauta la “imposibilidad de la con-
denación condicional” y se elimina la consideración 
de las “demás cuestiones que infl uyan en el arraigo 
del imputado”. En el mismo sentido, para determinar 
el peligro de entorpecimiento de la investigación, se 
agrega que se evaluará la existencia de indicios que 
justifi quen la grave sospecha de que el imputado “in-
tentará asegurar el provecho del delito”. Esto último 
es extremadamente usual; de hecho, la dogmática pe-
nal lo analiza como un acto posterior copenado. Si se 
pretende tomar esto como un criterio para fundar el 
peligro de entorpecimiento del proceso, la restricción 
de la libertad durante la investigación podría transfor-
marse en la regla.

Algo similar ocurre con la incorporación del ar-
tículo 274 bis, a través del cual se establece que al 
dictar una sentencia condenatoria se aplicará nece-
sariamente una medida de coerción a la persona, por 
más que la condena no se encuentre fi rme.

También se ve afectado el derecho a contar con una 
defensa penal efectiva, que tiene como uno de sus de-
rivados a la presencia imprescindible del defensor de 
confi anza del imputado en ciertos actos del proceso 

estatutario se vincule directamente con la defensa 
de los derechos que se consideren lesionados y se 
encuentren registradas conforme a la ley” (inciso d)
y a “los pueblos originarios en los delitos que im-
pliquen discriminación de alguno de sus miembros, 
genocidio o afecten de un modo directo sus dere-
chos colectivos reconocidos constitucionalmente” 
(inciso e).

El proyecto elimina estos tres incisos. A los socios, 
las asociaciones o fundaciones y los pueblos origina-
rios se les atribuye la posibilidad de constituirse como 
querellantes, pero esto implica una clara reducción 
de derechos, ya que ahora no podrán ejercer todas las 
otras facultades que tienen las víctimas en el proceso 
penal (artículos 79 a 81). No cualquier víctima desea 
y puede constituirse como querellante, por todo lo 
que esto implica en términos procesales, económicos, 
personales, entre otros. De este modo, se condiciona 
notablemente la tutela judicial efectiva, ya que las fa-
cultades que puede ejercer una víctima por fuera de la 
querella son más simples de llevar a cabo.

Esto resulta particularmente grave en el caso de los 
pueblos originarios. La Corte Interamericana de De-
rechos Humanos, en el caso “Sarayaku vs. Ecuador”, 
reconoció la calidad de víctima y parte lesionada al 
pueblo indígena –y no únicamente a sus integrantes–, 
y por lo tanto le concedió el derecho a la reparación 
integral de las violaciones a los derechos humanos 
padecidas. Por ello, al momento de defi nir las repa-
raciones, la Corte Interamericana de Derechos Huma-
nos advirtió que todo el pueblo indígena había sufrido 
afectaciones en atención a su profunda relación social 
y espiritual con su territorio, en particular por la des-
trucción de parte de la selva y ciertos lugares de alto 
valor simbólico (párrafo 322). Como se observa, la 
defi nición de víctima se encuentra indisolublemente 
ligada a la posibilidad de obtener una reparación in-
tegral.

También resulta de interés la sentencia dictada en 
el caso “Pueblos Kaliña y Lokono vs. Surinam”, en la 
que la propia Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos reconoció que: “conforme a la jurisprudencia 
del tribunal, y otros estándares internacionales en la 
materia, los recursos internos deben ser interpretados 
y aplicados con el fi n de garantizar los derechos hu-
manos de los pueblos indígenas, tomando en cuenta 
los siguientes criterios”: 

1. Reconocimiento de la personalidad jurídica co-
lectiva e individual.

2. Otorgamiento de capacidad legal para interponer 
acciones administrativas, judiciales o de cualquier 
otra índole de manera colectiva, a través de sus repre-
sentantes, o en forma individual, tomando en cuenta 
sus costumbres y características culturales.

3. Garantía de acceso a la justicia de las víctimas 
–en tanto miembros de un pueblo indígena o tribal– 
sin discriminación y conforme a las reglas del debido 
proceso, por lo que el recurso disponible deberá ser 
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Finalmente, otro gran problema vinculado a las 

garantías tiene que ver con las técnicas especiales de 
investigación. Si bien estas técnicas ya se encuentran 
reguladas por la ley 27.319, en esta norma se establece 
que “su aplicación deberá regirse por principios de ne-
cesidad, razonabilidad y proporcionalidad”. Esta apli-
cación restrictiva no se ha trasladado al nuevo CPPN, 
permitiendo una utilización mucho más amplia que 
la que el Congreso oportunamente permitió para las 
fi guras del agente encubierto, el agente revelador, el 
informante, la entrega vigilada y la prórroga de juris-
dicción. 

Un segundo grupo de problemas se vinculan a la 
distorsión del principio acusatorio, generando exac-
tamente lo opuesto a lo que se dice que se pretende 
lograr con este proyecto.

En el artículo 264, el nuevo CPPN establece que 
“los jueces no podrán formular preguntas”. Esto es un 
principio basal del sistema acusatorio. Justamente, lo 
acusatorio consiste en que el juez le exige la verdad al 
acusador. Y esa exigencia de verdad se refl eja, entre 
otras cosas, en la producción de la prueba, que se rea-
liza en el juicio oral. Si el juez interroga a los testigos 
está interviniendo en la producción de prueba, y por 
ende pierde su imparcialidad. Sin embargo, el pro-
yecto reformula esta prohibición del siguiente modo: 
“Los jueces no podrán formular preguntas directas. 
Sólo podrán pedir aclaraciones cuando no hayan com-
prendido lo expresado por el declarante”. 

Es sabido que, en defi nitiva, toda pregunta es “acla-
ratoria”. Por ende, abrir esta ventana genera el conse-
cuente riesgo de que los jueces y juezas vuelvan a las 
viejas prácticas (que, lamentablemente, son las actua-
les de la justicia federal): conducir el interrogatorio del 
testigo como ellos/as consideren adecuado, sin respetar 
el rol del Ministerio Público Fiscal y de la defensa. Los 
sistemas acusatorios deben tender a generar jueces/zas
no sólo imparciales, sino que además limiten sus in-
tervenciones al máximo en el debate oral.

Por otra parte, a través de modifi caciones a los 
artículos 53 y 55 del nuevo CPPN se establece que 
las audiencias de control de la acusación ya no serán 
conducidas por los/as jueces/zas con funciones de 
garantías sino por los/as jueces/zas con funciones de 
revisión. El control de la acusación es una función aje-
na a las tareas de revisión, en tanto éstas siempre se 
dirigen a examinar una decisión de otro juez o jueza. 
Controlar la acusación no tiene nada que ver con la 
actual tarea de revisar un procesamiento dictado por 
un/a juez/a de instrucción, por ejemplo. 

Por otro lado, poner esta función en cabeza de los/as
jueces/zas con funciones de revisión implica que en 
muchos lugares de nuestro país se deberá trasladar la 
sede en la que se realice la audiencia de control de 
acusación a cientos de kilómetros de la sede en la que 
se desempeñe el/la juez/a con funciones de garantías 
(por ejemplo, de Río Grande a Comodoro Rivadavia 
o de La Rioja a Córdoba). El proyecto propone aten-

penal. Al modifi car los artículos 171 y 172, se qui-
ta la exigencia de que el defensor de confi anza esté 
presente en el reconocimiento en rueda de personas. 
Esta presencia es fundamental para controlar que el 
reconocimiento sea realizado con los recaudos que es-
tablece la ley. Por su parte, la presencia del defensor 
ofi cial frente a la incomparecencia del abogado defen-
sor de confi anza no satisface el adecuado ejercicio del 
derecho a la defensa en juicio, en el sentido que lo 
tiene dicho la Corte Suprema de Justicia de la Nación 
(cfr. CSJN, “Cipriano Vázquez”, Fallos, 155:374). Un 
reconocimiento mal realizado puede no sólo afectar 
notablemente al imputado (condenar a un inocente) 
y dar lugar a posteriores impugnaciones por parte de 
la defensa, sino también incidir negativamente sobre 
la memoria de quien realiza el reconocimiento, como 
demuestran numerosas investigaciones (no conservar 
adecuadamente la prueba testimonial).

La defensa penal efectiva también se ve condiciona-
da por la posibilidad que introduce el proyecto de que 
un testigo pueda declarar en ciertos casos bajo reserva 
de identidad: “si la declaración testimonial pudiera 
signifi car un riesgo cierto y grave para la integridad 
del declarante o de sus allegados, el juez o el tribunal, 
a requerimiento del representante del Ministerio Pú-
blico Fiscal, podrán excepcionalmente disponer que 
se mantenga la reserva de identidad del declarante y se 
empleen los recursos técnicos necesarios para impedir 
que pueda ser identifi cado por su voz o su rostro [...]” 
(artículo 264 bis). La aclaración de que “la declara-
ción prestada en estas condiciones deberá ser valorada 
con especial cautela” no es sufi ciente garantía de que 
este mecanismo se utilice adecuadamente y en base a 
criterios razonables y justifi cados. 

Por otra parte, se vulneran notoriamente las garan-
tías de las personas menores de edad en confl icto con 
la ley penal, al establecer que en los procesos seguidos 
contra ellas “las normas de este código serán de apli-
cación supletoria” (modifi cación del artículo 296 del 
nuevo CPPN). Nuevamente, las aclaraciones formula-
das en el resto de este artículo no parecen ser sufi cien-
tes para evitar la distorsión del régimen penal juvenil, 
ya que el principio general que se pretende sentar es la 
aplicación supletoria del nuevo CPPN.

Otro caso de afectación de garantías se observa en 
la modifi cación del artículo 288 del nuevo CPPN, que 
regula el procedimiento abreviado del acuerdo pleno. 
A través de este proyecto, se elimina la última parte 
del tercer párrafo del artículo, que específi camente 
dice que: “…el acuerdo celebrado con un acusado 
no podrá ser utilizado como prueba en contra de los 
demás imputados por los mismos hechos referidos en 
el acuerdo”. La utilización contra una persona de un 
acuerdo en el que no participó violenta fl agrantemente 
su derecho de defensa, en tanto podrán ser usadas en 
su contra, como prueba de cargo, circunstancias que 
no pudieron ser controladas por su defensa.
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mo, haciendo que fi scales intervengan en casos en los 
que no tienen competencia. 

Sumado a todas estas modifi caciones y otras re-
formas, el proyecto de ley incorpora leyes ya san-
cionadas en estos últimos años, como sostuvimos 
previamente. El hecho de que estas normas hayan 
sido sancionadas por el Congreso no signifi ca que 
no sean pasibles de diversos cuestionamientos que 
ya fueron oportunamente planteados. Todos los pro-
blemas señalados en los debates legislativos de esas 
normas se reiterarán aquí en el nuevo CPPN, en caso 
de aprobarse este proyecto.

Por todo lo expuesto, entiendo que sobran los argu-
mentos para rechazar el dictamen en cuestión.

Luis R. Tailhade.

Sr. Presidente (Monzó). – En consideración 
en general.

Tiene la palabra la señora diputada Burgos, 
por Jujuy.

Sra. Burgos. – Señor presidente: en primer 
lugar, debo aclarar que por un error involunta-
rio, en el texto enviado por la Cámara de Se-
nadores no se incorporó dentro del Orden del
Día N° 235 la fe de erratas contenida en el ex-
pediente 38-S.-2018. Por lo tanto, solicito que 
por Secretaría se dé lectura de la misma para 
que quede asentada.

Sr. Presidente (Monzó). – Así se hará, se-
ñora diputada.

Sr. Secretario (Inchausti). – En el artículo 7°, 
que sustituye el artículo 17 del Código Procesal 
Penal, donde dice: “Artículo 17: Restricciones a 
la libertad. Las medidas restrictivas de la liber-
tad deberán fundarse en la existencia de peligro 
real de fuga u obstaculización de la investiga-
ción.” debe decir: “Artículo 17: Restricciones 
a la libertad. Las medidas restrictivas de la li-
bertad solo podrán fundarse en la existencia de 
peligro real de fuga u obstaculización…”

En el artículo 8°, que sustituye el artículo 53 
del Código Procesal Penal, donde dice: “c) En 
el procedimiento de excusación o recusación 
de los jueces; e) En el control de la acusación;” 
debe decir: “c) En el procedimiento de excu-
sación o recusación de los jueces con funcio-
nes de garantía, de revisión y ejecución…” y 
continúa de la misma forma. Y en el inciso e) 
debe decir: “e) En forma unipersonal, en la au-
diencia de control de la acusación y en la sus-
tanciación y resolución de las impugnaciones 

der este último problema con la posibilidad de que la 
audiencia se realice remotamente y a través de medios 
audiovisuales. Sin embargo, se afectan principios fun-
damentales del sistema, tales como la celeridad, la in-
mediación y agilidad procesal. Trasladar la audiencia 
de control de la acusación al lugar de desempeño de 
los jueces con funciones de revisión lentifi cará inde-
fectiblemente el curso del proceso. 

A su vez, la incorporación de los/as jueces/zas 
de revisión con funciones de casación (que se pro-
pone como artículo 53 bis del nuevo CPPN) pa-
recería responder simplemente al lobby de los/
as actuales jueces/zas de las cámaras de casa-
ción. En el nuevo CPPN, las labores casatorias es-
tán subsumidas en las funciones de los/as jueces/
zas de revisión; sin embargo, parecería que los/as
actuales jueces/zas de las cámaras de casación no 
desean integrar el universo de los/as “jueces/zas con 
funciones de revisión”, donde deberían compartir es-
pacio de manera horizontal con los/as actuales jueces/
zas de cámaras de apelaciones. 

El tercer grupo de problemas señalado se vincula 
con la afectación al funcionamiento del Ministerio 
Público Fiscal.

Por un lado, se condiciona la capacidad de investi-
gación proactiva del Ministerio Público Fiscal, esta-
bleciendo que en las investigaciones preliminares de 
ofi cio “el inicio de la investigación preliminar deberá 
ser notifi cado al fi scal superior y su duración no podrá 
exceder de sesenta (60) días. El fi scal superior podrá 
excepcionalmente prorrogar dicho plazo por uno adi-
cional no mayor a sesenta (60) días”. El nuevo CPPN 
no prevé un plazo máximo para este tipo de investiga-
ciones, por fuera de los plazos generales para el resto 
del proceso.

Por otra parte, se elimina la posibilidad de que 
el Ministerio Público Fiscal solicite “al juez en au-
diencia unilateral que se autorice la reserva de iden-
tidad de uno o varios investigadores si ello fuera 
manifi estamente útil para el desarrollo de la inves-
tigación” (artículo 296 del nuevo CPPN). Para cier-
tos casos, como son las investigaciones por delitos 
de trata de personas, esto puede resultar sumamente 
importante.

Finalmente, se introduce la siguiente aclaración: 
“cuando los hechos investigados correspondan a una 
misma jurisdicción se podrán formar equipos de in-
vestigación que integren a fi scales federales con fi sca-
les provinciales y de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires, de conformidad con los convenios que celebren 
al efecto” (artículo 117 del nuevo CPPN). Las investi-
gaciones conjuntas tienen su principal razón de ser en 
los casos en que los delitos hayan sido cometidos en 
distintas jurisdicciones. Sin embargo, no logra com-
prenderse por qué razón fi scales federales y provin-
ciales deberían actuar de manera conjunta en delitos 
cometidos en “una misma jurisdicción”. Esto podría 
implicar una violación a los principios del federalis-



Diciembre 6 de 2018 CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA NACIÓN 37
bunales, con respuestas favorables en los re-
sultados y en la celeridad. Con respecto a esta 
última, todos sabemos que la Justicia debe ac-
tuar en forma ágil y acelerada; de lo contrario, 
deja de ser Justicia. Cuando pasan los años y 
la ciudadanía no tiene una respuesta de los tri-
bunales, la Justicia deja de ser tal.

Asimismo, sancionamos la ley del arrepen-
tido. Esta última también fue muy discutida –y 
muy vapuleada, en algunos casos– pero hoy 
estamos viendo que, con algunos errores o di-
ferencias, está dando sus frutos y está siendo 
utilizada por los tribunales a fi n de obtener in-
formación para poder ir desentrañando todas 
aquellas organizaciones delictuales que están 
dentro y fuera de nuestro país.

También podemos mencionar el tema del for-
talecimiento de los tribunales orales en lo cri-
minal federal y los tribunales orales en lo penal 
económico.

Otra ley que sancionamos fue la de unifi ca-
ción de fueros y juicio unipersonal, que es otra 
herramienta fundamental para acelerar el fun-
cionamiento del Poder Judicial.

También debemos mencionar las técnicas 
especiales de investigación. En este sentido, 
se incorporaron las fi guras del informante, del 
agente encubierto y del agente revelador.

Todas estas herramientas fueron necesarias 
para conseguir esa agilidad y celeridad que 
queríamos dentro de la Justicia.

Cabe mencionar también la integración uni-
personal de las cámaras nacionales de apela-
ciones, de las cámaras federales de apelaciones 
y de las cámaras de casación.

También hemos sancionado la ley de res-
ponsabilidad penal empresaria, que nos posi-
bilitó ponernos a la vanguardia y de pie frente 
a tantas sociedades comerciales o empresas 
jurídicas que habían sido utilizadas para co-
meter algún tipo de delito, principalmente de 
corrupción.

No me voy a olvidar de la ley de protección 
de víctimas de delitos, que se logró gracias a 
la lucha que llevaron adelante muchas organi-
zaciones y que, luego de haber sido olvidada 
por años, colocó a la víctima en el lugar que le 
corresponde.

En este sentido, el proyecto también ha su-
frido una modifi cación en cuanto a su termi-

que allí se interpongan…”, y continúa tal como 
está redactado.

Sr. Presidente (Monzó). – Continúa en el 
uso de la palabra la señora diputada Burgos.

Sra. Burgos. – Señor presidente: tenemos 
que hacer un poco de memoria con respecto a 
este tema. El Código Procesal Penal de la Na-
ción fue votado en 2014 y su aplicación estaba 
prevista para 2016. Cuando asume, el presiden-
te Macri suspende su aplicación puesto que no 
estaban dadas las condiciones necesarias para 
aplicar este código tan necesario y útil.

Cabe mencionar que estamos cambiando un 
régimen inquisitivo por un régimen acusato-
rio, con lo cual se mejoran la transparencia, la 
agilidad y el respeto a las garantías, algo tan 
necesario; la falta de estos elementos ponía a la 
Argentina en una condición de retraso respecto 
de otras legislaciones internacionales.

Como dije, en 2016 el presidente Macri de-
cidió suspender su aplicación puesto que no es-
taban dadas las garantías necesarias ni existían 
los organismos que debían aplicar esta gran 
norma que es el Código Procesal Penal de la 
Nación. Fue por eso que se decidió hacer un 
trabajo constante, unifi cado y serio para forta-
lecer las instituciones y de esa manera llevar 
adelante su aplicación.

Este proyecto recepta la voluntad de todo el 
Congreso; en este caso, de la Cámara de Se-
nadores, pero la comisión bicameral estuvo 
trabajando y monitoreando detenidamente ese 
Código Procesal Penal que había sido suspen-
dido.

Efectivamente, era totalmente incompleto 
en algunas cuestiones. Por ejemplo, lo referido 
a la lucha contra el narcotráfi co –ese fl agelo 
llevado a cabo por organizaciones internacio-
nales– no estaba receptado o contenido en ese 
gran cuerpo normativo.

Por ese motivo, a partir de 2016 este Con-
greso fue sancionando una serie de leyes que 
han ido posibilitando esa celeridad y agilidad 
necesarias para poner en funcionamiento ese 
Código en suspenso. Por ejemplo, hemos san-
cionado la ley de fl agrancia, tan discutida en 
este Congreso, pero con resultados óptimos a 
la vista.

Con el dictado de ese conjunto de leyes 
hemos acelerado el funcionamiento de los tri-
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protección, al igual que cualquier ciudadano 
argentino.

Este es un paso más en esta gran transfor-
mación de la Justicia. No tenemos fórmulas 
preestablecidas. Esta es una coconstrucción 
que se hace permanentemente y se enfoca en 
demostrar que somos capaces de cambiar una 
institución tan vapuleada y denostada, pero tan 
útil en la construcción de una sociedad.

No podemos hablar de sociedad ni de so-
ciedad legítima si no hablamos de una Justicia 
que sea transparente y legítima. Este código da 
esa pauta; posibilita esta ampliación y esta ge-
nerosidad, y también esta celeridad.

Como dije, se trabajó mucho en este tema en 
la comisión bicameral, por cuanto adelanto que 
no se aceptará ningún tipo de modifi caciones 
en el proyecto presentado. 

Sr. Presidente (Monzó). – Tiene la palabra 
el señor diputado Doñate, por Río Negro.

Sr. Doñate. – Señor presidente: nuestro blo-
que va a rechazar esta propuesta de reforma 
del Código Procesal Penal. Esto se fundamenta 
en cuestiones de orden práctico, en cuestiones 
sustanciales, y también en cuestiones de orden 
político.

No podemos descontextualizar el marco en 
el que se da este tipo de reformas en un gobier-
no que, al iniciar su gestión, intentó designar 
jueces en comisión en la Corte Suprema de 
Justicia y luego, en diciembre de 2015, a la par 
de ese intento inconstitucional, pasó el sistema 
de escuchas del ámbito del Ministerio Público 
Fiscal a la Corte Suprema, con los escándalos 
de público conocimiento.

Hay un armado en la ingeniería judicial para 
la persecución judicial de todo aquello que se 
oponga al gobierno de Mauricio Macri, parti-
cularmente, de la ex presidenta Cristina Fer-
nández de Kirchner –la principal fi gura oposi-
tora de este modelo económico y político que 
lleva adelante el gobierno de Macri– y de todo 
aquello que se referencie con el gobierno an-
terior. Por supuesto, existe también, a la par, 
un entramado de protección y blindaje judicial 
para un ofi cialismo que no deja de avasallar las 
instituciones.

–Ocupa la Presidencia el señor vicepresi-
dente 1° de la Honorable Cámara, ingeniero 
José Luis Gioja.

nología; ya no se denomina Código Procesal 
Penal de la Nación sino Código Procesal Penal 
Federal, ya que comprende todos los delitos 
federales.

Esta iniciativa busca crear un sistema de ad-
ministración de justicia idóneo y efi caz para la 
protección de los intereses de la sociedad, que 
permita lograr procesos más rápidos, sencillos 
y trasparentes a través de la investigación, con 
juicios ágiles e inmediatos, respetando los de-
rechos del imputado y de la víctima. Para po-
der modifi car la delincuencia organizada fue 
necesario prever técnicas especiales de investi-
gación. Por eso, repito, era necesario sancionar 
leyes, herramientas, para que la Justicia pudiera 
funcionar.

Necesitamos que este Código Procesal Penal 
entre en vigencia. Me siento particularmente 
afectada, ya que las primeras provincias donde 
se aplicará este código son Jujuy y Salta. En Ju-
juy, como es una provincia limítrofe, estamos 
luchando arduamente contra el narcotráfi co. 
Durante años la provincia de Jujuy ha permiti-
do –porque no se hizo absolutamente nada– el 
ingreso permanente de organizaciones delicti-
vas dedicadas al narcotráfi co y fue permeable 
al ingreso de drogas. Hoy estamos trabajando 
seriamente con los ministerios de Seguridad 
de la Nación y de la provincia –creado por esta 
gestión–, lo que nos ha permitido ir avanzando 
a través de la aplicación de distintas medidas.

La incorporación del régimen de los jueces 
con funciones de garantía fue otro de los gran-
des cambios que se han hecho en este Código 
Procesal Penal Federal.

En fi n, son muchas las medidas que se han 
adoptado.

Se trabajó durante más de un año en una 
comisión bicameral, integrada tanto por dipu-
tados como por senadores. También se consi-
deró en la Comisión de Legislación Penal, que 
presido.

Quiero solamente agregar que cuando ha-
blamos de víctimas no debemos diferenciar 
entre víctimas pertenecientes a pueblos origi-
narios y otras; son todos ciudadanos argenti-
nos, y son víctimas si sufren algún menoscabo 
de sus derechos y garantías. Por lo tanto, acá 
se los contempla para que, si hubieran sufrido 
alguna violación de sus derechos, accedan a su 
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judicial efectiva y la participación de las vícti-
mas en el proceso penal.

El nuevo código establece que se considera 
víctima, entre otros casos, a los socios respecto 
de delitos que afecten a una sociedad cometi-
dos por quienes la dirigen, administren, geren-
cien o controlen, tal como dice el artículo 78, 
inciso c); a las asociaciones y fundaciones 
en caso de crímenes de lesa humanidad o de 
graves violaciones a los derechos humanos 
–siempre que su objeto estatutario se vincule 
directamente con la defensa de los derechos 
que se consideran lesionados y se encuentren 
registrados conforme a la ley–, y a los pueblos 
originarios en los delitos que impliquen discri-
minación de alguno de sus miembros, genoci-
dios o afecten de modo directo sus derechos 
colectivos reconocidos constitucionalmente.

Este proyecto viene a dar por tierra con eso. 
Propone eliminar estos incisos. Acota la consi-
deración de estos sujetos como víctimas y solo 
se les permite su participación a través de la 
querella. No cualquier víctima, señor presiden-
te, desea y puede constituirse como querellan-
te teniendo en cuenta todo lo que implica en 
términos procesales, económicos, personales, 
entre otros. Por supuesto, se mengua ostensi-
blemente la tutela judicial efectiva.

Se subsanó la regulación de la libertad du-
rante el proceso penal. En el proyecto original 
se eliminaba la palabra “real” en la expresión 
“existencia real de peligro de fuga” y esto, por 
supuesto, constituía un peligro procesal que 
fue subsanado en estas últimas horas.

Pero así y todo, se avanza sobre otras ga-
rantías constitucionales, y durante la investi-
gación la restricción de la libertad se convierte 
de alguna manera en una regla antes que en 
una excepción, modifi cando los artículos 188 y 
189 referidos al peligro de fuga, así como tam-
bién al peligro de entorpecimiento. Podríamos 
abundar en cuestiones técnicas, pero este es el 
temperamento y el espíritu de la modifi cación 
que impulsa el Poder Ejecutivo.

En ese mismo sentido, me quiero referir a la 
incorporación del artículo 274 bis, a través del 
cual se establece que al dictar una sentencia 
condenatoria se aplicará necesariamente una 
medida de coerción a la persona, por más que 
la condena no se encuentre fi rme.

Sr. Doñate. – La primera razón práctica es 
que se debate la reforma de una ley que todavía 
no ha entrado en vigencia. Es decir, venimos 
haciendo reformas de reformas de reformas, de 
un Código Procesal cuya implementación está 
suspendida desde diciembre de 2015, cuando 
asumió Mauricio Macri.

Una de las razones en las que se fundamentó 
esa suspensión fue que la persona al frente del 
Ministerio Público Fiscal era la doctora Ale-
jandra Gils Garbó, cuestión que denunciaba 
públicamente, en su momento, el propio minis-
tro de Justicia. Le pedían que renunciara para 
poder aplicar el código.

Este proyecto introduce modifi caciones sus-
tanciales. Si bien fue un proyecto que se originó 
en la oposición en el Senado –entre comillas–, 
en realidad, pertenece al ofi cialismo. Origina-
riamente, perteneció al senador Urtubey, pero 
sabemos que surgió de un acuerdo del Senado 
con el presidente Macri.

En primer lugar, el proyecto reduce las ga-
rantías de los ciudadanos y de las ciudadanas, 
sin que esto implique, necesariamente, una 
mayor efi cacia en la persecución del delito; 
en segundo lugar, evidencia una distorsión del 
principio acusatorio; y, en tercer lugar, intro-
duce una clara afectación en el funcionamiento 
del Ministerio Público Fiscal.

Y me voy a detener, en principio, en la gra-
vedad de la reducción de las garantías consti-
tucionales. Un punto central es, como hemos 
dicho desde la oposición, la limitación del 
principio ne bis in idem en la modifi cación del 
artículo 5°. Antes regía la persecución única, 
es decir, nadie podía ser perseguido penalmen-
te ni condenado más de una vez por el mismo 
hecho, y no se podían reabrir los procesos fe-
necidos, excepto en la revisión de las senten-
cias a favor del condenado. Con esta reforma 
solo se deja la primera oración, lo que puede 
dar lugar a un serio riesgo en la reapertura de 
procesos y a que se utilice, por supuesto –como 
viene ocurriendo en estos tres años–, con fi nes 
de persecución político-partidaria.

En este sentido, no puede desconocerse que 
algunos que pugnan por la extensión de la 
doctrina de la cosa juzgada fraudulenta, sigan 
insistiendo con esto, pretendiendo utilizar esta 
herramienta sin respetar ese carácter excepcio-
nal que tiene. Por supuesto, se vulnera la tutela 
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Ayer, justamente, hablamos mucho sobre 
el caso Lucía Pérez y se me ocurrió mostrar 
este ejemplo en relación a las preguntas que le 
hacían particularmente a la testigo o a la peri-
to que exponían sobre la violencia de género 
mientras que los jueces, en lugar de escuchar 
lo que la fi scalía quería que la testigo dijera, 
le empezaron a preguntar y a interrumpir para 
expresar lo que ellos pensaban.

Es de una gravedad realmente preocupante 
esta modifi cación de un código que está sus-
pendido y que ni siquiera en esta propuesta le-
gislativa dice claramente cuándo va a comen-
zar a aplicarse. Es decir que podemos seguir 
durante años modifi cando un código dormido 
que no se aplica hasta que la decisión del pre-
sidente así lo defi na.

Se ha señalado otro grupo de problemas, 
como la afectación al funcionamiento del Mi-
nisterio Público Fiscal, y se interpone el accio-
nar que debe primar en un sistema acusatorio 
en el texto de las modifi caciones.

No tengo más tiempo para hacer observacio-
nes en orden a lo particular pero, por supuesto, 
quiero ratifi car el dictamen de rechazo de todo 
nuestro bloque frente a esta reforma. Como 
dije al inicio de mi exposición, no es ni más 
ni menos que parte de la construcción de esta 
ingeniería judicial de persecución hacia todo 
aquello que ose ser opositor a Mauricio Macri 
en relación con la protección y el blindaje judi-
cial al ofi cialismo de hoy. (Aplausos.)

Sr. Presidente (Gioja). – Tiene la palabra 
la señora diputada Camaño, por Buenos Aires.

Sra. Camaño. – Señor presidente: hice una 
observación al dictamen. Me alegro que hayan 
corregido algunas cuestiones que me parece que 
son de importancia para el texto de la norma.

Me gustaría que los diputados que no es-
tán en tema puedan comprender la dimen-
sión que tiene el tratamiento de este proyecto 
de ley que estamos debatiendo. Estamos ha-
blando del Código Procesal Penal de la Na-
ción, pero además estamos haciendo referen-
cia a todo un procedimiento muy confuso, 
muy enredado.

Aquí se debatió durante largo tiempo, y mu-
chos de los distinguidos colegas han sido tes-
tigos de la necesidad que manifestábamos va-
rios diputados en el sentido de ir a un sistema 

Otras modifi caciones tienen que ver con los 
recaudos. Se modifi ca una propuesta que quita 
la exigencia de que el defensor de confi anza 
del imputado, por ejemplo, esté presente en el 
reconocimiento en rueda de personas, así como 
también la exigencia de que esté el defensor 
de la persona a reconocer. Se suplen estas pre-
sencias con la comparecencia del defensor ofi -
cial de turno. Esta presencia, la del defensor de 
confi anza del imputado, es fundamental para 
controlar el reconocimiento, es decir, para que 
sea realizado de acuerdo a los recaudos que es-
tablece la ley.

La defensa penal efectiva también se ve con-
dicionada por la posibilidad que introduce el 
proyecto de que un testigo pueda declarar en 
ciertos casos, bajo reserva de su identidad.

Otra de las cuestiones graves que nos 
preocupan y por la cual se fundamenta nues-
tro rechazo es que se afectan notoriamente las 
garantías de las personas menores de edad en 
confl icto con la ley penal. Esto lo decimos por-
que se establece que las normas de este código 
serán de aplicación supletoria en los procesos 
seguidos contra las personas menores. En este 
caso, al no existir régimen procesal para el me-
nor, lo supletorio se transforma en regla, con 
lo cual los menores van a regirse a través de 
este código.

Un segundo grupo de problemas que tam-
bién avizoramos y por el cual rechazamos este 
proyecto, se refi ere a la distorsión del principio 
acusatorio, generando exactamente lo opuesto 
a lo que dice que se pretende lograr con este 
proyecto.

El caso es, por ejemplo, el del artículo 264 
por el que se establece claramente que los jueces 
no podrán formular preguntas. Este es un prin-
cipio basal del sistema acusatorio. Justamente, 
lo acusatorio consiste en que el juez le exige la 
verdad al acusador y el proyecto reformula esta 
prohibición. La propuesta que hoy estamos de-
batiendo dice textualmente: “Los jueces no po-
drán formular preguntas directas. Solo podrán 
pedir aclaraciones cuando no hayan comprendi-
do lo expresado por el declarante”.

En defi nitiva, es sabido que la pregunta de 
un juez es aclaratoria. Por ende, abrir esa ven-
tana genera un grave riesgo de que los jueces 
vuelvan a las viejas prácticas.
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dijo la señora miembro informante, del crono-
grama de puesta en vigencia. “Vamos a empe-
zar a hacerlo de a poco”, dijeron. O sea, vamos 
a llevarlo a cabo en aquellos lugares donde los 
actores de la Justicia tengan expertise, ya sea 
porque la Justicia provincial utilice el sistema 
o debido a que se trate de provincias chicas.

En pleno proceso nosotros produjimos una 
serie de leyes, como bien dijo la señora miem-
bro informante, que vinieron a abonar lo que 
supuestamente estaba suspendido, es decir, el 
sistema acusatorio.

De repente el Poder Ejecutivo mandó un 
proyecto de código al Senado y ese código se 
cayó. Les pido que presten atención a lo que 
estoy diciendo porque es grave y nosotros so-
mos responsables. Entonces, desde la comisión 
levantaron el tema y lo pusieron a andar. Ahora 
bien, ¿lo pusieron a andar de cualquier forma 
o diciendo: “Vamos con lo que tenemos”? La 
respuesta es no; metieron la mano.

En algunas cosas podemos estar de acuer-
do. Festejo que en la adenda que aparen-
temente votó el Senado se hayan receptado 
dos observaciones a las me referí, lo cual me 
alivia porque realmente sería grave dejar la 
arbitrariedad en relación con la posibilidad o 
no de fuga real.

Señor presidente: honestamente creo que 
cuando hacemos la revisión de este tipo de pro-
yectos en la Cámara de Diputados damos una 
visión política de la constitucionalidad de las 
iniciativas. Mucho me temo que estemos co-
metiendo algún tipo de abuso legislativo en lo 
que refi ere la Constitución Nacional respecto 
al principio de inocencia. La observación que 
puedo hacer es política y si alguien entiende 
que el abuso es lo sufi cientemente importante, 
seguramente tendrá la posibilidad de acudir a 
la Justicia a fi n de defi nir si es constitucional 
o no.

Creo que hay dos cosas que están medio fl o-
jitas de papeles: esto a lo que recién me refería 
y la real malicia. Lo apunto, nada más.

Me parece que es mucho más importante 
este pequeño caballo de Troya que tan bien 
describió el señor diputado preopinante, que 
tiene que ver con satisfacer la mirada desde la 
corporación judicial. Digo esto pues deja de 
ser acusatorio si nosotros permitimos que en 

acusatorio abandonando el sistema inquisitorio 
en el que el juez es juez y parte en el proce-
so penal, y en el convencimiento de que ir a 
un sistema acusatorio realmente mejoraría las 
condiciones del servicio de Justicia. Yo voy a 
defender este concepto porque efectivamente 
estoy convencida de que es bueno.

Ahora, esto amerita un esfuerzo enorme, 
porque se está dando la acusación en el pro-
ceso nada más y nada menos que al Ministerio 
Público Fiscal.

Imagínense lo que esto signifi ca en el servi-
cio de Justicia de la República Argentina que 
tiene tantos problemas, empezando por algo 
tan chiquito e insustancial como las cuestiones 
edilicias y del personal.

Tenemos el servicio de Justicia enredado en 
una decisión que tomamos y que no tomamos 
en estas Cámaras, porque hay que decirlo con 
todas las letras. Seguramente, en las encues-
tas públicas la Justicia nos está ganando, pero 
nosotros somos responsables cuando votamos 
este tipo de leyes.

En 2014, con una mayoría automática y en 
un tiempo récord de dos semanas se trató el 
Código Procesal Penal y la posibilidad de la 
acusación. Recuerdo que en ese debate estaba 
abrumada porque pensaba cómo podía ser que 
nosotros pudiéramos debatir en tan poco tiem-
po algo tan importante, complejo y que reque-
ría no solo adecuaciones edilicias sino funda-
mentalmente de los agentes que actuaban en el 
servicio de Justicia, que iban a pasar a cumplir 
otros roles. Debatimos el tema en dos semanas, 
decidimos y se cambió el sistema, pero ello im-
plicaba una cantidad de cargos y de dinero que 
debíamos estar dispuestos a invertir para rever-
tir el servicio de Justicia.

Claro, como fue a las apuradas, a las ca-
chetadas y sin consensos, el gobierno anterior 
no lo puso en vigencia. Después de un año y 
medio vino un nuevo gobierno, que tuvo estas 
mismas críticas que yo tuve cuando fui oposi-
ción. ¿Qué hizo? Suspendió. Lo cual me pare-
ció inteligente, en cierto modo, porque induda-
blemente este es un proceso largo.

Ahora bien, se suspendió y se dejó en ma-
nos de la Comisión Bicameral de Monitoreo 
e Implementación del Nuevo Código Procesal 
Penal de la Nación el establecimiento, como 
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recién en 1998 se pudo poner en plena vigen-
cia debido a que hubo que adecuar el sistema 
judicial cordobés y dejar un sistema inquisitivo 
para pasar a un sistema acusatorio.

En consecuencia, esta premura, este apuro, 
esta falta de gradualidad en la implementación 
del sistema es lo primero que nos hace ruido y 
lo que antes que nada tenemos que preguntar-
nos, es decir, cómo va a ser el día de mañana 
cuando entre en vigencia este código con estas 
incorporaciones.

Por supuesto que el sistema acusatorio tiene 
ventajas y aquí se aclararon: la celeridad, la vi-
sibilidad, la transparencia y la igualdad entre las 
partes. A este respecto disiento con algunos de 
los señores diputados preopinantes que dijeron 
que de este modo se vulneran los derechos de la 
víctima. No es así porque esos derechos están 
incorporados, son reconocidos y, por lo tanto, 
tienen igualdad de condiciones.

También se dijo que se achicó la posible 
participación de la víctima. Quiero recordar-
les que nosotros sancionamos la ley que lle-
va el número 27.372, sobre los derechos de 
la víctima, que es de orden público, que está 
por encima de este Código Procesal Penal y, 
en consecuencia, dicha participación no podría 
verse disminuida. A esto hay que agregar que 
el derecho que posee la víctima es constitucio-
nal y no puede reducirse mediante una ley ri-
tual como es el Código Procesal Penal Federal 
que estamos evaluando.

Independientemente de ello, vemos que 
hay cuestiones que también hay que tener en 
cuenta y que no fueron incorporadas en el tra-
bajo de la comisión. Una de ellas se refi ere a 
la integración unipersonal del tribunal. La ley 
establece parámetros acerca de los casos en 
que puede resolver y deja librado a que tan-
to el fi scal como la víctima puedan oponerse, 
pero nos olvidamos de algo muy importante 
que tuvo su correlato en una causa de narco-
tráfi co conocida como “la causa del carbón 
blanco”. En dicho caso, la pena máxima por 
lavado de activos era de trece años, pero la ley 
permite que con una pena de menos de quince 
años se pueda optar por el sistema del tribu-
nal unipersonal, sin tener en cuenta la com-
plejidad de la causa. Este es un aspecto muy 
importante en todo proceso penal y no puede 
quedar librado a la decisión de las partes o del 

el juicio oral el juez pueda intervenir, tal como 
está redactado en el proyecto.

El ejemplo claro es lo que acaba de plantear 
el señor diputado preopinante y lo vemos en la 
práctica. Cuando debatimos la cuestión en las 
reuniones de comisión el caso no estaba, pero 
hoy sí está. Entonces debemos decir: “Cuidado 
con esto que estamos haciendo en el sentido 
de permitir que se formulen preguntas aclara-
torias”.

Nosotros vamos a acompañar el proyecto en 
tratamiento porque honestamente creemos que 
tenemos que resolver este problema en el pro-
ceso penal y hacernos cargo. Acá la responsa-
bilidad se diluye entre 257 señores diputados, 
muchos de los cuales van a venir hoy sin saber 
qué es lo que van a votar. Afuera la responsa-
bilidad la tienen los jueces, pero la sociedad 
tiene que saber que la primera responsabilidad 
está acá adentro y no en los despachos de los 
jueces.

Señor presidente: necesitamos poner en fun-
cionamiento el proceso penal porque es vital 
para tener un servicio de Justicia en serio, acor-
de con lo que decidan los señores legisladores, 
pero atendiendo a la Constitución Nacional. 
(Aplausos.)

Sr. Presidente (Gioja). – Tiene la palabra el 
señor diputado Brügge, por Córdoba.

Sr. Brügge. – Señor presidente: no es un 
tema menor el que estamos tratando, la modi-
fi cación del Código Procesal Penal Federal, tal 
como se lo llama ahora, porque obviamente es-
tamos introduciendo un cambio de paradigma 
dentro de la persecución penal.

En este cambio de paradigma hay que ser 
muy prudente en diferentes aspectos. Primero, 
debemos analizar si el sistema judicial federal 
está preparado para hacer frente a las necesi-
dades, como bien han dicho los señores dipu-
tados preopinantes.

En segundo término, tenemos que conside-
rar el derecho público provincial que ha avan-
zado en esta línea en algunas provincias, pero 
que lo ha hecho en forma gradual y transitoria.

En este sentido, voy a poner como ejemplo 
a la provincia de Córdoba. Nosotros viramos al 
sistema acusatorio en 1991, cuando se sancio-
nó por primera vez el Código Procesal Penal 
provincial e incorporamos este sistema, pero 
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te y en forma fundada y, sobre todo, debe dar 
las causas y motivos por los cuales acusa. La 
acusación no es libre y absoluta como ocurre 
en el sistema norteamericano; nuestro sistema 
tiene reglas, parámetros, límites y, sobre todo, 
garantías constitucionales.

Sr. Presidente (Gioja). – Tiene la palabra el 
señor diputado Kosiner, por Salta.

Sr. Kosiner. – Señor presidente: creo que es 
importante poner en contexto el objeto de esta 
ley que, más allá de algunas dudas o cuestio-
namientos en particular, representa un avance 
en el sistema penal argentino.

Hoy existe una clara demanda de la mayo-
ría de los argentinos en el sentido de que la 
Justicia brinde una respuesta efectiva y rápi-
da a las problemáticas vinculadas con las res-
ponsabilidades producto de un delito. Pero es 
imposible pensar que el Estado pueda dar esa 
respuesta efectiva si no cuenta con un sistema 
procesal moderno, efi caz, rápido y que esté en 
condiciones de dar ese nivel de satisfacción a 
las principales demandas de la sociedad ar-
gentina: la Justicia y la responsabilidad frente 
a un delito.

Paradójicamente, gran parte del contenido 
de esta ley no tiene que ver con la creación de 
nuevas fi guras, sino con un profundo proceso 
de adecuación de normas que este Congreso 
ha dictado con posterioridad a la sanción de 
la ley 27.063. Todas estas nuevas herramien-
tas también han sido producto de muchas de-
mandas sociales, como por ejemplo la fi gura 
del arrepentido, del agente revelador, del in-
formante, la ley de derechos de las víctimas y 
la ley de responsabilidad empresaria. Lo que 
nosotros estamos haciendo hoy es fi nalizar una 
tarea de ensamble y compaginación para que 
la legislación procesal argentina sea armónica 
y funcional.

Es importante recordar que el 4 de diciembre 
de 2014 se aprobó la ley 27.063, que estableció 
el nuevo Código Procesal Penal. En su momen-
to, el actual presidente emitió el decreto 257 del 
año 2015 por el cual se posterga la entrada en 
vigencia de dicha ley. Muchos planteamos nues-
tras dudas e incluso no vimos con buenos ojos 
que el proceso de implementación del Código 
Procesal Penal de la Nación se paralizara. En 
este sentido, creo que es necesario ponernos a 
la altura de todos los sistemas legislativos que 

tribunal, constituido en colegiado o uniperso-
nal, porque estaríamos dejando un vacío que 
preocupa seriamente.

Otro punto que también señalamos en opor-
tunidad de debatir este tema en la comisión 
–que fue mencionado recién– se refi ere al ar-
tículo 5°, sobre la no persecución penal dos 
veces por el mismo hecho, que es una garan-
tía constitucional. Este artículo omite aspectos 
fundamentales que ya están incorporados en 
nuestra jurisprudencia, como la sentencia írrita 
o la cosa juzgada fraudulenta. En este senti-
do, hay trabajos medulosos que recomiendo 
leer, como los de Alejandro Carrió y de Carlos 
Rosenkrantz, en los que se analiza que la cosa 
juzgada no es absoluta –incluso en materia 
penal– cuando se puede determinar que hay 
una cuestión fraudulenta. Esto también es en 
protección de los derechos de la víctima que 
puedan verse afectados en esa línea.

Otro aspecto no menor y al que también se 
hizo referencia es el de la potestad que se le 
otorga al juez para interrogar. Esto es propio 
de un sistema inquisidor, no de un sistema 
acusatorio. Estamos yendo a un sistema mixto 
y ustedes saben muy bien que en ese tipo de 
sistemas las interpretaciones van a depender 
del criterio del juez en el sentido de si se in-
clina por un sistema acusatorio o un sistema 
inquisitivo. Por lo tanto, no me parece feliz 
haber incorporado esta posibilidad. El juez es 
el director del proceso, dirige, no es el encarga-
do de hacer el interrogatorio; el juez conduce 
y establece las pautas y criterios sobre cómo 
debe desarrollarse el proceso, pero no necesa-
riamente tiene que convertirse –como se dijo 
aquí– en juez y parte en el caso de los interro-
gatorios correspondientes.

Entendemos que si bien estamos haciendo 
un avance muy importante con este cambio 
de paradigma de un sistema inquisitivo a un 
sistema acusatorio a nivel federal –que nutre 
sus bases en el derecho público provincial por-
que muchas provincias ya lo desarrollaron–, 
tenemos nuestras serias dudas de que pueda 
implementarse ante esta falta de gradualismo. 
No obstante, el bloque Argentina Federal va a 
acompañar esta iniciativa.

Por otra parte, si bien en el sistema acusato-
rio el juez va a contar con estas potestades que 
le estamos dando, debe usarlas razonablemen-
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también garantizar, durante su aplicación pau-
latina, las partidas presupuestarias pertinentes.

Finalizo mi exposición reiterando lo si-
guiente: llegamos a un punto donde se está re-
cogiendo, a nivel federal, el desafío, el éxito y 
el compromiso de las legislaciones provincia-
les que apostaron a un sistema que es necesario 
en nuestro régimen federal. (Aplausos.)

Sr. Presidente (Gioja). – Tiene la palabra 
la señora diputada Del Plá, por Buenos Aires.

Sra. Del Plá. – Señor presidente: en primer 
lugar, según nuestra comprensión, el eje prin-
cipal de esta reforma se vincula con el sistema 
acusatorio que otorga a la investigación de los 
fi scales una centralidad y una profundidad has-
ta ahora no vistas. Concretamente, tiene que 
ver con el pase del sistema de legalidad a un 
sistema de oportunidad, ya que los fi scales po-
drán decidir qué causas toman y cuáles no, o 
bien si deben armar alguna. Estarán decidien-
do, en defi nitiva, qué delitos serán judicializa-
dos y cuáles no.

Salvo algunas excepciones, se otorga a 
los fi scales un poder enorme y cada vez más 
profundo; esto se traduce como una gran in-
fl uencia del Poder Ejecutivo sobre la Justicia. 
Claramente, hay una tendencia a independi-
zar el Poder Judicial de la soberanía popular. 
Cada vez se la aleja más y más de cualquier 
decisión.

Otro aspecto que debemos destacar es el si-
guiente: la ampliación de ciertos poderes de la 
policía en la fase de instrucción. Por ejemplo, 
se extienden los plazos hasta la elevación de 
las causas, lo que deja todo un tiempo para su 
armado discrecional. Consideremos que esta-
mos hablando de una policía completamente 
cuestionada y acusada del armado sistemático 
de causas, sobre todo aquellas que implican un 
ataque a los derechos fundamentales de jóve-
nes y trabajadores.

Como bien se dijo, hay una amalgama de 
proyectos frente a una reforma del Código 
Procesal Penal que está suspendida. A nuestro 
entender, resulta claro que la democratización 
real de la Justicia solo podrá ser puesta de pie 
por un régimen donde los trabajadores tenga-
mos los resortes de todo el sistema económico, 
político y judicial.

mayor efi ciencia tienen en el mundo, particular-
mente en América Latina, pasando del sistema 
inquisitivo al sistema acusatorio.

Quisiera destacar que así como en su mo-
mento el derecho público provincial argentino 
fue el que marcó el rumbo de la reforma cons-
titucional a nivel nacional, cuando en la década 
del 80 se fortalece este derecho público provin-
cial y son las Constituciones de las provincias 
las que avanzan en muchos institutos que luego 
recoge la nueva Constitución Nacional –como 
el régimen municipal–, también hay que decir 
que el camino que hoy estamos tomando de 
manera defi nitiva para avanzar en un sistema 
acusatorio y dejar el sistema inquisitivo es el 
mismo rumbo que tomó la gran mayoría de 
las provincias argentinas. Nuevamente, fue-
ron las provincias argentinas las que marcaron 
el rumbo en nuestro país y las que tuvieron una 
respuesta mucho más ágil, moderna y concre-
ta al incorporar este sistema acusatorio en su 
legislación.

Hoy, el sistema federal recoge esta experien-
cia exitosa en muchas provincias. Por eso es 
muy importante que se haya cambiado el nom-
bre y hablemos de Código Procesal Penal Fe-
deral, ya que es consecuencia del trabajo que 
las legislaturas provinciales han efectuado.

Además de las normas a las que hice refe-
rencia, resulta fundamental incorporar la legis-
lación vinculada con el control de la acusación, 
la actuación en materia de casación y la efi -
ciencia en la respuesta del Ministerio Público. 
No hay manera de que el sistema acusatorio 
tenga éxito si el Ministerio Público no es efi -
ciente, moderno, ágil y dinámico.

Una cuestión no menor, sobre la que habla-
mos con varios legisladores –quienes repre-
sentan a las provincias–, es pedir al Poder Eje-
cutivo nacional su compromiso en materia de 
apoyo presupuestario. Aunque contemos con 
un Código Procesal Penal Federal diagramado 
en forma exitosa, brillante y efi ciente, es nece-
sario el compromiso presupuestario de todos; 
fundamentalmente, del Estado nacional. Inclu-
so, el informe de la Comisión Bicameral de 
Monitoreo e Implementación del Código Pro-
cesal Penal Federal establece que es necesario 
no solo avanzar en la compatibilización de la 
nueva norma con la legislación vigente, sino 
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bloque Frente de Izquierda y de los Trabajado-
res, seremos consecuentes con aquella postura 
y rechazaremos la aprobación de este proyecto.

Sr. Presidente (Gioja). – Tiene la palabra la 
señora diputada Sapag, por Neuquén.

Sra. Sapag. – Señor presidente: acompaña-
remos esta reforma del Código Procesal Penal 
de la Nación, pero no la aprobación del ar-
tículo 12, ya que para nuestra provincia signi-
fi ca un claro retroceso en materia de derechos 
colectivos de los pueblos originarios.

Estos derechos están reconocidos en la 
Constitución de mi provincia, a lo que debemos 
agregar que la República Argentina adhirió a 
una serie de normas internacionales: el Con-
venio 169 de la Organización Internacional del 
Trabajo, la Declaración Americana sobre los 
Derechos de los Pueblos Indígenas –artículos 
IV, XXXIII y XXXIV–, la jurisprudencia de 
la Corte Interamericana de Derechos Huma-
nos y la Declaración de las Naciones Unidas 
sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas 
–artículo 28–.

Dado que se contrapone con la normativa 
vigente, acompañaremos la votación en gene-
ral del proyecto en consideración, pero no la 
aprobación del artículo 12.

Sr. Presidente (Gioja). – Tiene la palabra la 
señora diputada González Seligra, por Buenos 
Aires.

Sra. González Seligra. – Señor presidente: 
desde nuestro bloque no acompañaremos esta 
reforma procesal que, si bien sufrió algunas 
modifi caciones a raíz del reclamo de los or-
ganismos de derechos humanos, no es menos 
inconstitucional.

Mantiene en esencia los contenidos con los 
cuales fue pensada y elaborada, que tienen que 
ver con incrementar la vigilancia y las atribu-
ciones del Estado sobre las garantías de las 
personas.

Con un discurso tendiente a convencernos 
de que este Código Procesal nos haría salir de 
un sistema judicial de corte inquisitorio para ir 
hacia un sistema más republicano, la miembro 
informante quiere disimular cómo vienen fun-
cionando los sistemas acusatorios provincia-
les, incluso en su propia provincia, Jujuy, don-
de estudiantes que defi enden los bachilleratos 
están ahora siendo criminalizados y enfrentan 

¿Qué planteamos nosotros durante la tran-
sición? La necesidad, cada vez mayor, de la 
elegibilidad de los jueces. Imaginen los seño-
res diputados qué pasaría si los jueces Gómez 
Urso, Carnevale y Viñas tuvieran que someter 
sus fallos y su actuación a la voluntad popular. 
Como se recordará, son los magistrados que 
absolvieron a los femicidas de Lucía.

Resulta claro que no se quiere avanzar en 
instancia real alguna que permita democratizar 
la Justicia; la pretensión es seguir dominando 
al Poder Judicial, no solo desde el Poder Eje-
cutivo sino también desde los intereses econó-
micos, políticos y de los grandes negociados.

Aquí se ha dicho con total tranquilidad que 
con esta norma se procederá a mejorar el acceso a 
la Justicia, razón por la cual tendríamos que dar-
le curso rápidamente. No obstante, advertimos 
que, en realidad, aun puesta en práctica no tendrá 
importancia alguna, dado que el Poder Ejecutivo 
–a través, por ejemplo, del Ministerio de Segu-
ridad– está resguardando aquellas herramientas 
que le permitan cometer las arbitrariedades más 
profundas. Así es como en virtud de la resolución 
956/18, publicada en el Boletín Ofi cial, se habi-
lita la licencia para matar y el gatillo fácil, como 
impulsa la ministra Bullrich.

Ayer a la noche tuvimos prácticamente una 
cadena nacional de funcionarios que defen-
dían lo indefendible ante el rechazo que dicha 
norma provocó en un sector de la población, 
especialmente aquella que es y será víctima 
de la arbitrariedad policial, del gatillo fácil 
y de la represión en las movilizaciones, como 
la que sufrieron ayer nuestros compañeros del 
Polo Obrero. Claramente, tuvieron que salir a 
dar una justifi cación, porque lo que dispone 
la mencionada resolución es lo que estamos 
sufriendo.

Lo único que quieren evitar es la posibilidad 
de que la policía responsable de los asesinatos 
producto del gatillo fácil deba dar alguna expli-
cación en el banquillo de los acusados, como 
ocurre en los sistemas que sistemáticamente 
toman como modelo. Por ejemplo, el que rige 
en los Estados Unidos, donde la policía de ga-
tillo fácil nunca brinda respuesta alguna.

Por las razones expuestas, daremos conti-
nuidad a la posición de rechazo que adoptamos 
cuando se debatió sobre el Código Procesal Pe-
nal. En este caso, desde el Partido Obrero y el 
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gación, sino por el solo hecho de tener senten-
cia condenatoria en primera instancia.

Como también han mencionado otros dipu-
tados, se contempla la posibilidad de juzgar 
dos veces el mismo hecho.

Asimismo, entre las nuevas atribuciones 
que busca esta reforma podemos mencionar, 
por ejemplo, la posibilidad de que un acusado 
pueda ser sometido a rueda de reconocimiento 
sin la presencia de su abogado defensor.

Además, se incorpora algo muy grave, que 
es la fi gura del colaborador o del agente encu-
bierto, que ya en 2016 mi compañera Myriam 
Bregman había rechazado en esta Cámara. En 
estos días hemos tenido la triste noticia –y la 
confi rmación– de que, por supuesto, la política 
de infi ltrar agentes no es exclusiva de este go-
bierno sino también del anterior. Es el caso del 
agente Balbuena, quien durante once años ha 
hecho de periodista infi ltrándose en organiza-
ciones sociales y de derechos humanos.

Esta fi gura del agente encubierto, que sería 
un miembro de las fuerzas de seguridad, esta-
ría nada más ni nada menos que bajo la órbita 
del Ministerio de Seguridad, es decir, de Patri-
cia Bullrich, la misma que en estos días quiere 
avanzar con la legitimación y la legalización del 
gatillo fácil y la disposición de las fuerzas de 
seguridad a matar mediante la utilización de ar-
mas de fuego. Es decir, es parte de la misma po-
lítica de criminalización y de mayor represión.

El último elemento que quiero mencionar se 
vincula con la fi gura de la fl agrancia, que se 
pretende utilizar como recurso a partir de esta 
reforma, lo que nosotros también rechazamos 
como bloque. Lo quiero destacar porque en su 
momento rechazábamos en soledad la utiliza-
ción de la fl agrancia, y después se confi rmó 
que fue utilizada arbitrariamente –como quería 
el gobierno de Cambiemos– en la intervención 
a la Pu Lof y en la persecución a los pueblos 
originarios, en cuya ocasión luego fue desapa-
recido y asesinado Santiago Maldonado.

Por estas razones, rechazamos este intento 
de que el gobierno tenga las manos libres para 
avanzar contra las libertades democráticas, por 
lo que no acompañaremos la iniciativa en con-
sideración.

Sr. Presidente (Monzó). – Tiene la palabra el 
señor diputado Montenegro, por Buenos Aires.

un juicio. Entre esas personas se encuentra una 
compañera nuestra, que es concejala. Se está 
utilizando como herramienta un código pro-
vincial que es casi un paralelo del código fede-
ral que aquí quieren aprobar.

–Ocupa la Presidencia el señor presiden-
te de la Honorable Cámara, doctor Emilio 
Monzó.

Sra. González Seligra. – Por eso, como 
ya planteó mi compañera, desde el Frente de 
Izquierda insistimos en la necesidad de que 
los jueces y fi scales sean elegidos por el voto 
popular, que su mandato sea revocable, que se 
implementen los juicios por jurado y que se 
termine con esta casta que reparte sus fi deli-
dades con el poder de turno, con las fuerzas 
de seguridad e incluso con la embajada de los 
Estados Unidos.

No nos cansamos de decir –como ayer lo 
mencionábamos también alrededor del caso 
Lucía– los privilegios que tiene esta casta que, 
con dietas abultadas, exención del impuesto a 
las ganancias y totalmente alejadas de las ma-
yorías populares, utilizan su poder justamente 
para cometer arbitrariedades contra el pueblo 
pobre.

Se ha dicho que este Código Procesal estará 
también en el marco del futuro Código Penal, 
que no hace más que buscar el aumento de la 
criminalización de la protesta social. Por eso 
también rechazamos este código.

En una muestra de un gran cipayismo, esta 
reforma fue presentada por su autor, Borinsky, 
en el Departamento de Justicia de los Estados 
Unidos, siendo él juez y becado. Es decir que 
más allá del debate en la comisión bicameral, 
quien está detrás de todas las reformas que el 
gobierno impulsa, con Justicia 2020, es el pro-
pio Departamento de Justicia de los Estados 
Unidos.

Como aquí se ha dicho, no acompañaremos 
este intento de legalizar los ejércitos de infi ltra-
dos ni la implantación de pruebas, que es algo 
que ya sabemos que en nuestro país se viene 
haciendo y cuya legalización se busca con esta 
reforma.

Aquí se habló de la mayor habilitación de 
las prisiones preventivas, no solo ante el peli-
gro de fuga o de entorpecimiento de la investi-
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que se pueda mostrar esa película que se quiere 
recrear durante el proceso penal.

Considero que no permitir un claro avance 
en esta posición para que la Justicia cuente con 
las herramientas necesarias a efectos de que el 
proceso sea veloz, igualitario, rápido, y en de-
fi nitiva, justo, implica no entender cuáles son 
las distintas evoluciones que incluso tuvieron 
las propias provincias de nuestro país para po-
der llegar a ese punto.

Me sorprende que sigamos discutiendo este 
tema. Lo estamos haciendo desde el año 1985. 
No tenemos que discutirlo más. Debemos 
otorgar las herramientas necesarias para que 
el sistema empiece a funcionar mejor. Pro-
bablemente sea perfectible. Cuando advierto 
que hay una discusión en cuanto al presupues-
to, entiendo que esa discusión la tenemos que 
dar, pero debemos arrancar. Si seguimos di-
ciendo que vamos a empezar la discusión y no 
lo hacemos de una buena vez, lo que estamos 
logrando es que quienes más problemas tie-
nen queden más lejos de la Justicia, porque 
en defi nitiva no van a estar representados de 
la manera en que lo estarían con este tipo de 
sistema que se propone.

Entonces, yo no tengo ninguna duda de que 
esta es una herramienta absolutamente nece-
saria, y si hay cuestiones perfectibles se irán 
viendo durante el proceso, como permanente-
mente se hace con todo lo que tiene que ver con 
los códigos de forma.

En consecuencia, no tengo ninguna duda de 
que tenemos que avanzar en este punto, y en 
ese sentido quería dejar constancia de mi opi-
nión. (Aplausos.)

Sr. Presidente (Monzó). – Tiene la palabra 
la señora diputada Carrizo, por la Ciudad Au-
tónoma de Buenos Aires.

Sra. Carrizo (A. C.). – Señor presidente: 
desde el bloque Evolución vamos a acompa-
ñar este proyecto, pero también quiero hacer 
algunas refl exiones en atención a lo interesante 
que ha sido el debate de hoy en la Cámara de 
Diputados.

Aquí se habló de los plazos en la Argentina, 
y también se mencionó ese aspecto en torno de 
la cuestión de los desafueros. Me parece que 
es una deuda que tiene sobre todo la Cámara 
de Diputados, porque cada vez que tenemos un 

Sr. Montenegro. – Señor presidente: consi-
dero importante aclarar varias cuestiones.

La discusión entre sistema acusatorio y sis-
tema inquisitivo, en nuestro país, la recuerdo 
desde que entré en la facultad, en el año 1981.

En el año 1983 teníamos un sistema acusato-
rio e inquisitivo claro, dentro del régimen pe-
nal, y hubo una modifi cación que dio lugar al 
régimen que hasta hoy se está utilizando en la 
Justicia nacional en la Ciudad de Buenos Aires 
y en la justicia federal de todo el país, que cla-
ramente quedó a mitad de agua. Se estableció 
una primera etapa inquisitiva y una segunda 
etapa acusatoria. En la primera etapa, el juez 
ordena una serie de medidas que, según uno 
entiende, deben ser dirimidas por el fi scal, por 
el sistema acusatorio puro. Y la verdad es que, 
según recuerdo, en un momento dado hasta es-
pecialistas nuestros fueron a explicar a Chile 
cómo tenía que hacerse este sistema, y mien-
tras en ese país el tema ya se ha terminado, 
nosotros lo seguimos discutiendo.

Cuando en 1993 era fi scal, me decían que 
estaba a punto de salir el Código Procesal que 
daría poder a los fi scales. Al parecer, había una 
parte de la población que no quería darle poder 
a los fi scales; ahora escucho que se objeta que 
se dé poder a los jueces para que aclaren algu-
nas preguntas. Esto es algo que me parece raro, 
porque el hecho de que un juez pueda formular 
preguntas aclaratorias me parece importante.

También me parece importante que existan 
las distintas partes como para poder determi-
nar si esas preguntas están dirigidas de alguna 
manera a que el juez pueda tomar una posición 
o no, y si el juez pasa a ser parcial, serán las 
partes las que tomen la medida que deberá lle-
varse adelante.

Por otra parte, hay una cuestión que tiene 
que ver con los tiempos y que me parece que 
es muy clara. El sistema acusatorio permite la 
inmediatez de la prueba. ¿Qué es lo que uno 
trata de hacer en un proceso penal? Lo que se 
intenta es recrear lo que pasó. La verdad de lo 
que ocurrió es una sola; no hay dos verdades. 
Lo que el juez intenta es recrear lo que ocurrió 
por medio de distintos sistemas que los legisla-
dores le vamos a dar para que desarrolle duran-
te un proceso penal. Serán el fi scal y la defensa 
los que busquen los distintos elementos para 
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Sra. Nazario. – Señor presidente: quiero 
pedir autorización para insertar mi discurso en 
el Diario de Sesiones. Solamente quiero agre-
gar que voy a votar a favor de este proyecto 
de ley, y en el tratamiento en particular voy a 
votar en contra de los artículos 12 y 14, porque 
considero que atentan contra los derechos de 
los pueblos originarios.

Sr. Presidente (Monzó). – Se va a votar 
nominalmente en general el dictamen de ma-
yoría de la Comisión de Legislación Penal 
recaído en el proyecto de ley en revisión del 
Senado por el que se modifi ca el Código Pro-
cesal Penal de la Nación, ley 27.063, Orden 
del Día N° 235.

–Se practica la votación nominal.

–Conforme al tablero electrónico, sobre 
195 señores diputados presentes, 134 han 
votado por la afi rmativa y 55 por la nega-
tiva, registrándose además 3 abstenciones. 
No se ha computado el voto de 2 señores 
diputados.

Sr. Secretario (Inchausti). – Han votado 
134 señores diputados por la afi rmativa y 55 
por la negativa. Además se registraron 3 abs-
tenciones.* (Aplausos.)

Sr. Presidente (Monzó). – Las abstenciones 
fueron cuatro.

En consideración en particular.
Tiene la palabra la señora diputada Burgos, 

por Jujuy.
Sra. Burgos. – Señor presidente: anticipé 

que no se iba a aceptar ningún tipo de modifi -
caciones. Por lo tanto, propongo que se pase a 
votar en particular en forma conjunta el articu-
lado propuesto.

Sr. Presidente (Monzó). – Se va a votar en par-
ticular, en forma conjunta, los artículos 1° a 67.

–Resulta afi rmativa.

–El artículo 68 es de forma.

Sr. Presidente (Monzó). – Queda defi nitiva-
mente sancionado el proyecto de ley.**

Se comunicará al Poder Ejecutivo y de dará 
aviso al Honorable Senado.

*. Véase el Acta N° 2 de votación nominal en el Apéndice. 
(Pág. 395.)

**. Véase el texto de la sanción en el Apéndice (Pág. 183.)

caso de desafuero no tenemos criterios, ya que 
los criterios políticos siempre son gelatinosos.

Me parece interesante el desafío que nos 
planteó el presidente del bloque del Frente 
para la Victoria. Es verdad, ellos tienen una 
posición muy bien tomada con respecto a los 
plazos. El punto es que si solo se dispone el 
desafuero cuando hay condena fi rme, segui-
mos con el tema de los plazos, porque en la 
Argentina nunca hay condena fi rme; los tiem-
pos son inconmensurables.

Este proyecto avanza en algunas herramien-
tas para poder visibilizar y controlar la corrup-
ción estructural en la Argentina. Pero me pare-
ce que siempre llegamos tarde y vamos por los 
márgenes.

Desde Evolución hemos presentado hace 
dos años un proyecto en la línea que existe en 
Europa, porque no es solamente en la Argenti-
na donde hay corrupción. Hoy vamos a tratar 
–y también es un gran debate que queremos 
dar y no sabemos si hay acuerdo– el tema del 
control de las barras bravas en los clubes de 
fútbol. Ahí se dice que se quiere crear un ré-
gimen especial para delitos colectivos, y tam-
bién se habla del tema de la corrupción. Pero 
les digo una cosa: el proyecto que nosotros te-
nemos va en la línea que están trabajando las 
democracias contemporáneas, con control de 
plazos. ¿No podemos, justo ahora que estamos 
debatiendo el Código Procesal Penal de la Na-
ción, incluir un régimen especial que tenga una 
velocidad determinada para todos los casos de 
delitos contra la administración pública?

Esto es lo que se está debatiendo hace dos 
o tres años en Europa, y la verdad es que en 
nuestro país siempre llegamos tarde. Hace 
cuatro años que estamos tratando de establecer 
los parámetros de implementación de lo que se 
votó en 2014. Celebro que haya avances, pero 
siempre estamos por los márgenes. Me parece 
que nos falta visión para poder sincerarnos en 
el debate y mirarnos a nosotros mismos.

Entonces, demos esos debates en particular 
que tienen que ver con los saltos hacia delante 
cuando no tenemos los parámetros fi rmes so-
bre lo que queremos controlar desde la Cámara 
de Diputados de la Nación.

Sr. Presidente (Monzó). – Tiene la palabra 
la señora diputada Nazario, por Córdoba.
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das al viejo código, vigente hasta que se comenzara a 
implementar el nuevo, como por ejemplo las leyes de 
fl agrancia, de ejecución de pena, de unicameralidad y 
unipersonalidad, de responsabilidad penal de personas 
jurídicas, del arrepentido, de técnicas especiales de in-
vestigación y de víctimas, entre otras. Hoy es momen-
to de armonizar dichas leyes con un nuevo código.

La reforma está orientada a modernizar los mecanis-
mos de persecución penal de los delitos federales. Ade-
más incorpora, con dicho objetivo, herramientas para la 
investigación de ilícitos complejos como el narcotráfi -
co, hechos de corrupción, trata de personas y crimen or-
ganizado en general. Se pasa de un sistema inquisitorio, 
en el que el juez instruía y juzgaba de manera activa, a 
uno acusatorio, lo cual implica que los fi scales asuman 
un rol mucho más importante en el que conducen y di-
rigen las investigaciones. Además, son quienes fi jan el 
objeto sobre el que versará el debate.

También incorpora nuevos sistemas de administración 
de justicia con la gestión electrónica, la incorporación de 
tecnología y la toma de decisiones en audiencias orales y 
públicas. Se intenta modernizar los procesos, lograr que 
sean más rápidos, sencillos y transparentes e investigacio-
nes efi caces para el juzgamiento de los delitos y la protec-
ción de los intereses de la sociedad, poniendo a la víctima 
en el centro del proceso.

Debemos recordar que en el año 2014 se intentó 
una reforma que luego fue suspendida en 2015 por 
ser incompleta. Hoy está más que claro que existe una 
necesidad de cambiar de paradigma en el servicio de 
la Justicia. Cambiar el sistema mejoraría este servicio, 
por empezar, transfi riéndole las facultades al Ministe-
rio Público desde algo tan mínimo como lo edilicio o 
el personal.

Por las razones expuestas, deseo apoyar con toda 
seguridad la modifi cación del Código Procesal Penal 
de la Nación.

3

INSERCIÓN SOLICITADA POR EL SEÑOR 
DIPUTADO NACIONAL FILMUS

Creación de una contribución extraordinaria
sobre el capital de cooperativas y mutuales

de ahorro, de crédito y/o fi nancieras,
de seguros y/o reaseguros

Las cooperativas y mutuales han demostrado ser 
actores importantes en la generación de fuentes de 
trabajo y riqueza en la Argentina. El desarrollo de la 
producción de bienes y servicios de estos sectores 
fortalece la economía nacional, dado el fuerte arraigo 
territorial de sus prácticas, potenciando los recursos 
presentes en los territorios. Estos procesos se logran a 
través del trabajo asociativo entre personas y usuarios, 
en las comunidades y entre las empresas sociales.

1

INSERCIÓN SOLICITADA POR LA SEÑORA 
DIPUTADA TUNDIS

Creación del Programa Cédula
Escolar Nacional

Con motivo del debate sobre la creación del Pro-
grama Cedula Escolar Nacional (CEN) en el ámbito 
del Ministerio de Educación, Cultura, Ciencia y Tec-
nología de la Nación, deseo dar mis consideraciones 
sobre el tema.

Ya han dado las explicaciones técnicas y legales 
del caso mis colegas y compañeros de bloque, por lo 
que quiero manifestar mi voto afi rmativo basada en la 
gran importancia que reviste la temática en cuestión 
para el futuro desarrollo, crecimiento y evolución de 
nuestro querido pueblo argentino, pudiendo de esta 
manera ayudar a garantizar el derecho constitucional 
a la educación mediante la inclusión de niños, niñas y 
adolescentes en edad de escolaridad obligatoria, en el 
marco de las leyes 26.206, 25.326, 26.061 y 23.849.

Tal como lo establece la normativa que se pretende 
sancionar, considero que nos va a permitir identifi car 
mediante registros claros y actualizados aquella pobla-
ción en edad de escolaridad obligatoria que se encuen-
tra fuera del sistema educativo, así como también pre-
venir y actuar para evitar el riesgo de deserción escolar.

Otro punto fundamental que se pretende lograr con 
la sanción del presente proyecto de ley es identifi car 
y actuar en consecuencia para que se cumplan con los 
controles de sanidad y plan de vacunación obligato-
rios. Es una gran y noble tarea que va a permitir que 
los equipos interdisciplinarios destinados a tal fi n de-
sarrollen estrategias para que intervengan las familias 
y comunidad en su conjunto para lograr concientizar a 
la población en general.

Por las razones esgrimidas, voto por la afi rmativa 
para que se sancione el presente proyecto con fuerza de 
ley; ya que la educación y el conocimiento constituyen 
un bien público y un derecho personal y social que tie-
ne que ser garantizado por el Estado, debiendo ser una 
prioridad nacional para lograr una sociedad más justa.

2

INSERCIÓN SOLICITADA POR LA SEÑORA 
DIPUTADA TUNDIS

Modifi cación del Código Procesal
Penal de la Nación

Con motivo del debate sobre la modifi cación del 
Código Procesal Penal de la Nación, deseo dejar sen-
tada mi postura al respecto.

Durante los años 2016 y 2017 se fueron sancionan-
do leyes de procedimiento, que iban siendo incorpora-

III. INSERCIONES
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miento de los transportes e instalaciones afectadas a 
los mismos”.

De esta forma se está mezclando materia contra-
vencional con penal. Es casi un código penal nuevo; 
en realidad, es mayormente un código contravencio-
nal nuevo.

Deseo comentar que en el proyecto se incluyen fi -
guras tan abiertas que devienen en inconstitucionales. 
En este sentido, en el artículo 11 hay muchas referen-
cias tales como “camino a” o “antes de”, sin quedar 
claro a qué se refi ere, cuánto es “antes de”, cuándo es 
con precisión la situación de “hacia o desde los esta-
dios, con motivo o en ocasión del espectáculo futbo-
lístico”.

Las penas son altísimas, como si más pena fuera 
igual a mayor efectividad. La mayoría de ellas superan 
los tres años. Las escalas y criterios no son coheren-
tes o hacen distinciones incomprensibles. Tampoco se 
miden las consecuencias de la pena ni se las toma en 
cuenta, salvo cuando les queda cómodo.

Por ejemplo, el artículo 15 del proyecto pone un ac-
cesorio de pena de inhabilitación para ocupar cargos 
públicos, o el artículo 16 pone accesorio de concurrir 
a un lugar en el horario del partido “del equipo con el 
que se encontraren identifi cados”. Luego, casualmen-
te, fi ja “inhabilitación por hasta el doble de tiempo de 
la condena para desempeñarse como protagonista u 
organizador”. ¡Dios sabe cómo el Estado va a contro-
lar esto, o cuál sería la pena, haciendo graciosamente 
la excepción, si el afectado fuera jugador de fútbol!

Se adelantan penas al establecer que, en caso de 
procesamiento por alguno de los delitos de la ley, el 
juez “debe” prohibir el acercamiento a las canchas 
mientras dure el proceso.

No se regula nada con respecto a la sanción admi-
nistrativa. Es decir que no establece ningún procedi-
miento para las sanciones de inhabilitación adminis-
trativa o recurso alguno administrativo, ni siquiera 
delega esta facultad en las provincias.

Esta sanción tampoco tiene un tope. ¿Podría ser 
inhabilitación de ingreso por y para siempre? Obvia-
mente, si no dice nada, estimamos que podrá aplicarse 
la ley de procedimiento administrativo, pero esto no 
resuelve la falta de claridad para una pena de este tipo.

Con respecto a la sanción administrativa, ¿será fe-
deral? Ahora bien, no se comprende por qué la misma 
ley generaría una serie de delitos comunes –no se es-
tablece la competencia federal en el tema–, pero a la 
vez federaliza el control de la concurrencia al estadio.

Acá estamos ante incoherencias, también inconsti-
tucionales. La seguridad es un tema de las provincias 
y mucho más en algo totalmente local como un parti-
do de fútbol.

¿Qué sucederá con la ley 23.184 sobre régimen 
penal y contravencional para la violencia en espec-
táculos deportivos? No se toca nada de aquella ley, 
cuando evidentemente hay una superposición dado 

ciento en el primer año y de 3 por ciento en los si-
guientes.

8

INSERCIÓN SOLICITADA POR EL SEÑOR 
DIPUTADO RAMÓN

Registro Nacional de Barrios Populares
en Proceso de Integración Urbana

El proyecto en tratamiento propone modifi car el lis-
tado de barrios incluidos en la ley de expropiación de 
barrios para su regularización.

Se argumenta que el listado que se aprobó está ba-
sado en una lista de relevamiento. La ley original no 
hizo un listado sino que tomó un relevamiento exis-
tente que se fue actualizando durante el tratamiento 
del proyecto. De este modo se suman 200 barrios 
más al listado, pero aquí está faltando el cálculo pre-
supuestario; esta falla también existía en el proyecto 
original.

9

INSERCIÓN SOLICITADA POR EL SEÑOR 
DIPUTADO RAMÓN

Modifi cación del Código Procesal Penal
de la Nación

Con respecto al proyecto en tratamiento debo decir 
que no solo no tiene dictamen sino que, además, gene-
ra una gran cantidad de delitos nuevos, agrava penas 
a niveles muy altos e imposibilita que se solicite la 
probation.

De este modo, se generan delitos de todo tipo, por 
ejemplo, desde mero peligro –peligro de avalancha, 
de entorpecer o difi cultar el transporte público–, hasta 
de portación de objetos, ocultamiento, asociación, et-
cétera. También tiene viejos conocidos –los trapitos– 
que terminan con penas de hasta tres años.

Quiero que se entienda la idea: sacar todos los me-
dios de fi nanciamiento y penar gravemente los com-
portamientos asociados.

Deseo referirme a los problemas que se generan. 
Las leyes penales de urgencia no son una respuesta 
útil. No podemos seguir aprobando leyes penales por 
urgencias del momento. Aquí no se ha hecho ningún 
análisis de la situación actual, de las falencias de la 
aplicación de la ley 23.184 o de las medidas que tomó 
el Estado Nacional para su efectiva implementación; 
mucho menos ha existido un informe claro que justifi -
que el dictado de la norma.

Que exista un problema no quiere decir que la solu-
ción sea el dictado de una ley penal que agrave fuerte-
mente todas las penas, que genere nuevas penas y que, 
además, tipifi que penalmente comportamientos total-
mente menores. Por ejemplo, el artículo 11 menciona 
“al que, sin crear una situación de peligro común, im-
pidiere, estorbare o entorpeciere el normal funciona-
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sin que haya control serio; no podemos conocer si de 
verdad son tan buenas o no.

Para poder controlar efectivamente debemos tener 
en claro que, en nuestro mercado, tenemos proveedo-
res de un lado y consumidores del otro.

Ya generamos la categoría de pymes y mipymes, un 
eje que depende de la posibilidad de coacción al más 
débil y de sometimiento al más fuerte (proveedores 
grandes).

Si empezamos a tener estos grises incontrolados, 
luego parece que todo es lo mismo, y los sistemas de 
estímulo y castigo se pierden y vuelven más inútiles.

Este tipo de políticas, termina siendo, en la práctica, 
otra retirada del Estado, dejando en manos de los pri-
vados que cuiden el bien común, situación que nunca 
se da efectivamente: si los privados quieren cuidar el 
bien privado, pueden hacerlo sin estas leyes.

Las leyes no son para los fuertes, son para los débi-
les; las leyes tienen su propia fuerza para defenderse.

11

INSERCIÓN SOLICITADA POR EL SEÑOR 
DIPUTADO RAMÓN

Creación del Programa Cédula Escolar Nacional

Sostengo sobre este proyecto que tiene dos puntos 
fuertes que hacen inviable su aprobación. Uno de ellos 
es el avasallamiento de la autonomía de las provincias 
y de la CABA.

Hay en el proyecto una directa violación al federa-
lismo instituido en nuestra Constitución Nacional, en 
estrecha vinculación con la violación a lo establecido 
en los artículos 113 y siguiente de la Ley Nacional 
de Educación, 26.206; el gobierno y administración 
del sistema educativo nacional como responsabilidad 
concurrente y concertada del Poder Ejecutivo nacio-
nal y de los poderes ejecutivos de las provincias y del 
Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

Para dar cumplimiento a dicha concertación, así 
como a la unidad nacional y el federalismo, se crea un 
organismo de concertación de la política educativa na-
cional que es el Consejo Federal de Educación (CFE).

Es en el marco del CFE que debe discutirse y con-
ciliarse cualquier tipo de medida como la sugerida por 
el proyecto.

No se debe creer que esta sea una cuestión menor. 
De convertirse en ley este proyecto, se pasarían por 
alto las experiencias y estrategias existentes en los 
niveles jurisdiccionales para disminuir la deserción 
escolar, así como todas las estructuras de profesio-
nales dependientes de las provincias y de la CABA 
que trabajan en contacto directo con niños, niñas y 
adolescentes, en las escuelas de todo el país con este 
objetivo.

Otra consecuencia no deseable es la centralización 
de políticas y acciones en el gobierno nacional, en de-

que la ley citada es para todos los espectáculos y la 
que estamos tratando es para los de fútbol exclusiva-
mente. Además, hay contradicción entre los mismos 
tipos penales porque tiene regulación sobre violencia, 
grupos, directivos, ingreso con objetos ocultos, dis-
turbios, prohibiciones de ingreso como accesorio a la 
pena, etcétera.

10

INSERCIÓN SOLICITADA POR EL SEÑOR 
DIPUTADO RAMÓN

Ley de Sociedades, Sociedades de Interés
y Benefi cio Colectivo (IBC)

Sobre este proyecto debo decir que propone crear 
un nuevo tipo de sociedad, pero es laxo; no existen 
mecanismos de control sobre los supuestos fi nes so-
ciales, ni se permite el control externo, ni público ni 
privado y no dice qué benefi cios tendría. Todo esto 
hace a la ley bastante inútil, e incluso peligrosa, ya 
que podría derivar en una mecánica de estímulo de 
empresas arbitraria y sin control.

Los problemas que he detectado son:
Falta de control externo: no hay mecanismo algu-

no de control externo de las actividades de interés 
social de estas empresas “mixtas”. No se permite el 
control de la sociedad civil ni se aclara la posibilidad 
de control del Estado. Apenas se determina la necesi-
dad de hacer un informe anual, sin aclararse su con-
tenido ni establecer mecanismos de control externos.

Se fi ja, por ejemplo, la necesidad de “tomar en 
cuenta para la toma de decisiones” ciertas consecuen-
cias, pero luego no hay manera de controlar que sea 
así, ni reglamentación sobre la graduación.

Otro mecanismo de “control” es la publicidad del 
informe y que debe tener la fi rma un “profesional in-
dependiente matriculado especializado en los ámbitos 
en los que se pretende lograr impacto positivo social 
y ambiental”.

La sanción es la pérdida de la condición de IBC, 
pero no cómo se evalúa esto, ni quienes evaluarán (se 
asume que el registro local).

Falta de utilidad: la ley tiene dos “benefi cios”, uno 
es que se pueda evaluar que estas empresas ingresen 
en el Programa Nacional de Desarrollo de Proveedo-
res de la ley 27.437 (básicamente estímulo a la con-
tratación con el Estado y promoción en el extranjero, 
pero nada concreto), y la otra es el uso del nombre.

Generación de una categoría de empresa más res-
ponsable, legitimación social y falta de control: el 
principal problema de estas políticas es que dismi-
nuimos los controles, a la vez que generamos legiti-
mación social para las empresas que entren en estas 
categorías.

Cuando una empresa se legitima de esta manera, 
luego es más difícil controlarla o aplicar los mecanis-
mos existentes; se bañan de bondad. Este baño, se da 
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igualdad real de oportunidades y de trato y al de pleno 
goce y ejercicio de los derechos por parte de niños y 
adolescentes.

Durante largos años pecamos de creer que el pro-
blema educativo era únicamente presupuestario. Ese 
simplismo de ponerle un precio, un valor pecuniario, 
a la carencia educativa lo estamos pagando aún en la 
actualidad con un sistema que tiene recursos, pero con 
resultados opacos y una inequidad territorial lacerante. 
La educación requiere de inversión, pero es mucho más 
que inversión: es planifi cación, es análisis de informa-
ción, es organización, es evaluación y es adaptación de 
un Estado que tiene el desafío de formar para igualar 
y liberar. Hoy estamos dando un paso en este sentido.

La iniciativa que hoy vamos a sancionar es una 
herramienta extraordinaria para quienes desarrollan 
políticas públicas y constituye un recurso de valor 
para un Estado que debe recuperar la importancia de 
la planifi cación como paso fundamental para obtener 
resultados.

Por las razones expuestas, adelanto mi voto positi-
vo al presente proyecto.

17

INSERCIÓN SOLICITADA POR LA SEÑORA 
DIPUTADA NAJUL

Modifi cación del Código Procesal Penal
de la Nación

El proyecto en tratamiento no debe leerse como una 
mera reforma o un remiendo aislado, sino más bien 
como una de las etapas culminantes de un proceso 
transformador iniciado hace años por el gobierno an-
terior.

El primer aspecto a destacar es la incorporación al 
Código de las leyes de procedimiento sancionadas en 
los últimos años. Asimismo, en materia procesal, se-
guimos avanzado en un ordenamiento general y pro-
fundo de nuestro marco jurídico. Este no es un dato 
menor. Por citar solo un ejemplo, el paquete de leyes, 
decretos y resoluciones que guía nuestra conducta im-
positiva suma un parche tras otro. Por ello, en este 
caso y en tantos otros, nos debemos un debate para 
revisar y armonizar estas normas.

Podemos encontrar artículos fundamentales que re-
fl ejan la transición hacia un proceso penal de tipo acu-
satorio. Al respecto, en Mendoza estamos viviendo 
nuestra propia reforma judicial ya que en poco más de 
tres años logramos refundar el sistema judicial, dotán-
dolo de la modernidad y la celeridad necesarias para 
funcionar en los tiempos que vivimos.

Un punto clave en este sentido es la oralidad y la 
simplifi cación de los procesos. La desburocratización 
del sistema judicial –inteligente y paulatina– signifi -
ca, indudablemente, contar con un servicio de justicia 
más efi ciente y cercano a la ciudadanía. En mi provin-
cia ya estamos viendo cómo, en casos como acciden-

mación de ciudadanos, que los niños, niñas y jóvenes 
cuenten con conocimientos aplicables para desarro-
llarse individual y colectivamente. La otra, condición 
sine qua non para que el sistema pueda luego enfocar-
se en métodos, herramientas y medios, es que la edu-
cación universal en la letra sea también universal en la 
práctica, es decir que la permanencia de niños, niñas y 
adolescentes en el sistema educativo esté garantizada.

Es allí donde reside el aporte sustancial del proyec-
to que hoy estamos tratando. Se trata de una herra-
mienta novedosa para facilitar el seguimiento de la 
trayectoria escolar y evitar que la salida de los chicos 
del sistema se naturalice como parte del funciona-
miento del mismo.

En tiempos en los que la digitalización de la infor-
mación es ampliamente reconocida como una condi-
ción necesaria para efi cientizar la administración de 
recursos y facilitar la gestión, particularmente en el 
ámbito público, contar con la cédula escolar permi-
tirá a la vez avanzar en aspectos sociales, educativos 
y sanitarios. Ilustrativamente, permitirá diseñar polí-
ticas públicas con la luz prendida y no a ciegas, sin 
información o con información incompleta, sesgada 
e insufi ciente.

Es por esto que considero que esta iniciativa no solo 
es una buena propuesta para fortalecer la idea de la 
universalización educativa, sino también para facilitar 
el diseño de políticas públicas educativas.

Es cierto que la administración de la gestión educa-
tiva se ha federalizado en la Argentina, pero tan cierto 
como ello es que en un país federal, que más allá de 
su organización jurisdiccional tiene un sentido de uni-
dad, contar con una plataforma uniforme introducida 
a nivel nacional aportará para reducir brechas que hoy 
son evidentes entre distintas provincias.

La inequidad territorial es uno de los problemas de 
fondo de nuestro país. El hecho de que existan dife-
rencias siderales entre estudiar en una jurisdicción u 
otra habla de la falta de norte colectivo, de muchos 
años donde las provincias entraron en el perverso jue-
go del “sálvese quien pueda”, arrastrando a aquellas 
regiones con menos recursos económicos e institucio-
nales a una degradación profunda en la que la educa-
ción no fue la excepción.

La iniciativa que hoy estamos tratando cuenta, 
además, con el marco de tratados internacionales en 
materia de niñez y adolescencia, derechos humanos 
y educación que nos comprometen como país. Caben 
resaltar, entre otros, la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos, compromiso que adquirimos con 
rango constitucional; el Pacto Internacional de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales, y la Conven-
ción sobre los Derechos del Niño.

Además, más allá de este marco supranacional, es-
tamos legislando en el sentido de derechos reconoci-
dos y compromisos asumidos como Estado en nuestra 
propia Carta Magna. Concretamente, estamos instru-
mentando un nuevo medio para acercarnos al ideal de 
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El ausentismo y el bajo rendimiento escolar son los 

indicadores y antecedentes primarios de la deserción 
escolar y del fracaso escolar. Esto es evitable con el 
sistema de alarmas previsto en este programa.

Todos advertimos que nuestro sistema educativo no 
puede dar respuesta a las altas tasas de deserción y 
abandono escolar adolescente. Repito que si no baja-
mos estos índices iremos cada vez más rápido hacia 
una sociedad altamente profesionalizada porque nues-
tros jóvenes pierden día a día no solamente la posibi-
lidad de encontrar un trabajo de calidad, sino también 
de insertarse en el mundo laboral.

La herramienta más importante de cambio de una 
persona, de un pueblo o de una Nación, es sin dudas la 
educación. La educación nos iguala, nos genera opor-
tunidades y nos enriquece como persona y sociedad.

Este proyecto de ley signifi ca otro avance de los 
tantos que tenemos que hacer para que nuestros niños 
concurran a las escuelas y estén integrados al sistema 
de salud. Ellos deben desarrollarse integralmente para 
tener igualdad de oportunidades.

Tenemos que fi jarnos la meta certera de la inclusión 
con calidad educativa y que esta sea una política de 
Estado innegociable.
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INSERCIÓN SOLICITADA POR EL SEÑOR 
DIPUTADO NANNI

Modifi cación del Código Procesal Penal
de la Nación

Estamos a punto de aprobar una ley muy esperada 
para combatir la delincuencia y la seguridad que tanto 
preocupan a nuestro país. Hemos discutido mucho la 
reforma del Código Procesal Penal. Digo que es tan 
esperada porque el nuevo sistema incorpora y compa-
tibiliza varias leyes sancionadas durante los últimos 
años en este recinto tendientes a agilizar la adminis-
tración de justicia.

Esta reforma está orientada a modernizar los meca-
nismos de persecución penal de los delitos federales, 
incorporando herramientas para la investigación de 
ilícitos complejos como el narcotráfi co, los hechos de 
corrupción, la trata de personas y el crimen organi-
zado. La iniciativa busca adaptase a los tiempos que 
vivimos.

La reforma recepta las leyes oportunamente sancio-
nadas de fl agrancia, responsabilidad penal empresaria 
y arrepentido, entre otras.

Traduciendo este debate al llano, estos avances son 
los que hoy nos permiten abandonar el régimen inqui-
sitivo y encaminarnos al sistema acusatorio.

A riesgo de ser repetitivo, reitero lo señalado acer-
ca de que este Código mejorará la transparencia, ase-
gurará las garantías del debido proceso legal y, sobre 
todo, agilizará nuestro sistema penal. En este sentido, 
debemos tener muy presente que si hay una deuda que 

tes de tránsito, el sistema y los funcionarios judiciales 
actúan de otra manera, garantizando una resolución 
tanto concienzuda como rápida.

Como siempre digo, en nuestra Argentina tan diver-
sa la implementación de importantes modifi caciones 
normativas de este tipo implica un desafío tan grande 
como su misma elaboración.

Colegas legisladores, asumamos el rol de informar 
y transmitir preocupaciones e inquietudes en cada una 
de las provincias del país. Una vez más, estamos dan-
do un paso fi rme hacia una Argentina con institucio-
nes sólidas y modernas.

Por estas razones voto por la afi rmativa el presente 
proyecto.
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INSERCIÓN SOLICITADA POR EL SEÑOR 
DIPUTADO NANNI

Creación del Programa Cédula Escolar Nacional

La consigna es que los chicos vayan a la escuela, si-
gan en la escuela y se superen en la escuela. La herra-
mienta es el control estadístico del Estado.

Esta iniciativa es superadora porque da vida a la 
creación de un sistema de alertas a las reiteradas au-
sencias de los alumnos y la falta de inscripción anual.

La Cédula Escolar Nacional es un dispositivo infor-
mático para realizar el seguimiento del desempeño de 
los alumnos desde que ingresan al sistema educativo 
hasta que egresan, a fi n de prevenir la deserción esco-
lar que hace estragos en mi provincia.

Mediante este mecanismo digital no solamente se 
lanzarán alarmas ante las reiteradas ausencias de los 
alumnos, la falta de inscripción para cursar cada año, 
la falta de inscripción para rendir materias adeudadas 
y todo otro indicador de riesgos de deserción escolar, 
sino que también se concretarán los controles de salud 
verifi cando el ciclo de vacunación obligatorio y el es-
tado nutricional de los alumnos.

Disponer de estas estadísticas es darle al sistema 
educativo una herramienta fundamental para mejo-
rar el rendimiento de nuestros alumnos. Como se ha 
dicho, contar con la posibilidad de seguir las trayec-
torias educativas de nuestros niños y adolescentes es 
determinante para bajar la deserción escolar.

El proyecto en tratamiento propone articular un 
sistema integrado de control y monitoreo de las esta-
dísticas educativas de la Nación y las provincias, ade-
más de federalizar estadísticas y buscar soluciones los 
problemas similares por región. La idea es, a partir de 
la individualización de cada alumno, cruzar los datos 
con los problemas de cada región y conocer las esta-
dísticas provinciales.

Es fundamental que el Estado realice un releva-
miento de toda la población escolarizada del país, así 
como también de la no escolarizada en todos sus nive-
les: inicial, primario y secundario.

cquirco
Línea
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afecten de un modo directo sus derechos colectivos 
reconocidos constitucionalmente. En cambio, el ar-
tículo 15 del proyecto les atribuye la posibilidad de 
constituirse como querellantes, lo que implica una re-
ducción de las facultades que pueden asumir en los 
procesos penales que los involucran.

Esta decisión implica un retroceso en el reconoci-
miento de los derechos de los pueblos indígenas que 
no se condice con nuestra legislación, ni con los tra-
tados internacionales, ni la jurisprudencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos –CIDH– en la 
materia.

En este sentido, en la sentencia por el caso “Pueblos 
Kaliña y Lokono contra Surinam” de noviembre de 
2015, la CIDH estableció que, de acuerdo a su juris-
prudencia, los recursos internos deben tener en cuenta 
determinados criterios a los fi nes de garantizar los de-
rechos humanos de los pueblos indígenas.

Los criterios a los que hace referencia la Corte son: 
reconocimiento de la personalidad jurídica colectiva; 
otorgamiento de capacidad legal para interponer ac-
ciones administrativas, judiciales o de cualquier otra 
índole de manera colectiva; garantía de acceso a la 
justicia de las víctimas –en tanto miembros de un pue-
blo indígena o tribal– sin discriminación y conforme 
a las reglas del debido proceso; otorgamiento de una 
protección efectiva que tome en cuenta las particula-
ridades propias; y respeto de los mecanismos internos 
de decisión de controversias en materia indígena que 
se encuentren en armonía con los derechos humanos.

Quitar a los pueblos originarios la posibilidad de ser 
considerados como víctimas en aquellos delitos que 
los afecten implica desconocer estos criterios enun-
ciados por la CIDH, así como también la pérdida de 
los derechos que la ley 27.063 reconoce a esta fi gura 
en sus artículos 12, 79, 80 y 81, e impide o difi culta su 
defensa frente a los abusos o la violencia que sufren 
justamente por su condición de pertenecer a un pueblo 
indígena y que, por lo tanto, confi guran hechos clara-
mente colectivos.

Este retroceso que implica la modifi cación aquí 
propuesta incumple también con la ley 24.071 que 
aprueba el convenio 169 de la Organización Interna-
cional del Trabajo sobre pueblos indígenas y tribales. 
En su artículo 6° el convenio establece que los go-
biernos deberán: “consultar a los pueblos interesados, 
mediante procedimientos apropiados y en particular a 
través de sus instituciones representativas, cada vez 
que se prevean medidas legislativas o administrativas 
susceptibles de afectarles directamente”. En el trata-
miento de este proyecto no se ha puesto en marcha el 
proceso de consulta previa, libre e informada corres-
pondiente.

En la provincia de Córdoba contamos con un Con-
sejo Provincial Indígena creado por ley 10.316 a partir 
del trabajo territorial realizado desde el Plan Desarro-
llo Noroeste del gobierno de Córdoba, que he coordi-
nado hasta fi nales del año 2015. A través de ese plan 

tiene la justicia con la sociedad, es la celeridad y efec-
tividad.

Este estado de morosidad de nuestra justicia se ad-
vierte en la intensa demanda de muchos ciudadanos 
que piden a gritos que la Justicia brinde una respuesta 
efectiva a los delitos cometidos diariamente.

La reforma que hoy estamos tratando sin dudas 
representa un claro avance en el régimen penal de 
nuestro país y una respuesta a la demanda de nuestra 
sociedad.

Ahora, contando con normas específi cas, podremos 
agilizar causas y luchar contra el narcotráfi co de ma-
nera más efectiva.

Las técnicas especiales de investigación del régi-
men son fundamentales para atender la complejidad 
de delitos de estos tiempos. Notamos la incorporación 
de las fi guras del informante, del agente encubierto y 
del agente revelador. Y, como se ha dicho, todas estas 
herramientas dotan de agilidad y celeridad a nuestra 
Justicia.

El proyecto en discusión fue consensuado por todos 
los bloques, por lo que su sanción será fruto del con-
senso y no de la imposición.

Muchos recordarán que la sanción del Código Pro-
cesal Penal en 2014 no contó con consenso, sino que 
fue aprobado por mayoría automática, sin debate y en 
tiempo récord.

Una docena de leyes aprobadas desde 2015 creadas 
para atender los delitos probados de manera indubita-
ble fue incorporada al Código. También lo fueron las 
fi guras mencionadas del arrepentido, de la responsa-
bilidad penal empresaria y de las técnicas especiales 
de investigación que incorporan las fi guras del infor-
mante y del agente encubierto. Sin duda estas leyes re-
presentan un gran avance para nuestro sistema penal.

Pertenezco a una provincia donde en pocos años 
pasamos de hablar del fl agelo de las drogas al fl agelo 
del narcotráfi co, lo cual deja en evidencia que se ha 
magnifi cado el problema. Es por esto que necesitamos 
aprobar este proyecto de ley. No tengamos dudas de 
que estamos yendo hacia un sistema penal moderno.
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INSERCIÓN SOLICITADA POR LA SEÑORA 
DIPUTADA NAZARIO

Modifi cación del Código Procesal Penal
de la Nación

Quisiera expresar los fundamentos por los cuales 
voto de manera negativa los artículos 12 y 15 de la 
Orden del Día N° 235, que propone modifi caciones al 
Código Procesal Penal de la Nación.

El artículo 12 del proyecto que estamos tratando 
elimina el inciso d) del artículo 78 de la ley 27.063 
que establece que los pueblos originarios tendrán la 
calidad de víctima en los delitos que impliquen dis-
criminación de alguno de sus miembros, genocidio o 
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Además de su representación en el Consejo Provin-
cial Indígena, las comunidades de la provincia de Cór-
doba participan del Consejo de Participación Indígena 
que funciona bajo la órbita del INAI como ámbito de 
trabajo y cooperación entre el Estado nacional y los 
pueblos originarios.

En ninguno de estos dos ámbitos de participación 
el Estado nacional ha consultado a las comunidades 
indígenas de la provincia de Córdoba respecto a la 
modifi cación que propone este proyecto en sus artícu-
los 12 y 15, que afectan directamente los derechos e 
intereses de los pueblos originarios.

Por los motivos expuestos –respecto al menoscabo 
a los derechos de los pueblos originarios que implica 
el hecho de no poder ser reconocidos como víctimas 
en los procesos penales en los que se ven afectados 
como comunidad o pueblo, así como por la ausencia 
de un proceso de consulta previa, libre e informada 
respecto a esta iniciativa que los atañe de manera di-
recta– los integrantes del Consejo Provincial Indígena 
de Córdoba me han hecho llegar su oposición a estas 
modifi caciones. Por ello, y con la fi rme convicción de 
continuar trabajando en conjunto por la defensa de sus 
derechos, y por la revalorización y el respeto de su 
historia y su cultura, es que votaré negativamente los 
artículos 12 y 15 del proyecto en tratamiento.

se coordinaban obras y programas para llevar adelante 
acciones simultáneas en cada paraje del arco noroeste 
de la provincia vinculadas a energía, vivienda, pro-
ducción, agua, caminos, juventud, salud, educación y 
cultura, entre otras áreas.

El Plan de Desarrollo fue implementado con la par-
ticipación directa de los habitantes de la región, tanto 
en la etapa de programación de las acciones como en 
su ejecución, y se trabajó especialmente con la partici-
pación de las comunidades indígenas que viven en la 
zona, priorizando siempre el respeto a sus costumbres, 
tradiciones y cultura.

Del trabajo en conjunto realizado con las comuni-
dades en el plan surgió una serie de iniciativas legis-
lativas que fueron tratadas y aprobadas por la unica-
meral de la provincia, entre las que se encuentra la 
mencionada ley 10.316. En su artículo 4º se prevé la 
creación del Consejo Indígena, compuesto por un re-
presentante titular y uno suplente por cada comunidad 
inscripta en el Registro Provincial de Comunidades 
Indígenas, los cuales son elegidos por su propia co-
munidad. De acuerdo a esta normativa, el Consejo 
entiende en todas las cuestiones en las que se vean 
involucrados directa o indirectamente los pueblos in-
dígenas de Córdoba.




